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La educación como política pública, servicio y fundamento de la sociedad se encuentra 
vinculada con las diferentes problemáticas que comprenden los entornos políticos, económicos, 
culturales y sociales de la población a la cual se circunscribe. La colonialidad como parte de las 
problemáticas que afectan la configuración actual del mundo se ha convertido en objeto de 
estudio por parte de docentes y estudiantes de la Universidad Libre, quienes desde el interior del 
semillero Interculturalidad, Decolonialidad y Educación (IDEUL), han dedicado sus esfuerzos a 
la investigación del impacto de la colonialidad en el contexto colombiano y al desarrollo de 
propuestas conducentes a la revitalización, recuperación y resignificación de las culturas, los 
saberes, las lenguas y las posturas que históricamente han sido negadas, discriminadas e 
invisibilizadas por parte de quienes ostentan la tenencia del poder. 
En lo concerniente a la Ley General de Educación de 1994 (LGE de 1994), a excepción 
de la investigación realizada por Javier Guerrero (2017) sobre La Construcción Discursiva de 
Alteridades Indígenas en las Leyes de Educación de Colombia:1870-1994, en el país no se han 
realizado investigaciones sobre la problemática de la colonialidad en la legislación educativa. A 
pesar de que algunos autores han hecho críticas muy interesantes sobre las inconsistencias y 
aspectos a mejorar de la LGE de 1994, las cuales serán reseñadas en el apartado sobre los 
antecedentes; dichas críticas no han tenido en cuenta el trasfondo colonial que enmarca esta ley, 
cuyo reconocimiento es de gran importancia para comprender la manera como se configura la 
legislación y el sistema educativo actual del país; así como para identificar algunas de las 
falencias de la norma respecto a los objetivos y la concepción en general de la educación y la 




Por lo anterior, el proyecto presentado a continuación hace parte de los esfuerzos del 
semillero IDEUL por estudiar y analizar la presencia de la colonialidad en la educación 
colombiana y tiene como objetivo presentar el análisis e interpretación de los contenidos de la 
última Ley General de Educación de Colombia o Ley 115 de 1994 (LGE de 1994). Se pretende, 
entonces, identificar los principales patrones coloniales del poder, saber y ser que le subyacen o 
constituyen, tales como el capitalismo, el desarrollismo, el falocentrismo, el logocentrismo, el 
epistemocentrismo, el antropocentrismo y el colonialismo lingüístico. De esta forma, a lo largo 
del documento se hace énfasis en la necesidad de conocer y comprender el trasfondo colonial de 
la Ley General, para así aportar al desprendimiento de la educación en tanto práctica colonial. En 
consecuencia, el análisis y los resultados obtenidos pretenden contribuir, de un lado, a la teoría 
decolonial; y, de otro, incentivar el desarrollo de investigaciones y prácticas educativas dirigidas 
hacia la decolonización de la educación y la creación de propuestas “educativas otras”. 
La investigación se desarrolla dentro de un enfoque cualitativo, abordado desde la teoría 
de Irene Vasilachis (2009) y desde el análisis documental de Montemayor (2002). Para efectos 
del análisis e interpretación se recurre a las técnicas de Ascanio (2001) y Krippendorff (1990) en 
lo referente al análisis del contenido, como un instrumento para realizar inferencias, 
proporcionar conocimientos y representar hechos a partir del articulado de la Ley 115. 
Igualmente se realiza un examen crítico de los datos y la relación con su contexto en lo 
concerniente a la identificación de las relaciones de poder y autoridad y las diferencias sociales 
que se establecen a partir de ellas. 
De acuerdo con lo anterior, para mostrar el vínculo entre la LGE de 1994 y los patrones 
coloniales, la investigación se ha estructurado en 3 capítulos distribuidos de la siguiente manera: 
en el primero se describe la situación problema que dio origen a la investigación y se determinan 
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los objetivos de la misma. Adicionalmente, se presentan las razones que justifican la 
investigación y se da cuenta de los antecedentes consultados previo a la realización del estudio. 
En el segundo capítulo se describe la metodología empleada, se da a conocer el enfoque, el 
tipo de investigación y las técnicas e instrumentos utilizados para el análisis de la LGE de 1994.  
En el tercer capítulo se presentan el análisis y las conclusiones del estudio. En primer lugar, se 
realiza una contextualización del entorno social y político que dio origen a la Constitución de 
1991 de la cual se deriva la Ley 115 de 1994. En segundo lugar se aborda el contexto y la 
conformación de la LGE de 1994. Posteriormente se presenta la fundamentación teórica y el 
análisis del articulado de la Ley 115 de 1994 en relación con la colonialidad del poder, del saber 
y del ser. Por último, se presentan alternativas para la decolonización de la LGE de 1994 y se dan 
a conocer las conclusiones derivadas del análisis. 
Los principales resultados apuntan hacia el establecimiento de una relación entre los artículos 
de la LGE de 1994 y los patrones capitalista, epistemocentrista, logocentrista y falocentrista, 
fundamentalmente en aquellos concernientes a la labor de la educación en la preparación de los 
estudiantes para su vinculación al sector productivo (Ley 115, 1994, art. 5) y el desarrollo del 
país ( Ley 115, 1994, art. 5); la prevalencia de la razón, la ciencia y la tecnología como 
herramientas para la resolución de problemas de la vida cotidiana ( Ley 115,1994, art. 20); el uso 
del lenguaje como medio para vincular a la figura masculina con las jerarquías de poder dentro 
del sistema educativo; y la hegemonía del español como lengua oficial en detrimento de las 
demás lenguas existentes en Colombia. 
Las conclusiones a las que se ha podido llegar a lo largo de la investigación indican que a 
través de la Ley General de Educación es posible fomentar conceptos y prácticas coloniales, los 
cuales juegan un rol importante en la transmisión de ideologías y modos de vida propios de las 
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culturas dominantes. De allí la necesidad de que dentro del entorno educativo se desarrollen 
propuestas decoloniales dirigidas hacia la transformación de la educación y la reforma de las 
leyes educativas en Colombia. 
Por último, es importante mencionar que el análisis de la LGE de 1994 desde la  perspectiva 
decolonial significa no sólo una mirada crítica y diferente de la educación colombiana, que en 
cierta medida choca con las concepciones tradicionales y apologéticas que se han construido a lo 
largo de los veinticuatro años de vigencia de esta norma; sino que además, constituye un punto 
de reflexión sobre el ejercicio docente y la manera como desde la educación se reproducen  
esquemas y formas de pensar, los cuales, sin quererlo, contradicen los ideales de pluralidad y 
libertad que supone la labor educativa.  
De acuerdo con lo anterior, estudiar la LGE de 1994 desde el giro decolonial implica 
separarse de las posiciones tradicionales y establecerse en la alteridad. El descubrimiento de 
patrones coloniales en la educación colombiana permite comprender que las situaciones de 
inequidad, discriminación y control presentes en ella, no son producto de sucesos recientes, ni 
mucho menos naturales; sino que hacen parte de un proceso histórico prolongado en el tiempo y 
camuflado en la modernidad y los discursos actuales; una invención que ha hecho uso de la 
violencia y las diversas maquinarias de poder para hacer “reales”, en la esfera actancial, 
concepciones y modos de vivir monolíticos y globalizantes.  
Ante este panorama, la decolonialidad representa una de las posibles alternativas para 
transformar la educación colombiana. Propuestas como el Buen Vivir, el Posdesarrollo y el 
Corazonar del Saber, así como las múltiples propuestas que surjan a partir de esta investigación, 




Capítulo I                                                                                                                              
Planteamiento del Problema 
 
1.1 Descripción de la Situación Problema  
En Colombia, pese a las luchas independentistas del siglo XIX y las protestas libertarias 
que se han llevado a cabo en el país, tales como la guerra civil de 1899, las luchas contra la 
explotación extranjera en 1924 y 1928, y las innumerables confrontaciones contra el 
autoritarismo del Estado, que para el infortunio del país han resultado en la conformación de 
grupos armados ilegales como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), el 
Ejército de Liberación Nacional (ELN) y el Movimiento 19 de Abril (M-19), entre otros;  la 
huella que la colonización estableció en el pensamiento colombiano se ha mantenido a lo largo 
de la historia y permanece en la actualidad. Aunque la etapa de colonización finalizó con la 
independencia, el resultado de ella fue la colonialidad; entendida como el paradigma europeo y 
norteamericano que rige el pensamiento y los modos de actuar de los sujetos colonizados. Tal 
como lo afirman Restrepo y Rojas (2010), la colonialidad hace parte de un sistema 
modernizador, hegemónico, globalizante que busca dominar por medio de la racialización y la 
estructuración de conocimientos (pág. 15). 
En este sentido, el propósito de la colonialidad es constituir la cultura de los sujetos 
dominantes como la única forma válida de desarrollo y construcción de conocimiento. La 
modernización y la globalización pretenden la universalización de los modos de pensar, ser y 
actuar que se acomodan al ideal del hombre europeo y a su vez denigran y rechazan los demás 




 De acuerdo con lo anterior, la educación constituye una de las vías utilizadas por el 
sistema dominante para que el proyecto colonial pueda reproducirse y mantenerse en las 
generaciones futuras. Desafortunadamente, estas prácticas se han naturalizado en el país, razón 
por la cual operan en la sociedad sin ser reconocidas por los ciudadanos, y se establecen por 
medio de las leyes, afectando a la población que no es consciente de que está siendo objeto de 
dominación por parte del sistema colonial que actúa desde la educación y la política: 
El discurso lo puede todo, se convierte en el medio para legitimar y deslegitimar, tanto como para 
disputar el poder y las hegemonías de los grupos, de los individuos. En el contexto educativo, en 
las ciencias en general e incluso en la cotidianidad se imponen conceptos que pasan 
desapercibidos o se desemantizan. (Guerrero, 2014, pág. 16) 
 
Puesto que la teoría crítica decolonial es un movimiento reciente, los conocimientos y 
propuestas que desde esta teoría se generan no son conocidos por la mayoría de la población, 
especialmente por aquellos que hacen parte de los centros de poder colonial como las 
instituciones educativas y los medios masivos de comunicación. En adición, la gran mayoría de 
estudios que giran en torno a la Constitución Política de Colombia de 1991 y a la Ley General de 
Educación que de ella se deriva, parten principalmente de una concepción apologética de las 
mismas (ver apartado 1.5); es decir, dichas investigaciones describen estas leyes como aquellas 
que mitigaron las situaciones de discriminación racial, sexual y cultural en el país, al mismo 
tiempo que las categorizan dentro de los conceptos de modernas e innovadoras:  
 La Constitución se concibió como instrumento político para restablecer la paz y la reconciliación 
nacional y modernizar el Estado. Además de definir a Colombia como un Estado Social de 
Derecho, establece un número significativo de derechos económicos, sociales (Sarmiento, 1996) y 
ambientales. Con razón se ha dicho que es una “Constitución Verde” (Rodas Monsalve,1995). 
Por otro lado, como se mencionó, la Constitución de 1991 reconoce que Colombia es una nación 
pluricultural. Diversos artículos se refieren a las comunidades indígenas y a la necesidad de 





La Constitución de 1991había consagrado el reconocimiento a la diferencia y se había 
proclamado a Colombia como un Estado Social de Derecho cuyos principios reguladores de la 
convivencia estaban basados en sus características como país pluriétnico y multicultural. En 
consecuencia, la Ley 115 había dedicado un título completo a la Modalidades de Atención 
Educativa a poblaciones.  Se hizo todo un reconocimiento a la educación para personas con 
limitaciones o capacidades excepcionales, a la educación para adultos, para grupos étnicos, para 
la población campesina y rural y para la rehabilitación social. (Álvarez, 2014, pág. 11) 
 
De acuerdo con esto, en Colombia aún no se han efectuado investigaciones dirigidas a 
visibilizar la presencia de los patrones coloniales del ser, del saber y de poder, en la Ley General 
de Educación de 1994.  
Lo anterior constituye un problema de investigación debido a que hay un vacío 
investigativo respecto a este tema, son pocos los investigadores que han dirigido sus esfuerzos 
hacia el estudio de la colonialidad en el país y la mayoría de ellos se enfocan en la revitalización 
de las culturas indígena, africana, campesinas y demás poblaciones. En este aspecto, cabe aclarar 
que los aportes provenientes de dichas investigaciones son de gran importancia en el ámbito de 
la decolonialidad y el reconocimiento tanto de la diversidad como del valor cultural del país. Sin 
embargo, en el ámbito de la legislación educativa, salvo el trabajo realizado por Javier Guerrero 
(2017) sobre la “Construcción Discursiva de las Alteridades Indígenas en las Leyes Generales de 
Educación : 1870-1994, se puede afirmar que no se han realizado hasta el momento críticas a la 
Ley General de Educación desde la perspectiva crítica decolonial, debido a que la mayoría de las 
críticas se encuentran enfocadas en el incumplimiento de la norma, mas no en el contenido ni el 





Respecto a lo anterior, es importante señalar que la ausencia de críticas sobre la Ley 115 
se debe a dos razones fundamentales. En primer lugar, porque se trata de un discurso legal, el 
cual cuenta con fundamentos y propósitos de carácter objetivo que han sido aceptados y 
reconocidos como inobjetables por parte del Estado y la sociedad en general. En segundo lugar, a 
esto se suma el hecho que desde su origen la Ley 115 ha sido considerada como la norma más 
avanzada e innovadora en términos del reconocimiento de la cultura, de la diferencia y de la 
inclusión, atención y prestación del servicio educativo a poblaciones con necesidades educativas 
especiales o con capacidades excepcionales; en general, se le ha considerado como superior a 
toda legislación precedente relacionada con la educación:  
La Ley General de Educación de 1994 se constituyó en la conquista histórica más trascendental 
del magisterio colombiano. La educación nacional no había experimentado un proceso de tanta 
magnitud y contenido desde la revolución educativa de los radicales en 1871. Y ningún 
magisterio en América Latina ha obtenido un punto de partida revolucionario de la educación 
como el de la Ley de 1994. […] en a Ley General de Educación se operó el cambió histórico 
educativo más radical en la historia de Colombia. (Ocampo, 2014, pág. 35) 
 
Cabe mencionar, que el propósito de esta investigación no consiste en demeritar o 
desvirtuar los aportes de la Ley General de Educación anteriormente mencionados, por el 
contrario, busca revisar los aspectos de la norma que hasta el momento no han sido estudiados, 
como la presencia de patrones coloniales que afectan la educación del país, para contribuir al 
mejoramiento de la misma y su “realización real”. 
En este sentido, a pesar de que la Constitución Política de 1991 y la Ley General de 
Educación de 1994 han avanzado grandemente respecto a las leyes anteriores en cuanto al 
reconocimiento de la diversidad étnica y cultural, así como el diseño de políticas encaminadas 
hacia la protección de los derechos de las comunidades; aún son muchas las falencias presentes 
en estos estatutos en términos de inclusión, equidad, visibilización y participación de las 
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poblaciones indígenas, afrodescendientes, campesinas, etc., no sólo en la política, sino en los 
demás sectores de la sociedad como la educación, el arte y la economía, entre otros. 
Por estas razones, el desconocimiento de la  presencia de patrones coloniales en la 
legislación colombiana afecta no solamente a los grupos anteriormente descritos; la problemática 
de la colonialidad en el sistema judicial impacta a toda la nación puesto que, en el caso de la 
educación, la colonialidad se encarga de reproducir los sistemas de dominación en el ámbito 
escolar, provocando que en el futuro se expandan hacia los demás sectores sociales tales como la 
política, la economía, la cultura, la familia y demás áreas. 
Por lo anterior, surge la necesidad de elaborar un proyecto de investigación orientado al 
estudio de la Ley General de Educación de 1994 desde la perspectiva de la teoría crítica 
decolonial, y en el cual se ponga en evidencia la existencia de los patrones coloniales de poder, 














1.2 Pregunta de Investigación 
¿En qué aspectos de la Ley General de Educación de 1994 se evidencia la presencia de 
patrones coloniales en la educación colombiana? 
 
1.3 Objetivos 
1.3.1 Objetivo General 
Analizar e interpretar la presencia de patrones coloniales en la Ley General de Educación 
de 1994. 
1.3.2 Objetivos Específicos 
● Determinar el contexto histórico y social del que se deriva la Ley General de 
Educación de 1994. 
● Identificar el trasfondo ideológico y los elementos que den cuenta de formas de 
colonialidad del poder, del saber y del ser dentro de la Ley General de Educación de 
1994.   
● Presentar algunas alternativas para la decolonización de la Ley 115 de 1994 y 
para la realización de futuros estudios dirigidos hacia el desarrollo de prácticas 







1.4 Justificación  
En este apartado se presentan algunas de las razones por las cuales es pertinente 
investigar la presencia de distintas formas de colonialidad en la Ley General de Educación de 
1994.  
En primer lugar, el presente trabajo se encuentra adscrito dentro del semillero 
Interculturalidad, Decolonialidad y Educación de la Universidad Libre (IDEUL), cuyo objetivo 
principal radica en el desarrollo de proyectos investigativos dirigidos a la visibilización y el 
fortalecimiento de la diversidad étnica y cultural del país, a la creación de espacios de diálogo 
entre diferentes culturas, al reconocimiento y la aceptación del otro; así como a la creación de 
estrategias didácticas, pedagógicas y metodológicas  que permitan  la enseñanza y el aprendizaje 
desde un enfoque crítico, emancipador y reflexivo, el cual permita a los estudiantes conocer la 
realidad partiendo de principios alternos a aquellos que han sido impuestos por los países y el 
conocimiento hegemónicos; además de propender por la transformación de las prácticas sociales 
y educativas del país. Por ello, la realización de este proyecto es de gran importancia para el 
enriquecimiento epistemológico del semillero, debido a que aportará bases teóricas para la 
construcción de nuevos proyectos que favorezcan el cumplimiento de los objetivos anteriormente 
descritos, y que además den a conocer la teoría crítica decolonial en el país. 
Por otro lado, debido a que la colonialidad es un sistema que se ha naturalizado en las 
sociedades modernas, los patrones coloniales que operan dentro de la educación han pasado 
desapercibidos para el Estado, la sociedad colombiana y la escuela. Es por ello, que dentro de los 
estudios que se han realizado hasta el momento sobre la Constitución Política de Colombia de 
1991, ninguno ha reflexionado a profundidad sobre la presencia de la colonialidad en esta 
Constitución, ni mucho menos su repercusión en la Ley General de Educación.  
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Además, como se mencionó anteriormente, los estudios realizados en torno a la 
Constitución Política de 1991 y a la Ley General de Educación de 1994 (ver antecedentes), en su 
gran mayoría se han encargado de destacar y alabar las cualidades y ventajas de estas leyes en 
relación con las legislaciones anteriores, pero no se ha realizado un análisis exhaustivo del 
discurso colonial que se esconde detrás de ellas. 
Otro de los aspectos a tener en cuenta, es el hecho de que la educación es uno de los 
principales medios a través de los cuales el proyecto colonial se expande hacia todas las mentes y 
regiones, a la vez que permanece con el paso del tiempo. En los países catalogados como 
“subdesarrollados”, desde la etapa escolar los niños y los jóvenes son “educados” de acuerdo con 
los principios éticos, morales, religiosos, culturales, políticos y económicos provenientes de 
teorías desarrolladas por parte de los países colonizadores o hegemónicos principalmente 
aquellos ubicados en el continente europeo o en Norteamérica. Por consiguiente, los estudiantes 
son preparados para actuar y reproducir este sistema en los demás ámbitos de la vida cotidiana: 
la familia, el trabajo, las relaciones interpersonales, la política, etc. De esta manera, el sistema 
colonial se perpetúa en la conciencia y el actuar de los ciudadanos, quienes lo asumen de una 
manera tan natural que no notan que están siendo objeto de dominación y control:  
No solamente en el campo de las ciencias exactas se trasplantan buena parte de los 
conceptos de Europa y Estados Unidos hacia América Latina; igual suerte se corre en las 
ciencias sociales y humanas, en particular en la educación. Circulan sin ton ni son, se les 
legitima dondequiera que se los use sin lograr acercamientos reflexivos a los orígenes e 
intencionalidades con los que fueron enunciados. Así que aunque –en el contexto de 
América Latina y de Colombia en particular- el significante para repensar la educación en 
contextos de diversidad se haya cambiado, su contenido es muy similar al del canon 
imperial euronorteamericano. (Guerrero, 2014, pág. 24) 
 
De acuerdo con lo anterior, la presencia de los patrones coloniales en la educación 
colombiana impide que los estudiantes conozcan y se eduquen bajo los principios y valores 
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provenientes de los pueblos autóctonos del país, en la medida en que invisibiliza los 
conocimientos de los pueblos indígenas, afrodescendientes y campesinos; al mismo tiempo que  
crea sujetos con mentalidades subordinadas a los cánones establecidos por la modernidad y la 
globalización, para convertirse en ciudadanos al servicio de las culturas europeas y 
norteamericanas dominantes. Así, la permanencia del sistema colonial depende de educar a las 
nuevas generaciones en el ideal de dominación y subyugación por parte de los dirigentes, de 
manera que no sean conscientes de la manipulación de la cual son víctimas, “el estado necesita 
mantener la “universalidad” de la educación en consonancia con las necesidades de la 
globalización político-económica” (Guiliano & Berriso, 2014, pág. 64) . Por este motivo, en las 
escuelas no sólo se prepara al estudiante para ser competente en cuanto al conocimiento de la 
ciencia y la tecnología, sino para que ese conocimiento sirva a los propósitos del capitalismo y a 
la legitimación de las estructuras jerárquicas del poder para la consolidación de sociedades 
desiguales y excluyentes. 
Ante esta situación, surge la necesidad de que quienes hemos sido víctimas del proyecto 
colonial- moderno, realicemos un proyecto emancipador el cual nos permita liberarnos del yugo 
de la colonialidad. Sin embargo, esta liberación no será posible si no se realiza un análisis de 
nuestros sistemas de gobierno y la manera como vivimos, nos comportamos y somos dentro de la 
sociedad. La importancia de realizar proyectos investigativos que revelen la presencia de los 
elementos coloniales en la educación radica en el hecho de que debemos conocer la manera 
como la colonialidad opera para poder combatirla de manera eficaz, creando estrategias y 
propuestas decoloniales que nos permitan recuperar nuestra identidad y convertirnos en sujetos 
verdaderamente independientes. Si queremos liberarnos del yugo de la colonialidad necesitamos 
saber cómo opera, donde se origina, cuáles son los focos de esta dominación y sus repercusiones 
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en los individuos. Tal como lo afirma Mignolo, “no podremos desprendernos de la colonialidad 
del poder sino sabemos cómo funciona (Guiliano & Berriso, 2014, pág. 62). 
Adicional a ello, desde mi perspectiva como docente en formación, investigadora y 
ciudadana, reconocer la presencia de la colonialidad en la educación del país es uno de los pasos 
para alcanzar la transformación de la sociedad, la profesión docente es un vehículo para orientar 
e invitar a los estudiantes a reflexionar sobre su papel y posición en el mundo a fin de que se 
conviertan en actores de cambio. Por ello, la investigación sobre la colonialidad en el campo de 
la educación, unida al ejercicio de la docencia significa una alternativa de reforma para la 
ciudadanía presente y futura, en términos de las formas de ser, actuar y pensar.  No podemos 
combatir a un enemigo al que no conocemos, ni podemos enfrentarnos con él a ciegas, por ello 
esta investigación: 
Se trata de una invitación a reflexionar sobre los modos en que siguen aún vigentes en nuestras 
sociedades distintos dispositivos de colonización, por ende, de dominación, de sometimiento e 
invisibilización, que atentan contra otras formas de conocer, ser y estar, diferentes (y 
subalternizadas) a la planteada por la matriz colonial de poder. Siendo de vital importancia tomar 
espacios en las instituciones educativas para difundir un proyecto pluri-versal que eduque a los 
estudiantes para que “comprendan, vean y tomen conciencia de la colonialidad del poder en su 
cotidianeidad y en sus cuerpos”. (Guiliano & Berriso, 2014, pág. 61)  
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1.5 Antecedentes de la Investigación  
Como se mencionó anteriormente, no se han encontrado trabajos investigativos que 
estudien a profundidad la presencia de la colonialidad en la Constitución del 1991 ni en la Ley 
General de Educación de 1994. Sin embargo, es importante que para el desarrollo de esta 
investigación, se reseñen brevemente algunos de los estudios realizados en torno a la Ley 115. 
En primer lugar, se presentan los estudios relacionados con la Constitución Política de 1991 y la 
Ley 115 de 1994. En segundo lugar, se presentan algunos de los artículos realizados por 
miembros de FECODE en relación con la promulgación de la Ley General de Educación. Por 
último, se encuentran las reseñas de los trabajos realizados en el interior del semillero IDEUL, 
los cuales abordan la problemática de la colonialidad desde diversas perspectivas que son de gran 
importancia para la presente investigación. 
 
1.5.1 Constitución Política de 1991 y Ley General de Educación  
En 1997, Pineda publicó un artículo de investigación acerca de la Constitución de 1991 y 
la perspectiva del multiculturalismo en Colombia, en el cual habla de la Constitución de 1991 
como un tratado que convirtió al país en un estado pluricultural que protege los derechos de los 
pueblos y las “minorías” étnicas, en cuanto a sus patrimonios arqueológicos, parques y 
resguardos. Además de otorgarles autonomía legislativa, reconocimiento territorial y 
representación política (pág. 115). 
El autor presenta la Constitución como aquella que abolió los parámetros católicos, 
hispanos y castellanos de la nación, para dejar el poder en manos del pueblo. Empero, durante la 
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Asamblea Nacional Constituyente1 se dejó prácticamente por fuera de dichos reconocimientos a 
los grupos afrodescendientes, a quienes sólo se les reconocieron sus derechos territoriales hasta 
1993 durante el mandato de Gaviria (pág. 119). 
Por otro lado, el artículo señala ciertas oposiciones a esta Constitución frente a la 
legitimidad de la jurisdicción indígena, sus límites, la definición cultural del país frente a las 
costumbres indígenas y su contraposición con los derechos fundamentales. También destaca el 
hecho de que la delimitación territorial no crea un concepto uniforme de territorio. Por tanto, las 
representaciones cartográficas no expresan la realidad social de estos grupos (pág. 117). 
Finalmente, el artículo resalta algunos beneficios de la Constitución de 1991 entre los 
cuales enfatiza el reconocimiento de la diversidad, de las lenguas indígenas y la transferencia de 
recursos a los cabildos. 
Otro estudio a mencionar es el realizado por Enciso (2004), quien hace referencia a la 
Constitución de 1991 como un hecho trascendental que marcó la historia del país al considerar a 
los grupos étnicos como sujetos de derecho. Allí se hace hincapié en el reconocimiento de los 
derechos de estas poblaciones, su participación estatal y la ampliación de los resguardos. 
En cuanto al ámbito educativo, resalta la aparición de la etnoeducación y la creación de 
materiales didácticos dirigidos a estas comunidades; así como su inclusión dentro del sistema 
                                                 
1 La Asamblea Nacional Constituyente fue convocada el 5 de febrero de 1991 con el objetivo de promulgar la nueva 
Constitución Política de Colombia que regiría en sustitución de la Constitución Política de 1886, la cual había estado 
vigente en el país por más de cien años. La Asamblea estuvo conformada por 70 representantes de los distintos 
movimientos políticos del país distribuidos de la siguiente manera: Partido liberal: 25 constituyentes; M-19: 19 
constituyentes; Movimiento de Salvación Nacional: 11 constituyentes; Partido Conservador: 9 constituyentes; 
Movimiento Unión Cristiana: 2 constituyentes; Movimientos indígenas ONIC y AICO: un representante cada uno. 
Además de 4 representantes de los grupos guerrilleros, los cuales pertenecían al Ejército Popular de Liberación, El 
Partido Revolucionario de los Trabajadores y el Movimiento Armado Quitín Lame. Información tomada de: Red 





educativo nacional. El informe destaca la creación de los artículos 7º, 10º, 13°, 27°, 63°, 68°, 70° 
y 243°, los cuales, según la autora, garantizan el derecho de las poblaciones indígenas, raizales, 
afrodescendientes y room a una educación acorde con su cultura e historia. Además de Permitir 
la participación de docentes indígenas y otorgarles autonomía para diseñar sus programas 
educativos (pág. 9). 
Adicional a esto, Enciso hace mención a la capacitación de docentes bilingües y a la 
divulgación de seminarios y talleres en torno a la etnoeducación, al igual que la creación de 
instituciones destinadas para tal fin. No obstante, la autora menciona que con el surgimiento de 
la Ley 115 de 1994 hubo varios inconvenientes en cuanto a la aplicación de las propuestas que 
allí se contemplaban, debido a que la implementación de los currículos en las áreas obligatorias 
representó una contradicción con los parámetros previamente establecidos en la Constitución 
(pág. 15). También, menciona los problemas que se presentaron acerca del nombramiento de los 
profesores, puesto que según la ley aquellos que no fueran licenciados no podían acceder a los 
cargos, hecho que perjudicó a quienes se habían capacitado por medio de la profesionalización 
docente en las comunidades indígenas (pág. 15). 
En las conclusiones se evidencian dificultades en la aplicación de la ley, la 
caracterización difusa de la población escolar de los grupos étnicos y los problemas en la 
construcción de procesos pedagógicos y la enseñanza interdisciplinar (pág. 51).  
Por último, una investigación que hace mayor referencia a los principios y valores de la 
Constitución es la realizada por Daza y Quinche (2009), en la cual se describe a la Constitución 
de 1991 como aquella que favoreció la integración de los principios democráticos, sociales y de 
derecho en el Estado colombiano (pág. 6). Los investigadores la catalogan como un paso 
evolutivo hacia la prevalencia de los valores en la aplicación de la ley, ligada a la protección de 
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los derechos fundamentales. 
Algunas de las ventajas que se le adjudican a la Constitución en este trabajo, hacen 
alusión a identidad nacional, la articulación del país a la “dinámica moderna del mundo” (pág. 3) 
por medio del establecimiento del Estado social de derecho, que garantiza el orden político y 
jurídico. 
Adicionalmente, los autores exaltan los principios constitucionales plasmados en la Carta, 
en lo concerniente a su coherencia y razonabilidad conceptuales en contraposición con la 
Constitución de 1886. Se destaca los mecanismos establecidos para la protección de los derechos 
fundamentales, bajo la categoría de amplios y suficientes. 
La consideración que se hace de la Constitución de 1991 en este trabajo por parte de los 
autores la califica como flexible y adecuada para los fines del Estado dentro del contexto 
histórico, de igual manera que la define como una herramienta fundamental para los jueces en el 
ejercicio de su labor (pág. 17). 
 
1.5.2 FECODE y la Ley General de Educación 
En relación con la Ley General de Educación de 1994, la revista Educación y Cultura, 
cuya edición se encuentra a cargo de la Federación Colombiana de Educadores (FECODE), ha 
dedicado algunos de sus números al abordaje de la Ley 115 de 1994 en lo referente a su origen y 
desarrollo durante los veintitrés años de su vigencia en el país. A continuación, se mencionan 
algunos de los artículos más relevantes.  
En primer lugar, en las ediciones número 36 y 37 de la Revista Educación y Cultura, el 
presidente de FECODE para dicho momento, Boris Montes de Occa, el representante de la 
Confederación Nacional de Centros Docentes (CONACED), Francisco Murillo Ortiz y el fiscal 
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de FECODE para la época, Celio Nieves, destacan el papel de la Ley 115 como el proyecto de 
reforma educativa de mayor avanzada, conducente a la superación de los problemas educativos 
del país en términos de calidad educativa, cobertura, flexibilidad curricular y autonomía 
institucional.  
En su artículo titulado “Reformas Educativas en Colombia: una perspectiva desde 
FECODE” (1995), Montes de Occa señala que la Ley General de Educación “define la estructura 
educativa más comprensiva de la historia de Colombia y es una respuesta al Plan de Apertura 
Educativa” (pág. 51). Para este autor, la Ley 115 significó la apertura a nuevas formas de 
currículo dirigidas al fortalecimiento de la autonomía escolar y a la flexibilidad en la elaboración 
de los Proyectos Educativos Institucionales (PEI) (pág. 51). De acuerdo con esto, Montes destaca 
el valor de la Ley General de Educación como garante del proceso “democratizador de la 
escuela”  y como un elemento fundamental en la solución de la crisis de la educación pública, 
gracias a su calidad de “reforma democrática de largo alcance” (pág. 52).  
De la misma manera Francisco Murillo Ortiz en su artículo “Una nueva Ley de 
Educación en un Nuevo País” (1995), menciona varios aspectos a considerar dentro del marco de 
la Ley 115 de 1994. El primero de ellos hace referencia a la aparición de la Ley General dentro 
del contexto de la internacionalización económica. Según Murillo, la reforma política adelantada 
por la Constitución de 1991 significó el establecimiento de un “equilibrio para salir al paso de las 
desigualdades intensificadas desde lo económico” (pág. 53) ; este suceso obligó a las 
instituciones y a los maestros a realizar una reforma educativa con miras al desarrollo y a la 
preparación para asumir los retos planteados por la apertura y la internacionalización. Desde esta 
mirada la Ley General de Educación de 1994 fue “un aporte valioso para mejorar situaciones que 
día a día se hacían más difíciles” (pág. 54).  
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De igual forma, Murillo resalta la correspondencia de la Ley General de Educación con 
los términos constitucionales en lo referente a las categorías de persona, reflejada en la 
formación integral del estudiante en tanto ser humano; sociedad, desde la participación de la 
comunidad en el gobierno escolar; institución, a partir de la autonomía institucional; y Estado, 
por cuanto la Ley 115 se encuentra vinculada al mismo por medio del PEI (pág. 56).  
Lo anterior podría resumirse en las palabras de Nieves (1995), así:   
La Ley 115 de 1994 o Ley General de Educación, concertada entre los educadores, Congreso de 
la República, gobierno y comunidad educativa, apunta a una reforma de largo alcance cuya 
esencia radica en una nueva forma de currículo, basada en la autonomía escolar y en la 
ampliación de la democracia en todas las instituciones educativas del país. (pág. 59) 
 
y continúa:  
La Reforma Educativa es mucho más que una reforma para la escuela, para la institución, es una 
reforma para el país, para pensar un país que desde lo educativo sea más importante, responda a 
los avances científico-técnicos que el país reclama para salir del subdesarrollo en que se 
encuentra. (pág. 60) 
   
Por otra parte, en la edición número 33 de la Revista Educación y Cultura (1994), la 
Directora General de Educación del Ministerio de Educación Nacional, Piedad Caballero Prieto, 
hace énfasis en el aporte de la Ley General de Educación como elemento esencial para el 
“desarrollo de los principios constitucionales” y la formación “del colombiano que el país 
requiere” (pág. 14). Así, desde su perspectiva, la Ley 115 de 1994 comprende el proceso de 
transformación necesario para responder al nuevo modelo político, económico y cultural en lo 
referente a los procesos de modernización que el siglo XXI requiere (pág. 13). Para esta autora, 
la Ley General de Educación proporcionó grandes aportes al sistema educativo nacional en 
aspectos como el reconocimiento de la educación como servicio público con función social, el 
acceso a la educación especial por parte de personas en condición de discapacidad, población 
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campesina, adultos y grupos étnicos; la obligatoriedad del Proyecto Educativo Institucional, la 
autonomía escolar y la participación democrática del estudiantado (pág. 16). Además de impulsar 
la profesionalización docente y la participación de la comunidad y las entidades territoriales en el 
desarrollo de propuestas educativas, generó otros beneficios relacionados con la innovación en el 
campo evaluativo, la creación del Sistema Nacional de Acreditación y el apoyo financiero para el 
mejoramiento de la calidad de la educación (pág. 15).  
Adicional a ello, en la misma edición de la revista, el presidente de la comisión VI y 
Representante a la Cámara, Pedro Vicente López, se refiere a la Ley General de Educación como 
“un completo y ágil instrumento legal para modernizar sus instituciones educativas, vigorizar su 
financiación y descentralizar y flexibilizar su gestión” (pág. 38). Desde la concepción de este 
autor la Ley 115 marcó un hito de trascendencia legal y es a su vez “un fiel reflejo de la Carta 
Política y de sus conceptos medulares participación, pluralismo autonomía y concertación” 
(pág. 38). 
Finalmente, en el año 2014 el Centro de Estudios e Investigaciones Docentes de 
FECODE (CEID) dedicó un número completo a la Ley 115, en conmemoración de los veinte 
años de su promulgación y puesta en vigencia. En esta edición en particular, además de los 
aportes anteriormente mencionados en materia de cobertura, autonomía, creación del PEI, 
establecimiento de modalidades de atención educativa a poblaciones, democracia y estatuto 
docente; se destacan las temáticas en torno a la puesta en práctica de los estatutos contemplados 
en la Ley. En este orden de ideas, el balance resulta desfavorable en cuanto a la aplicación de los 
principios propuestos a partir de la norma, puesto que, para la mayoría de los autores es poco lo 
que se ha logrado implementar en el sector educativo a lo largo de los veinte años de la 
promulgación de la Ley General. La principal problemática radica, según los autores, en que “sus 
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tesis centrales han sido progresivamente desmontadas, no solamente con otras normas paralelas 
que le quitan fuerza a dichas tesis, sino por el incumplimiento de sus promesas” (Álvarez, 2014, 
pág. 8).  
En este sentido, Alejandro Álvarez señala como responsables del desmonte de la Ley 115 
de 1994 a los Estándares impuestos por el Ministerio de Educación Nacional (MEN) en el 2002; 
al estatuto 1278 de 2002; y a la ley 715 de 2001, los cuales, según Álvarez,  violentaron la 
autonomía de los maestros y la estructuración de los currículos que necesitaban ser construidos 
en conjunto por los diferentes actores de la comunidad educativa, tanto dentro como fuera de las 
instituciones (pág. 10); y constituyeron un retroceso a la política de descentralización educativa 
que había sido lograda con la Ley 60 de 1993.  
Otra de las críticas al incumplimiento de lo establecido en la Ley General de Educación 
de 1994 tiene que ver con la exposición de motivos que fue presentada ante el Congreso para su 
promulgación. En dicha exposición, las razones para la declaración de una nueva Ley General de 
Educación estuvieron relacionadas con la necesidad de mejorar la calidad del sistema educativo, 
la financiación del servicio, la formación de los educadores y la atención a poblaciones 
especiales. Al respecto, Garzón Barreto (2014) afirma que, en temas de calidad educativa, 
Colombia no ha cumplido las expectativas propuestas en la Ley 115, puesto que los bajos 
resultados de las pruebas internacionales realizadas en el marco de la Organización  para la 
Cooperación y el desarrollo Económico (OCDE), así como las realizadas por el ICFES2, dejan de 
manifiesto las deficiencias del servicio  y la ineficacia de las políticas de calidad; con unos 
problemas de financiación que podrían ser un aliciente para dichas dificultades,  debido a que el 
presupuesto para educación “continúa siendo más bajo que el asignado al sector defensa y 
                                                 
2 Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación. 
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policía” (pág. 21). 
En cuanto a la formación de educadores y la atención de poblaciones especiales, Barreto 
califica de odiosa la “coexistencia de dos Estatutos Docentes y la persistencia del bajo 
reconocimiento social, salarial y profesional, incluso en el sector privado” y sostiene que a pesar 
de los avances en materia institucional, las poblaciones especiales “continúan invocando al 
Estado para que atienda sus requerimientos” (pág. 22). 
Finalmente, Luis Edgardo Salazar (2014) realiza una crítica a la Ley General en términos 
de administración, financiación y legislación, la cual se sintetiza en uno de sus planteamientos 
finales:   
La Ley General de Educación configuró una lógica administrativista y eficientista, basada en la 
medición de la gestión y el resultado, ajustada a indicadores de costo-beneficio, a los planes de 
ajuste fiscal y racionalización del gasto público. impuso procesos de privatización, reducción de 
presupuestos, la búsqueda de mayor eficiencia, que se camuflan en el marco de los paquetazos 
legislativos o reformas estructurales, direccionadas desde el poder legislativo, surgen dificultades 
y resistencias para su implementación porque las ideologías que las respaldan, chocan  con las 
aspiraciones de los actores y la autonomía institucional de la escuela, porque desobedecen los 
compromisos con organismos internacionales, porque desconocen los requerimientos prioritarios 
locales, regionales y nacionales. (pág. 28) 
 
Como se ha podido observar hasta el momento, aunque ha habido críticas valiosas a la 
estructura y los contenidos propios de la Ley General de Educación de 1994, la mayoría de ellas 
giran en torno al incumplimiento de la norma y a las falencias en su ejecución. Si bien los 
aportes vistos desde la mirada de los investigadores son válidos, al igual que muchos de los 
cambios que la Ley General de Educación 1994 introdujo al país, aún es necesario continuar en 
la búsqueda por el mejoramiento de la educación colombiana y para ello el análisis y la 





1.5.3 Colonialidad y Educación Grupo IDEUL 
En el interior del semillero Interculturalidad, Decolonialidad y Educación de la 
Universidad Libre (IDEUL) se han desarrollado importantes proyectos de investigación en torno 
a la presencia de la colonialidad en el ámbito educativo, así como la creación de propuestas 
educativas decoloniales, las cuales son importantes para esta investigación debido a que los 
temas abordados ponen de manifiesto la presencia de la colonialidad tanto en el sistema 
educativo como en la sociedad colombiana.  
El primer trabajo de investigación titulado “Repensar la educación física actual: 
reflexiones epistemológicas desde la teoría crítica decolonial” (Osorio, 2013), refleja la presencia 
de la colonialidad en el campo de la educación física colombiana. En este trabajo, el autor 
demuestra que la enseñanza y la práctica de la actividad física en el país se han convertido en un 
instrumento para la legitimación de comportamientos sexistas, racistas y violentos en los 
escenarios escolares. 
En adición, el autor señala que las prácticas anteriormente mencionadas se encuentran 
sustentadas en discursos y categorías higienistas, competitivas y deportivistas (pág. 92); las 
cuales convierten a la educación física en un medio para la discriminación, la exclusión y la 
ratificación de los estereotipos de belleza y del cuerpo como objetos y entidades independientes 
de la razón.   
Los principales resultados de esta investigación consisten en la presentación de una 
propuesta educativa de corte decolonial en la cual la actividad física se enseñe por medio del 
juego y la receptividad generosa, para que de esta manera los estudiantes comprendan el 
significado de cuerpo y de la otredad desde una postura antidiscriminatoria y cooperativa. 
En ese mismo sentido, Osorio (2017)  en su trabajo de maestría titulado “Diálogos para 
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repensar la educación física actual: una mirada en clave decolonial” recoge las concepciones 
sobre educación física de profesores y estudiantes del Colegio Universidad Libre, y de profesores 
del programa de Educación Física, Recreación y Deporte de la Universidad Libre con el objetivo  
de “establecer posibilidades pedagógicas/didácticas para la transformación de la Educación 
Física actual a través del diálogo” (p. 14). 
De acuerdo con esto,  a partir de los diálogos entablados en el interior de grupos focales, 
Osorio presenta las diferentes concepciones sobre prácticas/discursos de higiene salud y deporte 
en el marco de la educación física, así como las problemáticas didácticas y metodológicas en 
torno a su enseñanza; y a partir de ellas propone soluciones fundamentadas en “la búsqueda de 
nuevas concepciones y metodologías encarnadas ya no en la competencia y el deporte, la higiene 
y la salud (…), sino en la solidaridad, la cooperación, la autonomía y el reconocimiento del 
sujeto, individual y colectivamente” (pág. 87) .  
Cabe mencionar que las investigaciones de Osorio son relevantes tanto para los intereses 
del grupo IDEUL como para el área de estudios sobre educación física, puesto que plantean una 
reflexión profunda en torno a las prácticas coloniales de violencia, racismo, discriminación, 
deportivización y competitividad; y a su vez hace un llamado a repensar la educación física 
desde una mirada que tome en cuenta la diversidad, la pluralidad, el juego y el reconocimiento y 
la acepatación de sí mismo y del otro. 
De la misma manera, el proyecto titulado “Aportes educativos para el fortalecimiento de 
la lengua sikuani: el caso de Cumaribo- Vichada” (Castro, 2014) es el resultado de un estudio 
dirigido hacia la revitalización de la lengua Sikuani. En esta investigación, la autora realiza un 
trabajo etnográfico caracterizado por la observación y el acompañamiento de los estudiantes del 
colegio Sagrado Corazón de Jesús en la región de Cumaribo, en el cual se estudian los casos de 
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discriminación y estigmatización de la comunidad Sikuani relacionados con la enseñanza de su 
lengua y la decadencia de la misma.  
La investigación de Castro es el reflejo de las problemáticas de exclusión y 
transculturación presentes en el interior de algunas instituciones educativas del país en donde los 
constructos ideológicos y epistemológicos derivados de la colonialiad generan, por un lado, 
rechazo por lo diferente y por las costumbres no europeizadas; y por otro, la vergüenza por la 
identidad propia y la decadencia de la riqueza lingüística del país.  
En este sentido, el trabajo de Castro es trascendental tanto en la consolidación y 
fortalecimiento de la identidad lingüística y cultural del Vichada, como para el sector educativo 
colombiano, en el sentido en el que visibiliza y resalta la existencia de las lenguas indígenas y 
propone estrategias didácticas para la enseñanza de las mismas, evitando así su pérdida e 
invitando a los estudiantes a realizar un acercamiento a la diversidad y al diálogo intercultural.  
De igual forma, el trabajo de Carlos Cañizales (2016), titulado “Enseñanza de la oralidad 
desde el pensamiento mítico Uitoto: una perspectiva intercultural-decolonial”, pone de 
manifiesto las concepciones coloniales según las cuales la escritura se sobrepone a la palabra, y 
donde lo indígena y lo afro se convierten en sinónimo de atraso e inferioridad en comparación 
con lo europeo.  
La investigación de Cañizales plantea una “propuesta otra”, en la cual la enseñanza de la 
oralidad a partir del pensamiento Uitoto se convierte en el fundamento para la erradicación de la 
violencia verbal y el fortalecimiento de la capacidad argumentativa de los estudiantes, en un 
ambiente de respeto y de deconstrucción de los imaginarios racistas y modernizadores de la 




Desde esta perspectiva, la propuesta de Cañizales es una herramienta para la apertura de 
espacios de diálogo y de construcción de saberes en el aula, por medio de la reivindicación de la 
importancia de la palabra y el reconocimiento de los aportes de las culturas y las tradiciones 
indígenas y afro en el fortalecimiento de la convivencia y las relaciones sociales en los contextos 
locales.  
Adicionalmente, la investigación realizada por Paola Ballesteros (2016), titulada 
“Aproximación a un estado del arte sobre el racismo hacia las comunidades afrocolombianas en 
la última década (2005-2015)” aborda la presencia del racismo en Colombia desde diferentes 
perspectivas socioculturales, vinculadas en su mayoría con las ideas de raza generadas desde la 
conquista y a partir de las cuales se genera una segregación histórica de la población 
afrodescendiente en el país.  
Los hallazgos de la investigación dan cuenta del racismo como una realidad innegable en 
la sociedad colombiana. Las diferentes categorías de análisis desarrolladas por la autora 
demuestran la trascendencia del racismo en la jerarquización de los grupos humanos, la 
construcción de los proyectos de nación y las acepciones raciales construidas alrededor de los 
discursos políticos y los entornos educativos a través de los cuales se reproducen los 
comportamientos racistas. De la misma manera, la autora recalca la construcción de estereotipos 
relacionados con las características fenotípicas y sexuales de la comunidad afrodescendiente.   
Finalmente, la investigación realizada por Javier Guerrero (2018) titulada “La 
Construcción Discursiva de Alteridades indígenas en las Leyes Generales de Educación de 
Colombia: 1870-1994”, constituye uno de los trabajos fundamentales para el desarrollo de esta 
investigación, puesto que es el primer trabajo de investigación que aborda, desde una perspectiva 
decolonial, las prácticas discursivas de las Leyes Generales de Educación de Colombia, entre las 
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cuales se encuentra la Ley 115 de 1994.  
De acuerdo con lo anterior, la investigación de Guerrero da cuenta de la manera como el 
discurso normativo de las Leyes Generales de Educación de 1870 a 1994 se ha construido sobre 
las bases coloniales de discriminación y racismo, a partir de las cuales se ha catalogado a los 
miembros de las comunidades indígenas como “inferiores”, “salvajes”, “incultos” y “menores de 
edad”; y se le ha atribuido a la educación la tarea de “educarlos” y “civilizarlos”.  
De igual forma, la investigación de Guerrero aborda otras problemáticas relacionadas con 
la manera como se concibe la educación para población indígena del país y su relación con 
construcciones en torno a la alteridad. Dentro de dichas problemáticas es importante mencionar 
el papel de la religión y la moral en la “civilización” del indígena, la concepción y utilización del 
conocimiento como medio para “invisibilizar la diferencia y homogeneizar” (pág. 238); la 
inserción de los imaginarios de “desarrollo” y “progreso” como las únicas formas de ser, estar y 
actuar (pág. 252); la glotofagia3; y los abusos en torno al uso y aplicación de la interculturalidad 
en la educación. 
Por otra parte, Guerrero presenta una propuesta de educación, sustentada en la 
decolonialidad y en la “interculturalidad inclusiva” (pág. 305), en la que no sólo participen los 
miembros de las comunidades indígenas o de los grupos étnicos en general, sino todos los 
colombianos. Desde esta mirada, una educación intercultural-decolonial en el contexto 
colombiano parte del reconocimiento de las particularidades y propende por la 
complementariedad, el enriquecimiento mutuo y la formación de personas que “se piensen en 
relación con sí mismos (autónomos en sentido amplio), con los hechos culturales decantados en 
                                                 
3 Según Calvet (2005), la glotofagia es un fenómeno lingüístico consistente en el establecimiento de una 
lengua dominante, la cual excluye a la(s) lengua(s) dominada(s) y a sus hablantes de las esferas de poder; 
convirtiéndose en un instrumento de opresión.  
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los procesos históricos y con los otros como sujetos activos, creativos y emancipados” (pág. 
314). 
De acuerdo con lo anterior, la investigación de Guerrero no solo es pionera en el estudio 
de las leyes de educación desde una postura decolonial, sino que además pone de manifiesto la 
presencia de la colonialidad en las leyes que reglamentan y dirigen la educación colombiana., a 
la vez que realiza un llamado a pensar la educación de Colombia no desde las posturas 
hegemónicas y eurocéntricas, sino desde “los conocimientos de los que han estado excluidos, 
marginados, de los sectores populares y minoritarios” (pág. 314), para que de esta manera se 
logre una transformación real de la escuela en la que no haya lugar para la discriminación, el 
racismo, la homogeneización y la dominación de las personas. 
En síntesis, cada uno de los trabajos del semillero IDEUL, además de evidenciar 
problemáticas educativas relacionadas con la colonialidad del saber, del ser y del poder, también 
constituyen aportes significativos a la construcción e implementación de propuestas 
decoloniales, las cuales, además de contribuir a la deconstrucción de los modelos y prácticas 
hegemónicos, también contribuyen a la reconstrucción de la educación desde “miradas otras” y 
por ende a la transformación educativa y social. 
Por otra parte, la relación entre los antecedentes del semillero y la presente investigación 
radica en que cada una de las problemáticas abordadas en dichos trabajos tienen un origen 
común en la colonialidad, el cual, en el caso de la educación colombiana, se vincula directamente 
con las normas que rigen el sistema educativo actual cuyo estatuto principal corresponde a la Ley 
General de Educación de 1994. En este sentido, cada trabajo realizado en el interior del semillero 
da cuenta de las diversas manifestaciones de la colonialidad en el contexto educativo del país, 
por esta razón dichas investigaciones se convirtieron en un punto de partida para dirigir la 
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atención hacia la presencia de la colonialidad en la norma rectora de la educación colombiana. 
De igual forma, los antecedentes relacionados con los estudios sobre la Constitución 
Política de 1991 y la Ley General de Educación son importantes en el marco de esta 
investigación puesto que a partir de ellos es posible evidenciar que las investigaciones y las 
críticas a dichas leyes se han realizado en sentidos diferentes a los relacionados con la 
colonialidad, es decir, las críticas se han centrado en las fallas estructurales y el incumplimiento 
de las disposiciones de las leyes, más no en el trasfondo eurocéntrico, modernizador y 
hegemónico de las mismas.  
En este orden de ideas, la postura favorable que se evidencia en la mayoría de los 
artículos publicados por la revista del Sindicato del Magisterio frente a la LGE de 1994, es 
sorprendente en la medida en que demuestra la aceptación, ratificación y reproducción de los 
patrones coloniales en la educación del país; lo cual comprueba que, de manera general, los 
antecedentes citados constituyen un discurso apologético tanto de la Constitución de 1991, como 
de la LGE de 1994.  
Dicho panorama, permite constatar la poca presencia de los estudios decoloniales en el 
marco legal de la educación colombiana. Por este motivo, al igual que el trabajo del doctor 
Guerrero, esta investigación se convierte en una contribución importante para la apertura de 






Capítulo II                                                                                                                           
Aspectos Metodológicos 
El siguiente apartado consiste en una descripción de la metodología utilizada durante el 
desarrollo de la investigación. Para ello, se especifican el enfoque, el tipo de investigación y las 
técnicas e instrumentos utilizados para el cumplimiento de los objetivos planteados al inicio del 
proyecto.  
2.1 Enfoque Metodológico  
Dado que la investigación tuvo como propósito el análisis e interpretación de un texto 
legal (Ley 115 de 1994) desde la perspectiva crítica decolonial, esta se ubica dentro del enfoque 
cualitativo, descrito por Vasilachis  (2006) como una estrategia caracterizada por la “capacidad 
para describir, comprender y explicar los fenómenos sociales” (pág. 26).  
En este sentido, la investigación cualitativa permite al investigador reconocer 
características propias del desarrollo y la sociedad humana de una manera profunda y 
contextualizada, la cual no atiende solamente a la recolección y sistematización de datos, sino a 
la interpretación de una realidad social dentro de un contexto y situación determinada que no 
excluye del estudio la subjetividad del investigador ni de quien es investigado. 
De acuerdo con esto, el análisis realizado a la Ley General de Educación de 1994 
adquiere la particularidad de ser cualitativo en la medida en que se interesa por estudiar la forma 
en la que el mundo es “comprendido, experimentado y producido” (Vasilachis de Gialdino, 
2006, pág. 25) dentro del contexto legal y educativo colombiano, desde una visión alternativa la 
cual busca evidenciar formas de dominación en un documento de interés colectivo y relevante 
para una población específica.  
 Por lo anterior, a diferencia de los estudios cuantitativos el presente estudio no pretende 
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la universalización de una teoría sino la comprensión del fenómeno colonial inmerso en la Ley 
General de educación, con el propósito de que a partir de los resultados se realicen propuestas 
conducentes a la transformación de la educación colombiana.  
 
2.2 Tipo de Investigación 
Debido a la naturaleza y los objetivos de la investigación, el presente estudio se encuentra 
dentro del marco de la investigación documental. Según Montemayor, García y Garza (2002), la 
investigación documental consiste en el análisis de documentos que ofrecen información 
relevante para realizar observaciones directas de un hecho (pág. 11). Los documentos a utilizar 
en este tipo de investigación pueden ser fuentes primarias o secundarias, dentro de los que se 
privilegian los “libros o artículos escritos por personas especializadas en un área de 
conocimiento” (pág. 11). De acuerdo con esto, la investigación documental requiere la 
recolección, interpretación, evaluación y reporte de los datos en forma “imparcial, honesta y 
clara” (pág. 12).  
Montemayor define dos tipos de investigación documental, la investigación 
argumentativa y la investigación informativa. La investigación argumentativa consiste en una 
evaluación crítica de los datos en la que el investigador trata de apoyar, probar o discutir una 
hipótesis o un asunto controvertido (pág. 13). La investigación informativa, por su parte, se 
encarga de brindar información sobre un tema en particular sin que el investigador tome una 
postura frente a su objeto de estudio (pág. 13).  
En el caso que aquí compete, la investigación presentada corresponde a la investigación 
documental argumentativa, puesto que se pretende analizar de una manera crítica los datos 
contenidos en la LGE de 1994 desde la mirada de la teoría crítica decolonial. Los resultados y las 
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conclusiones del estudio no sólo brindarán información sobre la problemática de la colonialidad 
en la educación colombiana, sino que además, proporcionarán una mirada reflexiva y diferente 
de la Ley 115 con miras a su transformación. 
Sin embargo, pese a que la investigación documental establece unos parámetros y sugiere 
una estructura procedimental relacionada con procesos de reconocimiento, recuperación, acopio 
y organización de la información y de diversas fuentes documentales para la posterior redacción 
del informe de investigación; en esta ocasión se acude a los procedimientos propuestos desde la 
teoría del análisis del contenido por los autores Ascanio (2001) y Krippendorff (1990). El 
proceder metodológico de dicha teoría será explicado a continuación.   
 
2.3 Técnicas e Instrumentos 
2.3.1 Análisis del Contenido 
El análisis del contenido es un instrumento utilizado para realizar inferencias, 
proporcionar conocimientos y representar hechos a partir de los datos contenidos en un 
documento. De acuerdo con esto, el análisis del contenido se encuentra directamente ligado al 
examen crítico de la información por medio del establecimiento de relaciones concretas entre los 
datos obtenidos y el contexto tanto de procedencia como de ejecución de determinado 
documento.  En palabras de Ascanio, el análisis del contenido es un “conjunto de procedimientos 
interpretativos y técnicas de comprobación de hipótesis aplicados a lo que se denomina 
productos comunicativos” (Ascanio, 2001, pág. 9). Estos productos comunicativos, como su 
nombre lo indica, son el resultado de una acción y a su vez transmiten un mensaje (comunican). 
El análisis del contenido, en tanto técnica de investigación, se basa en el mensaje y busca 
interpretarlo a partir del contexto circunstancial en el que es producido. Por consiguiente, la 
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interpretación del contenido de un producto comunicativo implica en primer lugar el 
conocimiento del léxico empleado y posteriormente una evaluación de las ideas y de la manera 
como son usadas en relación con el contexto social en el que son emitidas (Ascanio, 2001, pág. 
13). Dicha interpretación requiere tener en cuenta dos aspectos importantes mencionados por 
Krippendorff (1990): la significación del mensaje y la convencionalidad de los significados. 
En cuanto a la significación del mensaje, Krippendorff señala que «todos los mensajes no 
tienen un único significado que necesite “desplegarse”» (pág. 30), sino que un mismo mensaje 
puede ser interpretado de diversas maneras sin que una interpretación tenga mayor o menor 
validez que las otras y sin que se considere una sola interpretación como aislada de las demás. 
Esta aseveración es relevante para la presente investigación en el sentido en el que la 
interpretación que en ella se hace del contenido de la Ley 115 refleja solo una de las múltiples 
interpretaciones que de esta ley podrían hacerse y no busca imponerse como única sino como 
una interpretación otra que contribuya al enriquecimiento de las acepciones que entorno a la ley 
han sido construidas. 
 Por otra parte, en relación con la convencionalidad del significado, Krippendorff afirma 
que “no es necesario que exista coincidencia acerca de los significados” (pág. 30)  por cuanto el 
acuerdo intersubjetivo sobre el significado de un mensaje «sólo existe en relación con los 
aspectos más obvios o “manifiestos de las comunicaciones, o bien para unas pocas personas que 
comparten la misma perspectiva cultural y sociopolítica”» (pág. 30). Esta afirmación es 
igualmente aplicable a los propósitos de este estudio por cuanto los análisis que son presentados 
no buscan adecuarse a los acuerdos intersubjetivos convencionales que sobre la Ley General de 
Educación han sido establecidos y aceptados, sino que, por el contrario, la investigación pretende 
proporcionar una mirada diferente a las perspectivas sociopolíticas con las cuales ha sido 
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constituida la ley. 
De otro lado, en cuanto al aspecto procedimental del análisis del contenido, Ascanio 
sugiere en primer lugar conocer el tópico del texto, es decir, “de qué o de quién se habla”; 
posteriormente se debe identificar el foco del mensaje, “lo que se dice de un estado de las cosas, 
de un objeto, de un sujeto o de una característica” (pág. 18) y finalmente identificar las bases 
sobre las que se sostiene el texto y la manera como adquiere significado en relación con los 
demás elementos del contexto, para luego realizar una valoración de lo dicho.  
Krippendorff por su parte, propone que en el análisis del contenido se definan en primera 
instancia las unidades de análisis, las cuales pueden ser de tipo temático, referencial, sintáctico, 
físico o proposicional. Debido a la naturaleza del estudio, dentro del análisis se utilizan unidades 
temáticas diferenciadas a partir de conceptos de desarrollo, capitalismo, falocentrismo, 
logocentrismo, epistemocentrismo y colonialismo lingüístico. Siguiendo la teoría de 
Krippendorff estas unidades se analizaron en el marco de la LGE de 1994 y posteriormente se 
clasificaron dentro de las categorías de colonialidad del saber, colonialidad del poder y 
colonialidad ser respectivamente.  
De la misma manera, el análisis incluyó la revisión del contexto histórico en el que fue 
promulgada la Ley 115, el cual se encuentra relacionado con la Constitución Política de 
Colombia de 1991. Esto permitió conocer el trasfondo político y social de la LGE de 1994 y 
aportó datos importantes para la investigación por cuanto permitieron establecer la conexión 
entre el contexto de la Ley 115 de 1994, su articulado y los patrones coloniales asociados a ella. 
2.4 Corpus 
La Ley General de Educación (Ley 115 de 1994) es la norma rectora de la educación en 
Colombia a partir del 8 de febrero de 1994, fue promulgada bajo la dirección de la Ministra de 
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Educación Maruja Pachón de Villamizar; y bajo el mandato del presidente César Gaviria;  fue 
redactada en correspondencia a los principios y ordenanzas consignados en la Constitución 
Política de Colombia de 1991, según los cuales la educación es un derecho de los ciudadanos y 
un deber a cargo del Estado, la sociedad y la familia, cuya regulación, inspección y vigilancia 
esta a cargo del Estado (Constitución Política de Colombia, 1991, art. 67).  
La Ley 115 se organiza en 11 títulos en los que define el concepto, las bases legales, los 
principios, los fines y las responsabilidades de las instituciones encargadas de la educación 
(Título I); al igual que determina la estructura y organización del sistema educativo en lo 
concerniente a “la integración de   personas con limitaciones físicas, sensoriales, psíquicas, 
cognoscitivas, emocionales o con capacidades intelectuales excepcionales” (art.46); así como los 
parámetros en cuanto a la prestación del servicio dirigido hacia la población adulta, los grupos 
étnicos, la educación campesina y rural y la educación para la rehabilitación social (Título III).  
Adicionalmente, la Ley 115 de 1994 también determina la organización curricular, el 
plan de estudios, la evaluación y la organización administrativa de la educación; y los derechos y 
beneficios otorgados a los estudiantes (Títulos IV y V).  
De la misma manera,  esta ley establece los derechos, los deberes, las garantías y los 
estímulos para maestros y rectores; así como los parámetros para la creación de instituciones y su 
funcionamiento; las condiciones y el tipo de organización a nivel nacional, regional y local; los 
requisitos de inspección y vigilancia de la educación (Títulos VI, VII y VII); los medios, los 
recursos y los estímulos académicos destinados para la educación; y la reglamentación para la 
fundación y funcionamiento de establecimientos educativos de administración privada (Títulos 
IX y X). 
Cabe destacar que esta ley ha sido considerada la “Ley de los Derechos” por cuanto ha 
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reconocido su importancia para la formación integral de los estudiantes. Adicionalmente, la 
promulgación de esta ley como parte de un consenso entre  los representantes de la Federación 
Colombiana de Trabajadores de la Educación (FECODE), el Gobierno Nacional y representantes 
de las comunidades indígenas y otros grupos, ha hecho que hoy en día la LGE de 1994 se 
considere como la “más completa, la más democrática y pluralista” (Guerrero J. , La 
Construcción Discursiva de Alteridades indígenas en las Leyes Generales de Educación de 
Colombia: 1870-1994, 2017, pág. 107). 
Por otra parte, es importante mencionar que la promulgación de la Ley 115 de 1994 se 
sitúa temporalmente hacia finales del siglo XX e inicios del siglo XXI, razón por la cual nace 
como parte de un proyecto dirigido hacia la “modernización” de la educación acorde a los 
principios de “progreso” y “desarrollo” planteados para la época. De acuerdo con esto, la Ley 
115 de 1994 no sólo es considerada como democrática y pluralista, sino como una norma 
“innovadora” y “moderna”.  
La presente investigación pone de manifiesto el trasfondo colonial de dicha 
“modernización” y propone algunas alternativas para su decolonización. El capítulo siguiente 
abordará esta temática en torno a la Constitución Política de 1991 y la Ley 115 de 1994. 
No obstante, previo a presentar el análisis de la Ley 115 de 1994, es importante realizar la 
caracterización de dicha norma en tanto discurso legal y resaltar su importancia en tanto Ley 
General de Educación. Dicha caracterización será presentada a continuación.  
 
2.5 El Discurso Legal  
La manera como los seres humanos se comunican corresponde a la expresión de un tipo 
de lenguaje que puede ser sencillo o codificado dependiendo de las necesidades comunicativas 
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de cada persona. El discurso, como una forma de expresión lingüística pone de manifiesto cada 
uno de los elementos constitutivos tanto del individuo como del medio social en el cual se 
desenvuelve. Por medio de la palabra, bien sea de tipo oral o escrito, las personas expresan su 
forma de pensar y ver el mundo, es decir, a través de la lengua el ser humano da a conocer a los 
demás sujetos con quienes se relaciona las particularidades de su pensamiento, su cultura, sus 
creencias e ideologías, entre muchos otros aspectos que lo definen a él o ella como sujetos tanto 
individuales como pertenecientes a una comunidad o grupo social determinado. Todos estos 
elementos dan cuenta de los comportamientos y las formas de vida de una población. 
De acuerdo con lo anterior, el discurso se define como interacción social, cognición, 
historia y diálogo por cuanto su origen radica en las relaciones interpersonales producidas dentro 
de los contextos sociales y, es una de las bases para la construcción de conocimiento sobre el 
mundo cuya interpretación parte del conocimiento de las dinámicas, los eventos y los valores 
culturales en los que dicho discurso es producido (Bolívar, et al., 2007, pág. 22). 
En el campo de la política, los documentos de tipo legal constituyen elementos 
discursivos para el ejercicio del poder en términos de control de la conducta y la organización de 
determinados miembros de la sociedad civil. Estos discursos no sólo en el ámbito legal sino 
discursivo en general, además de establecer normas y sanciones también son capaces de 
legitimar relaciones de dominación, inequidad, injusticia, racismo y sexismo, entre otras 
diferencias de tipo étnico, cultural, político e ideológico. 
En este sentido, el discurso legal se convierte en un vehículo para la transmisión de ideologías 
y la regulación de las “conductas y las prácticas en el marco del deber ser (prescribir, prohibir y 
permitir)” (Guerrero J. , 2017, pág. 53). Este deber ser cobra relevancia en la medida en que 
actúa como una norma objetiva promulgada por agentes autorizados para legislar y es aceptada 
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por la población receptora de dicha norma (Guerrero J. , 2017, pág. 55). De esta manera, el 
discurso legal no sólo involucra a los que comúnmente se reconocen como actores-productores 
del discurso, es decir, los políticos de profesión, sino que, también incluye a quienes son 
receptores de los sucesos comunicativos políticos (Van Dijk & Mendizabal, 1999, pág. 13).   
De la misma manera, el discurso legal se encuentra vinculado con un contexto determinado 
por escenarios propios que involucran un tiempo, un lugar y situaciones específicas, así como 
intenciones, funciones, metas e implicaciones políticas o legales que afectan al público en 
general o a segmentos grandes de la población. Por este motivo, el discurso legal implica no 
solamente actores, sucesos, relaciones, prácticas, propiedades e ideologías, sino que también 
involucra elementos sociales, económicos y culturales. Estos aspectos son relevantes para la 
investigación que aquí se propone, puesto que el estudio pretende mostrar el vínculo entre la 
LGE de 1994 en tanto discurso legal y los patrones coloniales en tanto modelos presentes en la 
esfera social, política, económica, cultural y educativa.  
De acuerdo con lo anterior, al abarcar diferentes ámbitos de la vida social, en un Estado o 
nación existe más de un discurso legal, los cuales se encargan de legislar las distintas ramas y 
funciones del Estado. En este sentido, la pluralidad de discursos legales constituye lo que Kelsen 
(2009) denomina “un orden jurídico”, es decir, un sistema de normas cuya unidad y validez 
reposa sobre una norma única denominada norma fundamental (pág.109). Así pues, una norma 
fundamental, desde la teoría de Kelsen, se convierte en una regla superior a partir de la cual son 
creadas todas las demás normas jurídicas, de modo que la validez de dichas normas se encuentra 
sustentada en la norma fundamental. 
En el caso de las naciones en general, y de Colombia en particular, la principal norma rectora 
o norma superior del país corresponde a la Constitución Política, esta norma en tanto ley de leyes 
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es la encargada de regir y proveer las directrices respecto a la forma como la nación será 
gobernada y a su vez determina los derechos, las libertades, las obligaciones, las restricciones, 
las sanciones y las garantías que cobijan a las personas en su calidad de miembros de un Estado. 
De esta manera, la Constitución Política se establece como la Ley Suprema de una nación, 
cuya autoridad y legitimidad no solo es otorgada por los autores/productores de dicha ley, es 
decir, los constituyentes que la promulgaron, sino que a su vez, dicha legitimidad y autoridad es 
reconocida tanto por los funcionarios que la ejecutan (jueces, magistrados, entidades, etc.), como 
por los ciudadanos que se acogen a ella o que se encuentran bajo su jurisdicción/legislación.  
De la misma manera, para que las normas dispuestas en la Constitución Política sean 
ejecutables en el plano de lo social se requiere de leyes derivadas que ejerzan su acción en 
campos específicos de la organización estatal. De acuerdo con esto, las normas inmediatamente 
derivadas de la Constitución Política, es decir, las leyes que la secundan en rango y en autoridad, 
corresponden a las Leyes Generales u Orgánicas. Estas leyes no solo tienen una cobertura amplia 
y profunda en el campo en el que legislan, sino que además establecen los parámetros para la 
promulgación de nuevas leyes encargadas de concretar en la práctica los principios y las 
disposiciones de la Ley General.  
Desde esta mirada, la organización jerárquica de las leyes presupone una correspondencia 
ideológica, normativa y procedimental entre cada una de ellas, de modo que las leyes derivadas 
de la Constitución Política, es decir, las Leyes Generales, y las leyes subsecuentes obedecen a los 
principios de la norma inmediatamente superior, guardando una coherencia que da fuerza, 
estructura y objetividad al Estado.  
Por otra parte, dicha correspondencia tanto jerárquica como ideológica, normativa y 
procedimental, permite inferir que de la misma manera como un principio constitucional, ya sea 
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una norma, un derecho, una prohibición o una sanción, se reproduce en cada una de las leyes 
derivadas para luego ser ejecutado y reproducido en el plano del accionar social, es decir, en la 
práctica real que afecta a la comunidad a la cual va dirigida ley; también un principio o patrón 
colonial presente en la Constitución o las Leyes Generales será reproducido en todas las leyes 
derivadas y por ende en las esferas sociales en las que dichas normas operen.  
Desde esta perspectiva, la Ley General de Educación o Ley 115 de 1994, en tanto norma 
derivada de la Constitución Política de Colombia de 1991, no solo la secunda en autoridad y 
validez, y responde a los principios en ella consagrados, sino que además es la encargada de 
regular toda la estructura y funcionamiento de la educación en Colombia y de determinar los 
parámetros para la promulgación de leyes subsecuentes, encargadas de ratificar dichos principios 
y establecerlos en el campo actancial del sistema educativo. Por tanto, la presencia de patrones 
coloniales en la Ley General de educación de 1994 significa dos cosas importantes, primero, que 
dichos patrones también están presentes en la Constitución Política de 1991 puesto que de ella se 
deriva la LGE de 1994; y segundo, que estos patrones están presentes no solo en la LGE de 
1994, sino que también lo están en todas las normas que la secundan, y, por ende, en las prácticas 
educativas colombianas. 
En concordancia con lo anterior, en el capítulo siguiente se mostrará la correspondencia entre 
la Constitución Política de 1991 y la Ley General de Educación de 1994 a partir de su contexto 
de procedencia y ejecución, y a su vez se analizará la relación entre el articulado de dicha ley y 
los patrones coloniales del poder, del saber y del ser, cuya definición y fundamentación teórica 




Capítulo III                                                                                                                           
Análisis y Discusión de Resultados 
En este capítulo se presenta el contexto sociohistórico tanto de la constitución Política de 
Colombia de 1991 como de la Ley General de Educación que de ella se deriva. De igual forma, 
en este capítulo se presentan las bases teóricas que fundamentan la investigación y se realiza el 
análisis del articulado de la Ley 115 de 1994 en relación con la colonialidad del poder, del saber 
y del ser; y los patrones capitalismo, desarrollismo, falocentrismo, epistemocentrismo, 
logocentrismo, antropocentrismo y colonialismo lingüístico. 
Adicionalmente, teniendo en cuenta las características metodológicas de la investigación, 
la cual se encuentra dentro de un enfoque hermenéutico; el análisis del articulado de la LGE se 
realiza de manera simultánea con la presentación de los fundamentos teóricos sobre los que se 
sustenta el estudio. Lo anterior con el objetivo de permitir una mejor comprensión tanto de la 
problemática estudiada como de la relación entre colonialidad y educación en el marco de la Ley 
115 de 1994.  
 
3.1 Contexto 
3.1.1 La Constitución Política de Colombia de 1991 
La historia de las constituciones siempre ha estado ligada a las luchas de poder por el 
control político y territorial, así como a una serie de ideologías que desde sus inicios se han 
servido de las revoluciones y corrientes modernizadoras provenientes de Europa como recurso 
para la implementación de reformas en las sociedades latinoamericanas. Por tanto, la historia de 




En este sentido y desde la perspectiva de Melo (1990) , fueron tres los factores clave en la 
modernización de los Estados europeos cuya influencia repercutió en la consolidación de las 
naciones latinoamericanas: la revolución política, la revolución económica y la revolución 
cultural (pág. 3).  
Respecto a la revolución política, Horst Dippel (2005) brinda una teoría según la cual la 
historia del constitucionalismo moderno tuvo su origen en la Declaración de los Derechos de 
Virginia (1776), a partir de la cual se estableció un lenguaje revolucionario traducido en los 
conceptos de derecho natural y soberanía del pueblo que además dictaminó “los principios 
universales, y la inherencia de los derechos humanos, declarados en una constitución escrita 
como «la base y fundamento de gobierno»” (pág. 186). De esta forma, la Constitución de 
Virginia fue el inicio del constitucionalismo que luego se extendió a escala global con la ayuda 
de la Revolución Francesa de 1789, en la cual se proclamó la Declaración de los Derechos del 
Hombre y el Ciudadano (pág. 190). Según Dippel, está declaración estableció la teoría 
constitucional como una verdad axiomática cuyas repercusiones tuvieron impacto a nivel 
mundial. A partir de allí, Francia determinó los parámetros del constitucionalismo sin los cuales 
ningún país podría hablar de constitución: garantía de derechos y separación de los poderes (pág. 
190).  
Así pues, desde la Constitución de 1811 la influencia de las Revoluciones europeas y 
norteamericanas ha estado presente a lo largo de la historia constitucional colombiana. Dicha 
                                                 
4 Según Escobar (2013) la Teoría de la modernización surge en los años 50’s como la primera gran teoría del 
desarrollo, la cual sugiere que “el desarrollo es, precisamente, ese proceso por el cual los países pobres van a 
replicar las condiciones que existen en los países ricos: la industrialización, la tecnificación de la agricultura, la 
urbanización, la adopción de valores occidentales, la racionalidad, el individuo, el mercado, etc”. Dichos países 
corresponden a aquellos que desde la Segunda Guerra Mundial fueron denominados el Tercer Mundo (p. 235). 
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influencia se ve reflejada en la división de los poderes del Estado en las tres ramas: legislativa, 
ejecutiva y judicial; y en la aceptación de los principios constitucionales universales descritos 
por Dippel:  la soberanía popular, la vinculación de la constitución a principios universales, los 
derechos humanos, el gobierno limitado, la supremacía normativa de la constitución, la forma de 
gobierno representativa, la separación de poderes, la responsabilidad y la obligación de rendir 
cuentas de los gobiernos, la independencia de la justicia, y el poder del pueblo para enmendar la 
constitución (Dippel, 2005, pág. 183). 
De esta forma, desde la declaración de la primera constitución en el país podría decirse 
que Colombia entró dentro de la lógica gubernamental y política moderna desencadenada por las 
continuas transformaciones de las sociedades occidentales radicadas en Europa:  
La mezcla de influencia de la Ilustración francesa, las instituciones angloamericanas y las 
tradiciones coloniales españolas se aprecia en las tempranas constituciones provinciales de 1811 y 
1812. El influjo de Rousseau y de la revolución francesa se siente sobre todo en los fundamentos 
filosóficos de las constituciones. {…} al proclamar que la soberanía del pueblo “es una, 
indivisible, imprescriptible e inajenable”. (Safford & Palacios, 2002, pág. 160) 
 
 
Según Safford y Palacios (2002) aun las primeras declaraciones realizadas en el Socorro 
y Santa Fe de Bogotá en julio de 1810 ya tenían rasgos provenientes de la Ilustración tales como 
“Los derechos imprescindibles” del pueblo, los cuales fueron tomados del Contrato social de 
Rousseau (pág. 160). Igualmente, en la primera Constitución de Cundinamarca (abril 1811) y de 
la República de Tunja (diciembre 1811) la influencia de Rousseau y la revolución francesa se 
refleja en la declaración de la garantía de los “derechos imprescriptibles del hombre y el 
ciudadano” en la referencia a la “voluntad general”, en la proclamación de la soberanía del 
pueblo y en la división de los poderes anteriormente citada (pág. 160).  
Asimismo, para Safford y Palacios la continuación del legado español también se 
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encuentra inmersa en las primeras constituciones colombianas con la perpetuación de la 
residencia y el “compromiso irrestricto con la Iglesia católica romana, no sólo como religión 
estatal sino como la única religión aceptable” (pág. 160). 
De acuerdo con esto, los primeros partidos políticos conformados en Colombia surgieron 
como resultado de la influencia de las doctrinas europeizantes y de la creciente oleada 
revolucionaria de la Europa occidental hacia finales del siglo XVII.  
En primer lugar, el Partido Conservador Colombiano instituido desde 1849 nació como 
respuesta a las transformaciones económicas, políticas y religiosas encabezadas por las 
revoluciones liberales, principalmente la Revolución de 1848 en Francia. Esta corriente 
tradicionalista se caracterizó por la defensa de los principios nacionales y modelos de estado 
heredados de la época colonial. En este sentido, los conservadores se caracterizaron por un 
gobierno catolicista, defensor del orden constitucional centralista que se regía en pro de las 
jerarquías de poder y el elitismo (Tirado, 1996, pág. 91). En el campo de lo económico, la 
ideología conservadora se unió al modelo capitalista en oposición a las corrientes socialistas y 
marxistas, velando por la garantía de la propiedad privada. No obstante, los líderes 
conservadores se opusieron a las políticas librecambistas, aludiendo a la defensa de los ideales 
nacionalistas y proteccionistas. 
En lo referente a la educación, la corriente conservadora instauró a la Religión Católica 
como principal garante de la formación moral y cívica de la persona, por ello le confirió poder a 
la Iglesia para tomar las decisiones respecto a la formación de los ciudadanos colombianos. 
Adicional a ello, la doctrina conservadora apoyó la concepción de la civilización como 
fundamento del orden social, argumentando que el estado debe erradicar la barbarie y el 
salvajismo (Tirado, 1996, pág. 92). 
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Por otro lado, el Partido Liberal en oposición al Conservador surgió fundamentalmente 
de la ola revolucionaria europea encabezada por la Revolución Francesa y las denominadas 
revoluciones liberales hacia principios del siglo XIX. Desde esa perspectiva, el Partido Liberal 
adoptó las políticas de libre cambio en protesta al control y la represión del Estado respecto a la 
economía, al igual que propugnó por la institucionalización de los derechos individuales y del 
Estado social de derecho, en garantía de la libertad de cultos, la igualdad de derechos y el 
pluralismo democrático (Tirado, 1996, pág. 92). De acuerdo con esto, desde la perspectiva 
liberal, tanto el estado como la educación son de carácter laico y orientadas a la protección y 
fomento de los Derechos Humanos y el desarrollo económico. 
Teniendo en cuenta lo anterior, el auge de la revolución política modernizadora en 
Colombia podría situarse hacia finales del siglo XIX cuando el país se vio enfrentado a un fuerte 
periodo de guerras fundamentadas principalmente en las continuas disputas entre los partidos 
históricamente imperantes en la nación: el Partido Conservador y el Partido Liberal.  Así pues, la 
hegemonía conservadora que se estableció en el país desde la Constitución de 1886 generó 
fuertes inconformidades entre los miembros del Partido Liberal quienes tuvieron acceso al poder 
solo hasta la década de 1930 con el gobierno de Enrique Olaya Herrera. A partir de la fecha 
Colombia experimentó una ola de violencia política encabezada por el asesinato del líder liberal 
Jorge Eliécer Gaitán en abril de 1948 y seguida por el Golpe de Estado de 1953. Posteriormente, 
pese a la creación del Frente Nacional en 1958, el sesgo bipartidista dio origen a la conformación 
de nuevos grupos guerrilleros entre los que se destacaron las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC), el Ejército de Liberación Nacional (ELN), el Ejército Popular de 




De acuerdo con lo anterior, la más reciente manifestación de la revolución política en 
Colombia consiste en la declaración de La Constitución Política de 1991, suceso en el que la 
desmovilización de los grupos armados ilegales Movimiento 19 de abril (M-19) y Ejército 
Popular de Liberación (EPL) fue un elemento clave en el proceso de reforma a la Constitución de 
1886 en el que participaron un total de 72 constituyentes electos y 4 representantes de los grupos 
armados. Dicho suceso marcó el final de la Constitución conservadora que había regido el país 
durante 105 años. 
En este sentido, la  Constitución de 1991 significó la institución de un Estado laico, la 
apertura a la conformación de nuevos partidos políticos y su participación en los cargos de 
elección popular, la  creación de instituciones y  mecanismos de participación como la Fiscalía 
General de la Nación,  la Corte Constitucional, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el 
cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria de mandato; además de la declaración de 
Colombia como un Estado social de derecho, pluriétnico y multicultural. 
Sin embargo, no es posible olvidar que la revolución política “configuró los estados 
nacionales modernos” y generó doctrinas de pacto social conducentes a la creación de “una 
teoría política democrática, que se convirtió en la doctrina por excelencia de la sociedad 
capitalista moderna” (Melo, 1990, pág. 3). A través de este modelo económico se creó un 
vínculo estrecho entre el desarrollo tecnológico, los conocimientos científicos y el desarrollo 
económico; permitiendo así, el “surgimiento de una economía basada en el mercado de trabajo 
asalariado y en la propiedad privada de la tierra y los recursos productivos” (Melo, 1990, pág. 3). 
En consecuencia, la Constitución de 1991 alimentó el proceso de revolución económica 
impulsado por la corriente liberal a través de lo que se denominó “apertura o liberación 
económica”. Esta liberación consistía en la apertura de las fronteras a las lógicas de la economía 
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capitalista internacional, la cual implicaba una transformación de los sistemas de producción y 
distribución de productos por medio de la modernización de la tecnología, la expansión del 
mercado, el fortalecimiento de la industria privada y la reducción de las restricciones y la 
intervención estatal en dichas industrias. En este sentido, la liberación económica era vista como 
la oportunidad de los países para salir del estancamiento económico y ponerse al día con las 
corrientes del desarrollo industrial. 
La apertura de la economía al mercado internacional también implicaba el hecho de que 
ya no sería el Estado el que garantizaría el bienestar y la satisfacción de las necesidades 
colectivas, sino que estas pasarían a ser suplidas por el sector privado en calidad de mercancías 
regulables por el curso de la oferta y la demanda (Rendón, 1998, pág. 42).  
Por otra parte, la liberación económica también era planteada como un requisito sin el 
cual la economía nacional permanecería en el atraso y el subdesarrollo. Por tanto, el menester de 
la nación era transformarse automáticamente a las condiciones del mercado global, aun cuando 
las necesidades y las condiciones particulares del territorio local no se ajustaran a dichas 
condiciones. 
Así pues, las ideologías progresistas y desarrollistas en materia tanto económica como 
cultural penetraron los lineamientos constitucionales y abrieron paso a las corrientes capitalista y 
neoliberal en Colombia y Latinoamérica, en aras de alcanzar el “progreso” de los países 
“desarrollados”. Lo anterior se refleja en el documento 2465 expedido en 1990 por el Consejo 
Nacional de Política Económica y Social, titulado “Programa de Modernización de la Economía 
Colombiana”, el cual fue el punto de partida para la internacionalización de Colombia y su 
inclusión dentro de la economía globalizada que ponderaba en el momento. 
Dicho plan tenía por objetivo la liquidación de la deuda externa por medio de la 
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transnacionalización del capital y la obtención de créditos y saldos favorables de parte de los 
países desarrollados. Las políticas impulsadas por este plan demandaban la reducción de los 
gastos por medio de la eliminación de los subsidios, la privatización de las empresas productivas 
y de servicios, racionamiento del crédito, restricciones al ajuste de salarios reales (Sunkel, 1992, 
pág. 25) y el reconocimiento del “carácter sistémico requerido para la inserción en los mercados 
mundiales: sistema educativo; infraestructura tecnológica, energética y de transporte; relaciones 
entre empresarios y trabajadores; el aparato institucional público y privado; y el sistema 
financiero” (Rendón, 1998, pág. 44). 
De acuerdo con lo anterior, la Constitución de 1991: 
Está dirigida a darle todo el desarrollo a la estrategia de ajuste neoliberal, entre los que 
sobresalen: el desarrollo de la apertura económica, la libertad para la transnacionalización del 
capital financiero, el marco para las privatizaciones y las concesiones, además que la educación, 
la salud y los demás servicios concomitantes para satisfacer las necesidades básicas de la 
sociedad, quedan enmarcados dentro de las lógicas del mercado para su satisfacción, es decir a la 
oferta y la demanda (Cruz, 2010, pág. 276). 
 
En concordancia con lo expuesto hasta el momento, las revoluciones económica y política 
implicaron a su vez una revolución de carácter cultural. Esta revolución, según Melo, parte de 
cuatro procesos básicos, el primero consiste en el “desarrollo de un sistema escolar masivo” 
encargado de “la socialización y preparación para el trabajo frente a los sistemas artesanales y 
campesinos tradicionales de formación en el lugar y frente al papel de la Iglesia y la familia” 
(pág. 38); el segundo consiste en “la aparición de un mercado cultural nacional” fundamentado 
en la circulación significativa de la prensa, la homgeneización de la información a través de la 
creación de agencias de noticias y el avance en la innovación y la cobertura de las Tecnologías 
de la Información y la Comunicación  (pág. 38).  
El tercer proceso se trata de “la creación de una práctica científica continua y la filtración 
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masiva del conocimiento científico” mediante la consolidación de las universidades públicas con 
profesorado dedicados a la investigación y la producción académica en los campos de las 
ciencias naturales, la sociología, la economía y la historia (pág. 38-39). Por último, el cuarto 
proceso se fundamenta en “el dominio de la cultura laica” que separa la ética individual de la 
religión abriendo paso a programas de control de la natalidad y a la transformación de la 
moralidad sexual (pág. 39). 
Como se ha podido observar, la revolución cultural se encuentra vinculada directamente con 
el ámbito educativo. Una vez consolidadas las políticas de apertura económica asociadas al 
capitalismo y las corrientes neoliberales, así como la distribución de los poderes; la educación 
debía ser configurada para responder a las necesidades tanto económicas como políticas que la 
nueva constitución requería. A partir de allí surge la Ley General de Educación de 1994. 
 
3.1.2 La Ley General de Educación de 1994 
Como se mencionó anteriormente, la Ley General de Educación surge en 
correspondencia a las necesidades educativas originadas por la reciente Constitución de 1991. 
Así, en ese mismo año y bajo el gobierno del presidente César Gaviria, fue promulgado el Plan 
de Apertura Educativa 1991-1994 diseñado para ser el complemento del Plan de Apertura 
Económica anteriormente citado y para responder a los planteamientos constitucionales:  
En un panorama de largo plazo, el complemento natural del programa de apertura económica es el 
fortalecimiento de la infraestructura social, de forma que un mayor número de colombianos pueda 
disfrutar de las crecientes oportunidades que les brinda el entorno económico. Y, en esta 
perspectiva, la educación juega un papel primordial. Mayor educación para la población 
trabajadora representa mayor capacidad productiva para todo el sistema económico. Este ha sido 
un mensaje recurrente en la teoría reciente del crecimiento económico: la acumulación del capital 
humano contribuye a la expansión económica en forma cuantitativamente comparable a la 
acumulación de capital físico tradicional. La experiencia de los países del sudeste asiático indica 
que la combinación de apertura económica con acumulación de capital humano es la mejor receta 
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para lograr impulsar el desarrollo económico con alto contenido de equidad social. Además, 
mayor educación para las mujeres representa familias de menor tamaño y niños más saludables y 
mejor nutridos. (República de Colombia. Departamento Nacional de Planeación, 1991, pág. 3)  
 
De acuerdo con lo anterior, el Plan de Apertura Educativa planteado desde el gobierno 
del presidente Gaviria atribuyó a la educación una función predominantemente económica, de 
corte capitalista, desde la cual se planteó una educación dirigida específicamente a la “población 
trabajadora”5 considerada como “capital físico”. Desde esta perspectiva, la educación perdió su 
connotación de servicio con función social y enfoque humanístico, para convertirse en la materia 
prima al servicio del sector productivo en el que las personas son “capital” comparable 
cuantitativamente, y en donde la educación de las mujeres se considera una estrategia para 
reducir los índices de natalidad y de expansión demográfica.   
Cabe aclarar, que la declaración e implementación de esta política tuvo mucho que ver 
con la influencia del Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial, los cuales 
debido a la crisis económica por la que atravesaba gran parte de los países latinoamericanos 
hacia finales del siglo XX, decidieron intervenir por medio de la creación de políticas de 
desarrollo fuertemente vinculadas al sector económico y educativo. Esto con el fin de 
“contribuir” a que los países latinoamericanos (clasificados como subdesarrollados) lograran el 
progreso que los países desarrollados habían alcanzado gracias a la implementación de las 
mismas estrategias. 
De esta manera, dichas instituciones establecieron una serie de parámetros y objetivos a 
cumplir por parte de los países beneficiarios de la inversión internacional, los cuales a su vez se 
constituyeron como requisitos sine qua non para recibir el apoyo económico ofrecido por dichos 
                                                 
5
 En este aspecto, la “población trabajadora” podría entenderse a su vez como la “clase trabajadora”, lo cual indica 
una estratificación social a partir del desarrollo económico  
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organismos financieros.  
Así pues, dentro de las principales condiciones impuestas desde el Banco Mundial para la 
financiación y apoyo de los proyectos educativos se encontraba la universalización de la 
educación primaria, la adquisición de los conocimientos básicos del lenguaje; el aprendizaje y 
desarrollo del razonamiento lógico y las habilidades sociales, así como la formación para el 
trabajo (Melendres, 2002, pág. 40). Estos requerimientos también se encontraban vinculados a la 
privatización del servicio educativo y su descentralización, la adaptación de los currículos a las 
necesidades de aprendizaje que el sistema económico demandaba (Melendres, 2002, pág. 42)  y 
el mejoramiento de la calidad educativa, la cual debía ser  garantizada por medio de la 
asignación de material didáctico, el fortalecimiento de la profesión docente, la utilización de los 
medios de comunicación como estrategia para el refuerzo de los procesos de capacitación; y la 
creación y mejoramiento de los sistemas de evaluación (Melendres, 2002, pág. 44). 
De esta forma, el Plan de Apertura Educativa 1991-1994 fue diseñado en 
correspondencia a los parámetros establecidos desde el Banco Mundial, por medio del 
establecimiento de políticas que ampliaran la cobertura a través de la creación de becas, 
subsidios y convenios con el sector privado y que promovieran la educación para el trabajo por 
medio del SENA6 y prepararan al personal docente y administrativo para la descentralización del 
sistema educativo. 
Sin embargo, en respuesta a las exigencias del Banco Mundial, principalmente en lo 
concerniente a la privatización de la educación, el movimiento sindical de maestros liderado por 
la Federación Colombiana de Educadores dirigió una campaña en defensa de la educación 
                                                 
6 Servicio Nacional de Aprendizaje. 
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pública apoyándose en la Constitución de 1991, que en sus artículos 447, 648, 679, 6810, 7011, 
35612 y 36613 declara a la educación como un derecho fundamental de las personas y un servicio 
prioritario, el cual debe ser protegido, regulado y garantizado  por el Estado, la sociedad y la 
familia. De esta manera, la intervención de la Federación Colombiana de Trabajadores de la 
Educación (FECODE) se convirtió en un elemento clave en la promoción de la reforma 
educativa que dio como resultado la promulgación de la Ley 115 de 1994. 
Los aspectos más relevantes de la postura adoptada por FECODE consistieron en:  
El impulso a la creación, el respeto de la diversidad cultural, el pluralismo, la innovación y la 
experimentación pedagógica, la apropiación de conocimiento científico y tecnológico más 
avanzado y la creación y profundización de la ciencia y de los saberes, la participación creadora 
de la comunidad educativa y la búsqueda de nuevos espacios de interacción y de acción (Dussan 
et. al., 1991, pág. 4).   
 
A partir de estos principios FECODE lanzó su propuesta para la creación de la nueva Ley 
                                                 
7 Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: […] el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión (…) 
8 Artículo 64. Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores 
agrarios, en forma individual o asociativa, y a los servicios de educación (…) 
9 Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con ella 
se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. La 
educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica 
del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente. 
El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será obligatoria entre los cinco y los quince 
años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica. La educación 
será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan 
sufragarlos (…). 
10 Artículo 68. Los particulares podrán fundar establecimientos educativos. La ley establecerá las condiciones para 
su creación y gestión. La comunidad educativa participará en la dirección de las instituciones de educación. La 
enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y pedagógica. La Ley garantiza la 
profesionalización y dignificación de la actividad docente (…) 
11 Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los colombianos en 
igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y 
profesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional (…) 
12 (…)Los recursos del Sistema General de Participaciones de los departamentos, distritos y municipios se 
destinarán a la financiación de los servicios a su cargo, dándoles prioridad al servicio de salud, los servicios de 
educación, preescolar, primaria, secundaria y media, y servicios públicos domiciliarios de agua potable y 
saneamiento básico, garantizando la prestación y la ampliación de coberturas con énfasis en la población pobre (…) 
13 Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales 
del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, de 
educación, de saneamiento ambiental y de agua potable (…) 
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General de Educación con la cual se garantizara la defensa de la educación pública como un 
servicio gratuito y obligatorio, el respeto a la autonomía escolar, la reorganización académica de 
los niveles de formación preescolar, básica, secundaria y media; y la creación de un sistema de 
financiación y administración educativa conformado por Juntas de Educación Departamentales, 
Municipales y del Distrito. 
De esta forma, y luego del consenso entre FECODE y el Gobierno Nacional, fue 
promulgada en el país la Ley 115 del 8 de febrero de 1994 por medio de la cual se expidió la Ley 
General de Educación que rige en la actualidad. Esta ley organiza la estructura del sistema 
educativo en tres grandes secciones: educación formal, la cual es impartida por instituciones 
aprobadas por el Estado y otorga grados y títulos; la educación no formal, entendida como un 
complemento a la formación laboral o académica; y la educación informal, que hace referencia 
a los conocimientos adquiridos por medio de la cultura, los medios y demás sectores no 
institucionalizados (Ley 115 de 1994, art. 10, 36 y 43). 
Asimismo, dentro del estatuto legal se determinan los niveles del sistema educativo 
formal, divididos en preescolar, básica, media y superior (técnico, pregrado y posgrado), así 
como las áreas fundamentales de la educación básica y media14. 
No obstante, debido a que el surgimiento de la Ley General de Educación se realizó en 
consenso entre los representantes del Gobierno Nacional (defensores de la propuesta de apertura 
educativa) y FECODE, muchos de los elementos de la Constitución, del plan de apertura 
                                                 
14 Artículo 23. Áreas obligatorias y fundamentales. Para el logro de los objetivos de la educación básica se 
establecen áreas obligatorias y fundamentales del conocimiento y de la formación que necesariamente se tendrán 
que ofrecer de acuerdo con el currículo y el Proyecto Educativo Institucional. Los grupos de áreas obligatorias y 
fundamentales que comprenderán un mínimo del 80% del plan de estudios, son los siguientes: 1. Ciencias naturales 
y educación ambiental. 2. Ciencias sociales, historia, geografía, constitución política y democracia. 3. Educación 
artística. 4. Educación ética y en valores humanos. 5. Educación física, recreación y deportes. 6. Educación 
religiosa. 7. Humanidades, lengua castellana e idiomas extranjeros. 8. Matemáticas. 9. Tecnología e informática. 
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económica y del plan de apertura educativa presentados anteriormente, quedaron inmersos dentro  
la Ley 115, razón por la cual no es posible hablar de la Ley General como un estatuto puro, sino 
como una norma mediada por intereses políticos y económicos cuyo origen radica en algunos 
patrones coloniales y cuyo impacto es de interés en la presente investigación. 
Para dar cuenta de dichos patrones es pertinente remitirse a los postulados de la teoría crítica 
decolonial, los cuales permiten una mayor comprensión de la problemática de la colonialidad en 
Colombia y su relación con la Ley 115. Por este motivo, se procederá a bordar la temática de la 
colonialidad desde una perspectiva general y paulatinamente, se presentarán las subcategorías 
(patrones) derivados de ella, así como su relación con el articulado de la LGE de 1994. 
 
3.2 Colonialidad 
Al hablar de la historia de la humanidad en cuanto a la adquisición de poder político y la 
expansión territorial, se hace alusión a las prácticas y estrategias de dominación adoptadas por 
los pueblos conquistadores durante la búsqueda del control económico y territorial sobre todos 
aquellos pueblos que, por razones de diversa índole, representaban una “amenaza” o poseían un 
estatus de inferioridad. Dentro de estas prácticas, las más evidentes corresponden a las guerras, 
las invasiones, la esclavización y el genocidio, las cuales se encuentran ubicadas dentro del 
marco de lo que se denomina colonialismo. 
Por lo anterior, previo a abordar las concepciones entorno a la colonialidad como 
proyecto y como sistema, es preciso remitirse al concepto de colonialismo, puesto que se trata de 
un suceso precursor de la colonialidad y por ende más antiguo en la historia de América Latina. 
En este sentido, el origen del colonialismo en el continente americano se sitúa en la época de 
1492 con la llegada de los conquistadores europeos a la que fuera conocida por los pobladores 
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originarios como Abya Yala15.  Este hecho no solamente marcó la historia de los pueblos 
indígenas de aquella época al ser violentados, marginados y despojados de sus riquezas 
espirituales, culturales y materiales, sino que determinó los parámetros para el comportamiento y 
el desarrollo social de los pueblos americanos en la actualidad. 
De acuerdo con lo anterior, desde la fundación de las colonias, los países 
latinoamericanos fueron víctimas de los actos violentos que trajo consigo el proceso de 
conquista. El colonialismo se impuso en las regiones americanas por medio de la violencia física; 
los conquistadores utilizaron como vía de acceso al poder la tortura, los asesinatos, las 
violaciones y la quema y destrucción de elementos sagrados. El miedo y la opresión fueron las 
herramientas principales utilizadas por los europeos de la época para controlar el territorio y sus 
habitantes.  
Estas acciones bélicas fueron justificadas bajo los argumentos filosóficos y las creencias 
grecorromanas que atribuyeron a los “justos príncipes” y las autoridades europeas el derecho 
natural y, por tanto, lícito y noble, de someter y luchar en contra de los “injustos” e “indoctos”, 
es decir, contra los no europeos y los herejes. Sepúlveda ilustra esta situación de una mejor 
manera cuando se refiere a los procesos de conquista bajo el calificativo de “guerras justas”:  
Hay otras causas de justa guerra menos claras y menos frecuentes, pero no por eso menos justas 
ni menos fundadas en el derecho natural y divino; y una de ellas es el someter con las armas, si 
por otro camino no es posible, a aquellos que por condición natural deben obedecer a otros y 
rehúsan su imperio. Los filósofos más grandes declaran que esta guerra es justa por ley de 
naturaleza. (Sepúlveda, 1996, pág. 21) 
 
Como se puede observar, Sepúlveda no sólo defiende la esclavización y subyugación de 
los pueblos no europeos bajo el argumento de ser “justas” por “derecho natural y divino”, sino 
                                                 




que, también revela dos de los principios constitutivos de la ideología europea de la dominación: 
primero, los no europeos “deben obedecer” a quienes por “derecho natural” tienen el poder; y 
segundo, el uso de las armas es legítimo cuando los “otros” se oponen al sometimiento del 
imperio. 
En este sentido, hechos como el genocidio, el racismo y el espistemicidio fundamentaron 
las bases para el desarrollo del proyecto colonial, el cual se centra en la imposición del 
imaginario de “superioridad” del linaje europeo, sobre todo aquello que no pertenece a Europa. 
Esto se logró, por medio del establecimiento de diferencias fenotípicas, sociales y culturales, que 
determinaron desigualdades de todo tipo entre los pueblos colonizados. 
Adicionalmente, sumado a las situaciones de violencia y discriminación dentro y fuera de 
las colonias, el colonialismo estableció relaciones de dependencia política, económica y 
administrativa de los colonizados hacia los colonizadores, definiendo así, las jerarquías de poder 
y los métodos de explotación de la riqueza y control del trabajo y los recursos naturales. De 
acuerdo con lo anterior, el colonialismo es definido como: 
una estructura de dominación y explotación, donde el control de la autoridad política, de los 
recursos de producción y del trabajo de una población determinada lo detenta otra de diferente 
identidad, y cuyas sedes centrales están, además, en otra jurisdicción territorial. (Quijano, 2007, 
pág. 93)   
 
Por otra parte, el fin del colonialismo, entendido como la invasión territorial y el dominio 
político, administrativo, económico y cultural ejercido a través de la acción militar, se ubica en el 
siglo XIX con las guerras de independencia ocurridas en gran parte de los países 
latinoamericanos16. Sin embargo, las independencias estos países no significaron el 
                                                 
16 Las guerras independentistas en los Estados Latinoamericanos ocurrieron durante las primeras décadas del siglo 
XIX de la siguiente manera: Colombia (1810-1819), Ecuador (1809-1822), Chile (1810-1818), Perú (1821-1824), 
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desligamiento absoluto del vínculo entre Europa y los nuevos Estados Latinoamericanos, por el 
contrario, el fin del colonialismo dio paso a un proceso mucho más profundo y perdurable: la 
colonialidad.  
La colonialidad es la manifestación de la trascendencia de los modelos colonialistas en 
los pueblos colonizados, es decir, “Una vez concluye el proceso de colonización, la colonialidad 
permanece vigente como esquema de pensamiento y marco de acción que legitima las 
diferencias entre sociedades, sujetos y conocimientos” (Restrepo & Rojas, 2010, pág. 16). En 
este sentido, la colonialidad da cuenta de la prolongación y permanencia en el tiempo de las 
estructuras políticas, económicas, sociales y culturales de los países dominantes en los países 
dominados: 
la colonialidad ha probado ser, en los últimos quinientos años, más profunda y duradera que el 
colonialismo. Pero sin duda fue engendrada dentro de éste y, más aún, sin él no habría podido ser 
impuesta en la intersubjetividad del mundo, de modo tan enraizado y prolongado. (Restrepo & 
Rojas, 2010, pág. 93) 
 
De acuerdo con esto, la colonialidad es el medio por el cual se instala en los grupos y las 
personas la discriminación a nivel político, económico, racial, cultural, epistémico, mental e 
interaccional. A través de la colonialidad se crean las diferencias entre pueblos y se establecen 
las relaciones de dominación entre colonizadores y colonizados. A partir de estas diferencias, 
surgen categorías que definen a los pueblos europeos como seres “civilizados”, política e 
intelectualmente superiores a los pueblos latinoamericanos, catalogados como “incivilizados”, 
“irracionales” e “inferiores”.  
 
                                                                                                                                                             
Argentina (1810-1816), Bolivia (1809-1825), Uruguay (1825-1828), Paraguay (1811-1813), Venezuela (1810-
1811), México(1810-1821), El Salvador (1811-1821), Costa Rica  (1821-1823), Nicaragua (1821-1823), Honduras 
(1821-1823), Guatemala (1821-1823). 
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Eduardo Restrepo y Axel Rojas (2010) definen a la colonialidad como: 
un patrón de poder que opera a través de la naturalización de jerarquías territoriales, raciales, 
culturales y epistémicas, posibilitando la re-producción de relaciones de dominación; este patrón 
de poder no sólo garantiza la explotación por el capital de unos seres humanos por otros a escala 
mundial, sino también la subalternización y obliteración de los conocimientos, experiencias y 
formas de vida de quienes son así dominados y explotados. (pág. 15) 
 
Por otra parte, para poder comprender la colonialidad y sus formas de expresión en la 
actualidad, es importante reconocer que dicha colonialidad se encuentra directamente 
relacionada con el concepto de modernidad. Para Restrepo y Rojas, modernidad y colonialidad 
son dos elementos indivisibles cuyo accionar en conjunto posibilita la diferenciación entre 
quienes son considerados como modernos y aquellos que no lo son (Restrepo & Rojas, 2010, 
pág. 18). 
Respecto a lo anterior, Enrique Dussel (2000) establece una diferencia entre dos tipos de 
modernidad cuya influencia se encuentra vigente en la actualidad: la Primera y la Segunda 
Modernidad. Para Dussel, la Primera Modernidad, consiste en el proceso de establecimiento de 
Europa como centro de la Historia Mundial, el cual se produce gracias al descubrimiento del 
“Nuevo Mundo” y al despliegue de los ejércitos europeos, la reproducción de sus sistemas de 
gobierno, sus conocimientos y el establecimiento de un nuevo modelo económico emergente de 
la explotación de las colonias americanas: el mercantilismo mundial (pág. 46).  
De esta manera, Dussel expone que la Europa “moderna” que se conoce hoy en día, no 
sólo es una “invención ideológica” originada en el romanticismo alemán, sino que, además 
pretende ubicar a las culturas griega y romana como “centro” de la historia mundial (pág. 44). 
Dicho posicionamiento de Grecia y roma como centro es desmentido por Dussel cuando afirma 
que durante la primera mitad del siglo XV aún no existía una historia mundial “sino historias de 
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ecumenes juxtapuestas y aisladas” (pág. 44) donde predominaba principalmente el mundo 
musulmán. Adicionalmente, debido a la ubicación geopolítica de Europa, ésta no podía ubicarse 
como centro ya que pertenecía al “límite occidental del mercado euro-afro-asiático” (pág. 44).  
De acuerdo con esto, el surgimiento de la “Modernidad” como concepto global se sitúa 
en el establecimiento de Europa como “centro” de la Historia Mundial a partir del 
“descubrimiento” de América en 1492, momento en el que España, gracias a su organización 
política y eclesiástica, y su poder militar, se configura como la «primera nación “moderna”» y 
abre paso al mercantilismo mundial a través del control de las rutas de comercio marítimo por el 
océano Atlántico (pág. 46). 
La segunda modernidad, tal y como la describe Dussel, surge a partir de la revolución 
industrial en el siglo XVIII y se consolida con la Ilustración. De esta forma, gracias al desarrollo 
técnico instrumental y las transformaciones producidas por la filosofía de la Ilustración, Europa 
pasa a ocupar una posición hegemónica del poder en el que todos los demás países y sus 
respectivas culturas se convierten en lugares periféricos, alejados de la Europa central.  
En otras palabras, la modernidad no solamente significó la salida de Europa del 
anonimato en el que se encontraba en relación con los países e imperios orientales; sino que 
además se convirtió en la “justificación de una praxis irracional de violencia” (pág. 48)  
configurada en lo que Dussel denomina el Mito de la Modernidad. 
El mito de la modernidad, descrito por Dussel, consiste en un sistema que concibe a la 
“civilización moderna como superior y más desarrollada” (pág. 49)  en comparación con otras 
culturas a las que considera como inferiores y subdesarrolladas. En este sentido, dicha 
superioridad implica una exigencia o deber moral de llevar a los primitivos, rudos y bárbaros al 
desarrollo (pág. 49), para lo cual utiliza como recurso la violencia. Esta violencia no solo es 
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considerada como inevitable ante la oposición de los bárbaros a la modernización, sino que, 
además atribuye a quienes se oponen la culpabilidad por resistirse a la redención que les brinda 
la modernidad (pág. 49). De acuerdo con esto, para las civilizaciones modernas, los sufrimientos 
de los otros pueblos (considerados como “atrasados”), de las otras razas y del otro sexo, son 
interpretados como sacrificios inevitables en pro del desarrollo (pág. 49): 
Por eso el varón impera sobre la mujer, el hombre adulto sobre el niño, el padre sobre sus hijos, 
es decir, los más poderosos y más perfectos sobre los más débiles ó imperfectos. Esto mismo se 
verifica entre unos y otros hombres; habiendo unos que por naturaleza son señores, otros que por 
naturaleza son siervos. Los que exceden á los demás en prudencia é ingenio, aunque no en fuerzas 
corporales, estos son, por naturaleza, los señores; por el contrario, los tardíos y perezosos de 
entendimiento, aunque tengan fuerzas corporales para cumplir todas las obligaciones necesarias, 
son por naturaleza siervos, y es justo y ágil que lo sean, (…) Tales son las gentes bárbaras é 
inhumanas, ajenas á la vida civil y á las costumbres pacíficas. Y será siempre justo y conforme al 
derecho natural que tales gentes se sometan al imperio de príncipes y naciones más cultas y 
humanas, para que merced á sus virtudes y á la prudencia de sus leyes, depongan la barbarie y se 
reduzcan á vida más humana y al culto de la virtud. Y si rechazan tal imperio se les puede 
imponer por medio de las armas, y tal guerra será justa según el derecho natural lo declara. 
(Sepúlveda, 1996, pág. 23) 
 
Una vez aclarado el concepto de “Modernidad” es posible comprender que dicha 
“Modernidad” es la parte complementaria de la colonialidad, por cuanto lo considerado como 
“moderno” y “desarrollado” desde la época del Renacimiento y la Ilustración hasta la actualidad 
en el campo de las ciencias, la tecnología, los modelos y estructuras sociales y económicas, entre 
muchas otras áreas del conocimiento y de las relaciones sociales, representa “la instauración de 
una jerarquía interestatal que ‘define’ lugares desiguales para las sociedades del planeta, siendo 
las sociedades europeas las que se ubican en la cúspide de la pirámide” (Restrepo & Rojas, 2010, 
pág. 71). Estas jerarquías operan bajo lo que Mignolo (2009) denomina la “retórica de la 
modernidad”, es decir, la concepción de lo moderno como sinónimo de “salvación, progreso, 
desarrollo, felicidad” (pág. 49) y a su vez se manifiestan en cuatro ámbitos de la colonialidad:  
La gestión y el control de subjetividades (educación, medios de comunicación y publicidad 
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actuales), la gestión y el control de la autoridad, la gestión y control de la economía (explotación 
de la mano de obra, deuda externa y creación de instituciones como el Banco Mundial y el FMI) y 
la gestión y control del conocimiento (orden geopolítico del conocimiento basado en los 
principios epistémicos y estéticos europeos que durante siglos legitimaron la desautorización del 
conocimiento no europeo y de los cánones estéticos no europeos). (pág. 49) 
 
En síntesis, la colonialidad se diferencia del colonialismo en el sentido en el que los 
métodos implementados para mantener el control y establecer las jerarquías de poder se 
instauran no a través de la fuerza militar, sino por instrumentos de carácter imperceptible, es 
decir, la dominación se instaura por medio de artilugios abstractos (ideologías políticas, 
paradigmas, estereotipos, prácticas, etc.). De esta manera, el colonialismo se convirtió en 
colonialidad en el momento en el que se sometió no solo el cuerpo y el territorio, sino la mente 
de las personas. Así, los discursos discriminatorios se internalizaron y naturalizaron de una 
manera tal, que pasaron a convertirse en prácticas cotidianas aceptadas socialmente, las cuales, 
de la mano de la modernidad configuran lo que en este trabajo se denomina patrones coloniales. 
 
3.3 Los Patrones Coloniales: un Instrumento de Dominación Actual 
La colonialidad como sistema y proyecto opera desde diferentes sectores y de acuerdo 
con unos parámetros de dominación los cuales facilitan su expansión e implantación en los 
sujetos dominados. Dichos parámetros son establecidos de manera arbitraria en todos los 
sectores de la sociedad, en el campo político y económico (colonialidad del poder), en el campo 
cultural, social y familiar (colonialidad del ser) y en el campo educativo (colonialidad del saber).  
 Los principales fundamentos sobre los cuales se constituyen estos patrones coloniales 
corresponden a las categorías generadas por los países europeos y más recientemente 
norteamericanos en torno a las diferencias fenotípicas, económicas, culturales, epistemológicas, 
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sexuales y religiosas; clasificadas dentro de los conceptos e ideales de raza, desarrollo, ciencia, 
modernidad y educación, que posee dicha cultura dominadora. 
Como consecuencia de esta estereotipación, a partir de la cual se concibe a los países y 
culturas europeas como seres superiores, surge una estructura jerárquica que posiciona a los 
europeos y los norteamericanos en el ápice de la pirámide y posibilita la subordinación de 
aquellos a quienes consideran inferiores. Como consecuencia, las personas pertenecientes a los 
pueblos no europeos son subyugadas bajo las leyes, los términos, las creencias y las 
determinaciones que tomen los sujetos en el poder, siempre representantes de las elites. 
Desde esta perspectiva, se considera patrón colonial a todos aquellos sistemas políticos, 
económicos, culturales, educativos y sociales de carácter hegemónico, eurocéntrico o 
noteamericocéntrico que se toman como modelos o puntos de referencia para ser implementados 
en los lugares y las poblaciones históricamente dominadas, en las mismas esferas económica, 
política, social, cultural, educativa y demás.  
De acuerdo con lo anterior, en el marco de esta investigación se determinan como patrones 
coloniales aquellos modelos o sistemas asociados a las categorías de colonialidad del poder, 
colonialidad del saber y colonialidad del ser. En términos de Solano (2015) estos patrones 
corresponden a cuatro dimensiones de configuración de la matriz colonial a saber:  
antropocentrismo, entendido como el posicionamiento del hombre blanco, católico, europeo 
como centro del mundo; logocentrismo, en el que la razón y la ciencia son establecidos como “el 
elemento nodal del proceso de construcción de conocimiento”; epistemocentrismo, donde “se 
convierte la cultura y el conocimiento euro-occidental como único y verdadero” y finalmente, el 
falocentrismo “el cual refiere a la construcción sociocultural que lleva a una asimetría de poder 
entre los sexos” (pág. 120-122). En el siguiente apartado se ampliarán estos conceptos y se 
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establecerá su relación con el articulado de la LGE de 1994. 
 
3.3.1 Colonialidad del Poder 
Desde la perspectiva de Quijano (2000) el patrón colonial de poder como medio de 
dominación, se ejecuta a partir del establecimiento de un sistema político y un modelo 
económico que se encuentra vinculado directamente con el capitalismo y la noción de identidad. 
Para el sociólogo peruano la idea de raza es el principal argumento usado para justificar la 
superioridad de los europeos y la inferioridad de los demás seres humanos, partiendo de las 
características biológicas de cada población como medio para la discriminación. 
Según Quijano, el concepto de raza tuvo su origen solo a partir de 1492, momento en el 
que los conquistadores europeos desembarcaron en Abya Yala. La caracterización de las 
diferencias de carácter fenotípico entre los dos grupos fue el inicio de las distinciones que en 
adelante constituirían el orden social tanto de América como del resto del mundo.  Desde ese 
instante, no se hablaría de la humanidad como un conjunto, sino como una división biológica 
entre indios, negros, mestizos, blancos, amarillos, etc.; al igual que se establecería una distinción 
geopolítica entre los europeos y los no-europeos como estrategia para legitimar las relaciones de 
poder (pág. 203). Así, desde la perspectiva de Quijano:  
la idea de raza fue un modo de otorgar legitimidad a las relaciones de dominación impuestas por 
la conquista. La posterior constitución de Europa como nueva identidad después de América y la 
expansión del colonialismo europeo sobre el resto del mundo, llevaron a la elaboración de la 
perspectiva eurocéntrica de conocimiento y con ella a la elaboración teórica de la idea de raza 
como naturalización de esas relaciones coloniales de dominación entre europeos y no-europeos. 
(pág. 203)  
 
A partir de esta distribución étnica y racial, se derivan otras categorías que nutren el 
patrón colonial del poder, para Quijano (2007), estas categorías tienen que ver con el control del 
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trabajo, la naturaleza, el sexo, la subjetividad y la autoridad, incluyendo cada uno de los 
productos que de ellos se derivan. Cada una de estas subcategorías permite que se establezcan 
pautas para la clasificación de las personas dentro de la estructura social. En el caso del control 
del trabajo y sus productos Quijano hace referencia a la teoría marxista sobre el capital según la 
cual la fuerza de trabajo y el control de los recursos de producción, asociados directamente con 
el dominio de la naturaleza, abrieron paso a la diferenciación entre grupos sociales dependiendo 
del poder adquisitivo y del capital que cada uno posea, lo que conlleva a clasificar dichos grupos 
en lo que Marx denominó las clases sociales. Es decir, desde la teoría de las clases sociales 
desarrollada por Marx, la sociedad se encuentra organizada dentro de “una relación social 
específica de producción, cuyos dos términos fundamentales son los capitalistas y los obreros” 
(pág. 108). De acuerdo con esta organización determinada por el capital, el poder se encuentra en 
manos de los capitalistas quienes ocupan una posición dominante respecto a los obreros a 
quienes explotan.  
Sin embargo, dicha distribución del poder se concentra dentro de un “de un proceso 
histórico concreto de clasificación de las gentes”, el cual consiste en “un proceso de luchas en 
que unos logran someter a otros en la disputa por el control del trabajo y de los recursos de 
producción” (pág. 110). Así, desde este punto de vista, el capitalismo como sistema económico 
dominante determina las relaciones de poder con base en “las victorias de unos y las derrotas de 
otros” y a su vez clasifica a la población según las categorías de “riqueza y pobreza, mando y 
obediencia” (págs. 110-111).  
De acuerdo con lo anterior, y como se ha mencionado previamente, la idea de una 
organización social determinada por las clases sociales es aceptada desde el pensamiento 
eurocéntrico como una categoría “dada”, es decir, prescrita por el orden natural, según la cual 
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“las gentes son «portadoras» de las determinaciones estructurales de clase y deben, en 
consecuencia, actuar según ellas. Sus deseos, preferencias, intenciones, voliciones, decisiones y 
acciones son configuradas según esas determinaciones, y deben responder a ellas” (pág. 112).  
Por otra parte, si bien la teoría de Marx trata de explicar las relaciones de poder y 
dominación en torno a las formas de control y explotación del trabajo, Quijano difiere de la 
concepción marxista, puesto que la teoría de las clases y del capital tal y como es planteada por 
Marx hace parte de una concepción  eurocentrada, es decir basada en las estructuras de poder y 
clasificaciones producidas desde la experiencia histórica y vivencial de Europa y en la 
concepción de esta como centro de la historia mundial entendida como una linealidad que ubica 
a las poblaciones no europeas como “pre-modernas” o anteriores a la modernidad europea (pág. 
310).   
Desde esta mirada, además de referirse únicamente a uno de los ámbitos del poder: “el 
control del trabajo y de sus recursos y productos” (pág. 113), la teoría eurocéntrica de las clases 
deja de lado otros factores determinantes en las relaciones de poder respecto al trabajo tales 
como el género, la edad y la raza, los cuales a su vez producen otro tipo de organizaciones 
sociales y relaciones de poder no solamente en Europa, sino en lo que se ha constituido como la 
no- Europa (pág. 113). Por tanto, la teoría de las clases sociales no es apta ni suficiente para 
entender la constitución histórica del “poder capitalista, mundial y colonial/moderno” (pág. 114). 
De acuerdo con lo anterior, dado que la teoría eurocéntrica de las clases sociales no es 
suficiente para explicar el patrón colonial del poder en toda su extensión debido a las falencias 
anteriormente descritas, Quijano propone una teoría histórica de la clasificación social  en la 
que el patrón del poder se encuentra determinado por “relaciones de 
explotación/dominación/conflicto” (pág. 114)  las cuales vinculan no sólo las disputas por el 
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control del trabajo y los recursos de producción, sino los ya mencionados “sexo y sus productos, 
la subjetividad y sus productos  y la autoridad, sus recursos y sus productos” (pág. 114). En este 
sentido, el patrón colonial del poder se encuentra determinado por el control del trabajo, el sexo, 
la subjetividad y la autoridad, dentro del marco del capitalismo y bajo las nociones de “trabajo, 
género y raza” (pág. 115).  Esta configuración del poder en torno al capitalismo y las nociones 
citadas será explicada más adelante. 
En lo referente al sexo y la autoridad, Quijano menciona que la colonialidad del poder 
“implica el control del sexo y sus productos (placer y descendencia), en función de la 
propiedad”; y que la autoridad aparece “para garantizar las relaciones de poder así configuradas” 
(pág. 313). En este sentido, la colonialidad del poder estableció “las normas y los patrones 
formal-ideales de comportamiento sexual de los géneros” que en las familias europeas 
correspondía a “la libertad sexual de los varones y la fidelidad de las mujeres” (pág. 122), 
mientras que en las regiones no europeas los varones “blancos” no sólo tenían libre acceso a las 
mujeres negras e indias, sino que además se produjo una “continuada desintegración de las 
unidades de parentesco en las razas no-blancas, apropiables y distribuibles, no sólo como 
mercancías, sino directamente como animales” (pág. 123). 
En el caso de la autoridad el patrón de poder se instaura a escala mundial a través de la 
organización política y territorial en relación con los países colonizadores y los territorios 
colonizados. De acuerdo con esto, la distribución capitalista y racial del poder determinó la 
constitución de los países europeos como Estados-nación capitalistas y dominantes, mientras que 
los países no europeos se constituyeron como tributarios, “precapitalistas” o Estados-nación 
dependientes en los que las “clases dominantes” son “esclavos, siervos, pequeños productores 
mercantiles independientes, asalariados, clases medias y campesinos” (pág. 122). 
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De acuerdo con lo anterior, las clasificaciones de poder instauradas a partir de los ideales 
de raza, género y edad se articulan dentro de la colonialidad del poder a través del capitalismo, 
pero estas distinciones  a su vez hacen parte de un proceso histórico y una idea eurocéntrica 
arraigada en la memoria colectiva de que  las comunidades “ocupan ciertos lugares y ejercen 
ciertos roles” (pág. 313)  dependiendo de sus características biológicas o rasgos fenotípicos; idea 
que se ha constituido en un factor identitario conducente a la producción de “una voluntad y una 
decisión de trenzar las heterogéneas y discontinuas experiencias particulares en una articulación 
subjetiva colectiva” (pág. 314).  
Lo anterior corresponde a lo que Quijano denomina “procesos de subjetivación social” 
que no solo consisten en la creación de identidades basadas en la “clasificación, des-clasificación 
y re-clasificación social de una población” (pág. 314)  sino en la aceptación y naturalización de 
dichas identidades. En otras palabras, además de la clasificación social por cuestiones de género, 
raza, sexo y fuerza de trabajo, la colonialidad del poder se sustenta sobre la concepción de 
normalidad y razón de ser inamovible de estas clasificaciones por parte de quienes son sujeto de 
dicha clasificación. 
De acuerdo con lo anterior, en el marco de esta investigación se tomará como referente la 
teoría de Quijano en lo concerniente al capitalismo como el modelo económico dominante y las 
concepciones derivadas de este modelo respecto a la fuerza de trabajo y su relación con la idea 
de “desarrollo”. También se retomará el planteamiento de este autor en lo concerniente al sexo y 
la autoridad en cuanto a la jerarquización y distribución del poder en el marco de la LGE de 
1994. A continuación se amplían dichas categorías y se establece la conexión con el articulado 




La clasificación racial implicó también la delegación de roles en lo referente al trabajo y 
la estructura laboral, un ejemplo de ello es la mercantilización de los esclavos africanos y la 
condición de servidumbre de los indígenas.  Este hecho refleja no solamente una estratificación 
social en la que los africanos eran inferiores a los indígenas, también evidencia que la fuerza de 
trabajo además de ser medida por rasgos biológicos se convirtió en una fuente de riqueza.  
En este sentido, el trabajo pasó a ser visto como un objeto de comercialización. A partir 
de allí, se impulsa una nueva organización de la economía mundial fundamentada en el capital. 
El poder adquisitivo y la capacidad para la producción y distribución de productos, bienes y 
servicios, así como el control del mercado, propician situaciones de dominación donde la riqueza 
se concentra en un individuo, clase o raza dominante y por tanto privilegiada, mientras los demás 
sirven a los dominantes para poder subsistir. 
Continuando con el planteamiento de Quijano (2000), Europa logró convertirse en el 
centro del poder económico al tomar control sobre las vías de acceso marítimo al continente 
americano, al igual que logró controlar la explotación de los recursos mineros por medio de la 
esclavitud (pág. 206). De esta manera, “todas las formas de control y de explotación del trabajo y 
de control de la producción-apropiación-distribución de productos, fueron articuladas alrededor 
de la relación capital-salario (en adelante capital) y del mercado mundial” (pág. 204)  en la que 
las clasificaciones raciales determinaron los roles y los lugares en la nueva distribución global 
del trabajo (pág. 113).  
De acuerdo con esto, a partir de la distribución geopolítica y racial del trabajo se 
establecieron las relaciones de dominación a partir de la constitución de identidades relacionadas 
con rasgos de “superioridad” e “inferioridad” en la que el color de piel determinaba tanto el 
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estatus social, como el tipo de trabajo y el derecho o no a la remuneración salarial.  
Adicionalmente, gracias al control que los europeos lograron obtener sobre la explotación del 
oro, la plata y las mercancías producidas a costa del trabajo gratuito de los indios y los esclavos, 
y del control de las rutas comerciales por el Atlántico, Europa logró el desarrollo de proyectos de 
urbanización, así como la formación de “un mercado regional crecientemente integrado y 
monetizado” (pág. 206). 
De esta manera, el patrón capitalista además de configurar las identidades bajo las 
dicotomías amo/esclavo, amo/siervo, jefe/asalariado, patrón/empleado, entre otras, también 
determinó “la geografía social del capitalismo” en la que el capital y el control del trabajo se 
concentra en Europa. En este sentido, “Europa y lo europeo se constituyeron en el centro del 
mundo capitalista” (pág. 208)  mientras que los países pertenecientes a la no-Europa se 
convirtieron en “periferias” configurando lo que Wallerstein (2005) denomina “economía-mundo 
capitalista” (pág. 17). 
Desde esta perspectiva, es posible comprender que la organización geopolítica y 
geocultural que ha otorgado las características de dominantes a los países eurooccidentales y de 
dominados a los países latinoamericanos y africanos se debe a la histórica distribución racial del 
trabajo y a la constitución de identidades raciales de superioridad e inferioridad determinadas a 
partir de la invención y asociación europea de lo “blanco” con el señorío y el control del capital, 
y de lo “negro, lo mestizo, lo indio” y lo no europeo con la servidumbre, la dependencia y el 
atraso. 
En la actualidad, el capitalismo es el elemento que controla la colonialidad del poder y la 
expande alrededor del mundo por medio del neoliberalismo, la sociedad del consumo y el anhelo 
de “progreso” (dentro de la concepción capitalista asociada a la adquisición de bienes materiales 
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y la acumulación de riqueza que promueve la pobreza y la inequidad en la distribución de los 
recursos). 
 
3.3.1.1.1 Capitalismo y educación 
La manera como la colonialidad del poder se vincula al capitalismo y la educación es por 
medio de la formación de personas que respondan de manera efectiva a las necesidades del 
sistema, para ello, utiliza la escuela como una herramienta para moldear la personalidad, la 
conducta y los imaginarios de los niños de modo que se adapten a las condiciones que desde el 
aparato de gobierno son propuestas para el desarrollo económico de la sociedad. Desde niños, la 
escuela les orienta a los estudiantes los roles y las funciones que deben cumplir dentro de la 
estructura social en función del sistema económico.  
En un Estado neoliberal17 como Colombia, la educación se encuentra directamente vinculada 
al capitalismo, donde es función del estado garantizar el bienestar de los ciudadanos por medio 
del desarrollo económico y el buen funcionamiento del mercado, por tanto, “el nuevo modelo 
escolar y educativo que tiende a imponerse está fundado, en primer lugar, en el sometimiento 
más directo de la escuela a la razón económica” (Laval, 2004, pág. 33). En este sentido, la 
principal función de la educación es proveer al sector productivo la mano de obra capacitada que 
necesita para continuar con la industrialización y la producción de bienes y servicios.  
De hecho, la privatización de la educación al igual que los demás servicios implica la 
                                                 
17 En palabras de Harvey (2007), el neoliberalismo es una teoría de prácticas político-económicas que afirma que la 
mejor manera de promover el bienestar del ser humano consiste en no restringir el libre desarrollo de las 
capacidades y libertades empresariales del individuo dentro de un marco institucional caracterizado por derechos de 
propiedad privada fuertes, mercados libres y libertad de comercio. El papel del Estado es crear y preservar el marco 
institucional apropiado para el desarrollo de estas prácticas. Igualmente debe disponer las funciones y estructuras 
militares, defensivas, policiales y legales que son necesarias para asegurar los derechos de propiedad privada y 
garantizar, en caso necesario mediante el uso de la fuerza, el correcto funcionamiento de los mercados (pág. 6). 
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comercialización de los derechos y su condicionamiento al régimen económico. Así, desde la 
concepción colonialista la educación es vista desde dos perspectivas, primero como un medio 
para instruir a los educandos dentro de la matriz colonial instituyendo las normas de la sociedad 
entorno a los comportamientos y los conocimientos básicos que deben tener los ciudadanos para 
el correcto desempeño de sus labores; y, en segundo lugar, la educación es vista como un bien 
lucrativo, es decir, un medio de producción de la riqueza que se apoya en el Estado y la ley para 
el establecimiento de centros de instrucción corporativos o con ánimo de lucro. De esta forma, la 
educación pasa a concebirse como “una actividad que tiene un coste y un rendimiento, y cuyo 
producto es asimilable a una mercancía” (Laval, 2004, pág. 35). 
 
3.3.1.2 Desarrollismo 
En el ámbito del capitalismo, es necesario establecer una relación entre este concepto y el 
surgimiento del desarrollo como la ideología preponderante que ha causado la transformación de 
los sistemas económicos a escala global. Para Escobar (2007), el origen de este concepto se 
encuentra arraigado a los postulados de Harry Truman, presidente los Estados Unidos desde 
1945 hasta 1953, según los cuales, los países ajenos a los Estados Unidos y la Europa moderna 
se encuentran en un estado de inferioridad tanto intelectual como económica que les impide 
elevarse al nivel de los países “desarrollados” (pág. 19).  
A partir de esta concepción  surge la división geopolítica global que establece las 
diferencias entre los países del “Primer Mundo” (Europa y EE.UU) y los países tercermundistas 
(África y Latinoamérica); si bien estas divisiones tienen unas raíces más profundas en la 
colonialidad del poder y la  división del trabajo a partir de la diferenciación racial mencionada 
anteriormente,  la nueva concepción de progreso surgida en la época de los sesenta atribuye a los 
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países avanzados la obligación de crear las condiciones necesarias para conducir a los países 
inferiores hacia el desarrollo por medio de la implementación de estrategias relacionadas con 
procesos de tecnificación, industrialización, crecimiento de la producción y “adopción 
generalizada de la educación y los valores culturales modernos”, cuya base radica en el aumento 
del  capital y la adopción de  la ciencia y la tecnología como los principales componentes de la 
trasformación mundial (Escobar, 2007, pág. 20).  
De acuerdo con esto, Escobar (2005) identifica tres teorías vinculadas a la 
conceptualización de la teoría del desarrollo: “la teoría de la modernización (…); la teoría de la 
dependencia (…) y las aproximaciones críticas al desarrollo como discurso cultural en la 
segunda mitad de la década de los ochenta y los años noventa” (pág. 18). En cuanto a estas tres 
teorías es posible identificar ciertos rasgos relacionados con la Ley 115. 
En primer lugar, la teoría de la modernización tal y como se mencionó previamente, parte 
de la revolución industrial y las corrientes ideológicas de la Ilustración a partir de las cuales se 
considera que los modos de vida y los saberes tradicionales de los habitantes de los países 
“tercermundistas” son atrasados y acientíficos. Desde esta perspectiva, los países 
“subdesarrollados” deben alcanzar la prosperidad económica a través del abandono de sus modos 
tradicionales de vida, principalmente los relacionados con las creencias religiosas y el campo, 
para entrar a la era de la industrialización y la tecnificación por medio de los instrumentos 
proporcionados por la ciencia moderna. El impacto de esta teoría se evidencia en la Ley 115 de 





 La formación en la práctica del trabajo18, mediante los conocimientos técnicos y habilidades, 
así como en la valoración del mismo como fundamento del desarrollo individual y social.  (Ley 
115, art. 5°, n° 11.) 
 
La promoción en la persona y en la sociedad de la capacidad para crear, investigar, adoptar la 
tecnología que se requiere en los procesos de desarrollo del país y le permita al educando 
ingresar al sector productivo.  (Ley 115, art. 5°, n° 15)  
 
Como se puede observar, en el artículo 5° el conocimiento técnico y la adopción de la 
tecnología son dos conceptos que se encuentran directamente ligados a la concepción de 
desarrollo anteriormente descrita. Adicional a ello, en estos artículos es posible identificar una 
conexión con los postulados de la teoría de la dependencia económica, puesto que en el caso 
colombiano la adopción de la tecnología y los conocimientos técnicos para alcanzar el desarrollo 
del país en términos monetarios implica, en primera medida, la importación de maquinaria y 
demás instrumentos especializados para el trabajo industrial, los cuales provienen de los países 
desarrollados. Este proceso de tecnificación conlleva a su vez a un aumento de la deuda externa 
para sufragar los costos de las importaciones y la venta de las empresas públicas o nacionales a 
entidades privadas en su mayoría de origen extranjero como consecuencia de la incapacidad de 
las mismas para asumir los costos de la tecnificación o para competir con el mercado tecnificado. 
Lo anterior se suma al impacto ambiental y social que la implementación de maquinarias 
e instrumentos tecnificados en actividades como la minería y la explotación de petróleo provoca 
en regiones como la Guajira, el Meta, la Amazonía y la Región Pacífica; donde la extracción de 
crudo y metales preciosos provoca la deforestación, la contaminación  y desecación de las 
                                                 
18 Las palabras resaltadas en negrilla corresponden a términos clave, relacionados con los conceptos de desarrollo, 
capitalismo, epistemocentrismo, logocentrismo y falocentrismo. Estas palabras son determinantes para el análisis y 
la interpretación de los artículos debido a su conexión con los patrones coloniales anteriormente descritos. 
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fuentes hídricas, oleadas de hambruna, muerte y desplazamiento de las comunidades indígenas, 
campesinas y afrodescendientes19. 
Por otra parte, en el artículo 5° también se divisa un nexo entre las acepciones de 
tecnificación y desarrollo con la noción de educación dirigida a la formación para el trabajo 
desde su relación con el sector productivo. Esta constante se repite en los artículos 13 y 27, los 
cuales determinan los “Objetivos comunes a todos los niveles” y la “Duración y finalidad de la 
educación media”.  En el primer caso se indica lo siguiente: 
Formar una conciencia educativa para el esfuerzo y el trabajo (Ley 115, art. 13°, literal g.)  
 
La educación media constituye la culminación, consolidación y avance en el logro de los 
niveles anteriores (…). Tiene como fin la comprensión de las ideas y los valores universales y 
la preparación para el ingreso del educando a la educación superior y al trabajo. (Ley 115, 
art. 27°) 
 
En estos dos artículos se expone la concepción de educación propuesta por la Ley 
General de Educación, en la que la finalidad del proceso educativo se encuentra dirigida 
principalmente a la formación de clase trabajadora que pueda vincularse de manera eficiente al 
sector productivo: “mayor educación para la población trabajadora representa mayor capacidad 
productiva para todo el sistema económico” (República de Colombia. Departamento Nacional de 
Planeación, 1991, pág. 3). Adicional a ello, se encuentran dos particularidades que es importante 
resaltar: primera,  la preparación para el trabajo requiere de un nivel de “conciencia” que se 
imparte durante todo el proceso de formación del estudiante: “Es objetivo primordial de todos y 
                                                 
19 Véase Monte, L. M., Castellanos, M. G., Sánchez, S. T., & Vasco, J. N. (2014). Bárbaros hoscos. Historia de 
resistencia y conflicto en la explotación del carbón en La Guajira, Colombia. Opera, 14(14), 47-69; Grisales 
Gonzáles, D. (2011). Colombia: la aplanadora minera a toda marcha. Revista Kavilando, 3(1-2), 46-50; Villalba 
Chaves, G. E. (2015). Minería irresponsable en el cerrejón y efectos sobre la nación Wayúu: una perspectiva para 
la justicia internacional de los derechos humanos” Universidad Militar Nueva Granada; Zárate, P. A. (2014). 
Minería y Petróleo en Colombia: Maldición interna de los recursos. Económicas CUC, 35(1), 45-60. 
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cada uno de los niveles educativos”; y, segundo, que esa concienciación se realiza por medio de 
acciones estructuradas, es decir, que son producto de una planeación y no de una situación 
esporádica; y que, además culmina con “la comprensión de las ideas y los valores universales”.  
De esta manera, es posible establecer una relación directa entre la idea de desarrollo a 
partir de la concepción netamente economicista-capitalista y la noción de educación en función 
del desarrollo económico, la cual a su vez parte de criterios epistemocentristas presentados bajo 
la categoría de “ideas y valores universales”.  
Lo anterior se reitera en los artículos 32 y 33 correspondientes a la “Educación media 
técnica” pero esta vez adquieren un atributo adicional: se encuentran unidos a la ley de la oferta 
y la demanda:  
La educación media técnica prepara a los estudiantes para el desempeño laboral en uno de los 
sectores de la producción y de los servicios, y para la continuación en la educación superior. 
(…) Estará dirigida a la formación calificada en especialidades tales como: agropecuaria, 
comercio, finanzas, administración, ecología, medio ambiente, industria, informática, minería, 
salud, recreación, turismo, deporte y las demás que requiera el sector productivo y de 
servicios. (Ley 115, art. 32)  
 
Son objetivos específicos de la educación media técnica: La capacitación básica inicial para el 
trabajo; La preparación para vincularse al sector productivo y a las posibilidades de 
formación que éste ofrece. (Ley 115, art. 33, literales a y b.) 
 
En el artículo 32, especialmente, se observa la forma como la educación se encuentra 
supeditada a las exigencias del mercado en cuanto a la formación de los trabajadores. Este 
artículo condiciona el sistema educativo a la oferta de capital humano de acuerdo con los 
requerimientos del “sector productivo y de servicios”, lo cual indica que aquellas labores y 
saberes que no se encuentren dentro de la demanda del mercado laboral simplemente se dejan de 
lado para dar paso a la “formación calificada” en las especialidades que el sistema económico 
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requiere. De esta forma, “el análisis de la relación «formación-empleo» determina la estructura y 
magnitud óptima del sistema educativo en función de las necesidades previstas de las empresas” 
(Laval, 2004, pág. 41). 
De la misma manera, todo lo anterior se remite al modelo de crecimiento económico 
elaborado por Robert Solow (1956) en, según el cual el desarrollo de un país depende de la 
inversión en el capital humano por medio de la educación conducente a la cualificación de la 
población trabajadora. El Plan de Apertura Educativa citado anteriormente confirma esta 
hipótesis cuando asegura que la expansión económica depende de la acumulación del capital 
humano. 
De acuerdo con lo anterior, este mismo modelo de crecimiento económico adoptado en el 
Plan de Apertura Educativa se traslada a la Ley General de Educación en los artículos 
anteriormente descritos. Así, bajo el discurso de formación para el trabajo, formación calificada, 
e ingreso al sector productivo de bienes y servicios, se encuentra el trasfondo ideológico del 




Como resultado de la colonialidad, el esquema falocéntrico se estableció en 
Latinoamérica otorgando al varón, blanco, europeo, heterosexual una posición social y un 
reconocimiento por encima de la naturaleza y de la mujer. Desde la perspectiva occidental, el 
hombre “blanco” es sinónimo de poder, inteligencia y superioridad. Estas cualidades 
aparentemente innatas y “exclusivas” del hombre europeo fueron el punto de partida para el 
proceso de conquista de Abya Yala y el establecimiento de la cultura occidental en el continente 
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americano. Con la independencia, las colonias lograron expulsar a los invasores de sus tierras y 
liberarse de la esclavitud, no obstante, la colonialidad permaneció para continuar con el legado 
patriarcal de occidente. 
Tal como lo menciona Oyèrónkẹ́ Oyěwùmí (2017), la colonización ha sido descrita desde 
una perspectiva masculina según la cual tanto “colonizadores como colonizados supuestamente 
eran machos” (pág. 207). Esta mirada de la colonización como un suceso protagonizado por los 
varones en los dos bandos dejó de lado o describió de manera parcial lo ocurrido con las mujeres 
y la visión que ellas tenían sobre los acontecimientos. De acuerdo con Oyěwùmí, los 
colonizadores utilizaron su identidad de género no sólo como referente para la diferenciación 
entre los cuerpos masculinos y femeninos de los colonizados sino para configurar la 
organización política bajo un proceso colonial “sexo-diferenciado” (pág. 208).  
En concordancia con lo anterior, Oyěwùmí suma a la teoría de Quijano sobre la 
clasificación social a partir de la raza, el concepto de clasificación social a partir de la categoría 
raza-género, según la cual las jerarquías de poder corresponden a la diferenciación entre “los 
hombres (europeos), las mujeres (europeas), los nativos (hombres africanos) y lo Otro (las 
mujeres africanas)” (pág. 209). Aunque la autora describe esta organización social desde la 
mirada de la colonización de los pueblos africanos, la observación que realiza es aplicable no 
sólo a la población africana sino a los pueblos colonizados en general. Así, la estructura 
jerárquica del poder y la organización social mencionada por Oyěwùmí se traduce en términos de 
la colonialidad en una diferenciación entre los hombres europeos, las mujeres europeas, los 
colonizados (varones no europeos) y lo Otro (las mujeres no europeas).  
En este sentido, las mujeres colonizadas fueron víctimas de una doble dominación, 
primero por pertenecer al pueblo colonizado y segundo por su condición de género. De igual 
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manera, con la instauración de los sistemas de gobierno bajo el modelo europeo de Estado-
nación en los territorios conquistados, las mujeres fueron excluidas de toda participación en el 
sector público de la sociedad y en general, de todos los ámbitos relacionados con el poder y la 
autoridad. 
De este modo, desde la época de la conquista y hasta las primeras revoluciones feministas 
y posterior reconocimiento de los derechos de la mujer hacia el siglo XVIII, la mujer fue 
invisibilizada, aislada, silenciada y privada de sus derechos. La condición de mujer se convirtió 
en sinónimo de discriminación:  al hombre se le dio potestad para ocupar los cargos públicos, 
votar, trabajar, estudiar e incluso subyugar a la mujer; mientras que la mujer fue relegada a las 
labores del hogar y la crianza de los hijos, el cuidado y la sujeción al marido. “Esta separación 
significó que el ámbito del trabajo fue asociado a lo público y a lo masculino y el hogar como 
ámbito privado fue asociado a lo reproductivo y a lo femenino” (Calla, 2002, pág. 96). De esta 
forma, El patriarcalismo fue legitimado y aceptado socialmente y el sexismo fue naturalizado. 
De acuerdo con lo anterior, el patriarcalismo corresponde a un “sistema social o de 
gobierno basado en la autoridad de los hombres”. Esta autoridad permite a los patriarcas 
apropiarse de la fuerza de trabajo de las mujeres, ejercer control sobre los hijos y ejercer 
derechos de propiedad sobre la tierra y otros medios de producción (González, 2013, págs. 491-
492).  
En este sentido, el patriarcalismo constituye una relación asimétrica del poder en el que la 
mujer ocupa una posición de sometimiento. De acuerdo con esto, “el patriarcado, aunque 
antecede al capitalismo, se articula con otras formas de dominación en el mundo contemporáneo, 
conformando un sistema de formas de sometimiento de diversos grupos humanos” (Archila, 
2014, pág. 1).  
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El sexismo por su parte, se define a través de la pertenencia a determinado sexo biológico 
a partir del cual se establecen y asumen diferentes características y conductas, es decir, roles 
sociales asociados a estereotipos que definen lo “masculino” y lo “femenino”. Dichas 
distinciones por lo general se sustentan sobre la creencia de la superioridad del varón a quien se 
asocia con “características de dominancia, control e independencia”; y la inferioridad de la mujer 
a quien se le atribuyen características de debilidad y dependencia. De esta forma, el sexismo 
corresponde a una asimetría y jerarquización social de los sexos, en la que generalmente la mujer 
ocupa un estatus inferior (pág. 92). 
De acuerdo con esto, la mujer no sólo fue convertida en un objeto de dominación por 
parte de la población masculina, sino que además se le atribuyeron características de inferioridad 
(debilidad, torpeza), se le asignaron unos deberes y una identidad en función del ideal masculino 
de la mujer (ama de casa, esposa, madre), se le adjudicó la pecaminosidad (seducción, tentación, 
lujuria); se le impidió la participación en la política, la profesionalización, el deporte y se le 
impuso un modelo de conducta relacionado con la feminidad y la belleza.  
En este aspecto, la educación jugó un papel importante en la asignación de los roles 
masculinos y femeninos en las sociedades coloniales. Con la creación de las primeras escuelas en 
las colonias, la instrucción en un principio religiosa y posteriormente en otras áreas como la 
gramática, la lectura, la ortografía, la geografía y la matemática entre otras, se concentró 
principalmente en la población masculina; paulatinamente las mujeres tuvieron acceso a la 
educación, pero está se enfocaba en clases de bordado, costura, modales y cristiandad y era 
dirigida a las mujeres de las “altas clases”. Así, los hombres en las colonias eran educados para 
convertirse en “empleados, catequistas, misioneros, diplomáticos o políticos incluso”, mientras 
que el rol de las mujeres consistía en “lucir delicadas y atractivas, listas para convertirse en las 
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esposas y ayudantes de aquellos hombres potencialmente poderosos” (Oyèrónkẹ́, 2017, pág. 
222).  
Desde este punto de vista, la educación de la mujer no fue producto de un suceso fortuito 
ni del reconocimiento de la igualdad entre hombres y mujeres, sino una garantía del matrimonio: 
“las mujeres preparadas eran las más codiciadas para el matrimonio por los hombres educados” 
(Oyèrónkẹ́, 2017, pág. 226); y una reafirmación de la labor de la mujer como transmisora de la 
“buena conducta y los principios morales” a los hijos bajo su cargo. Adicionalmente, la negación 
de la participación de la mujer en el campo laboral no sólo relegaba a las mujeres al trabajo 
doméstico no remunerado sino a una relación de dependencia del varón. 
Luego de que Olympe de Gouges redactara la Declaración de los Derechos de la Mujer y 
la Ciudadana en 1791, los movimientos feministas en Europa lograron una apertura en el campo 
laboral, académico y político (aunque inicialmente restringido al voto) que permitió la 
participación de la mujer en la esfera social, aunque no erradicó por completo el problema del 
sexismo. Pese a que ahora la mujer era partícipe de las actividades socioeconómicas, la 
discriminación continúo con las profesiones asociadas a la masculinidad (especialmente aquellas 
relacionadas con el gobierno, la economía y la ciencia) y aquellas asociadas a la feminidad 
(profesora, enfermera, costurera, etcétera). Es decir, se permitió el acceso de la mujer al mundo 
laboral, pero bajo las condiciones y los parámetros sexistas. 
Por otro lado, a pesar de que en los siglos XX y XXI ha habido una reivindicación y 
reconocimiento de la importancia y el valor de la mujer en espacios diferentes a los relacionados 
con el hogar y la maternidad, algunos focos de discriminación continúan vigentes y son visibles 
en campos como la política, la economía y la educación. En este aspecto, tanto los padres como 
las escuelas se han dedicado a formar e incentivar los roles masculinos y femeninos dentro de las 
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esferas sociales. De esta manera, “desde la más tierna infancia los niños y niñas aprenden 
valores, introyectan imágenes y practican hábitos que perfilan quién es y qué debe hacer un 
hombre y quién es y qué debe hacer una mujer” (Solano, 2015, pág. 123). De allí surge la 
necesidad de que la educación deba elaborar estrategias para la reestructuración de los roles 
masculinos y femeninos a fin de erradicar los patrones sexistas y falocéntricos arraigados a la 
cultura occidental. 
Respecto a la LGE de 1994, es importante tener en cuenta el papel de la lengua en la 
legitimación de las ideologías sexistas. Según Guerrero y Lledó (2008), históricamente las leyes 
han sido instrumentos para mantener la hegemonía masculina en la sociedad. Así, desde la 
Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano hasta la actualidad las mujeres han sido 
excluidas e ignoradas, “y cuando han sido nombradas, en muchas ocasiones ha sido para 
establecer un castigo por sus actos, o para regular una supuesta protección en función del poder 
de decisión de los hombres en su entorno” (pág. 6).  
En relación con el lenguaje, la UNESCO (1999) señala que “los prejuicios sexistas que el 
lenguaje transmite sobre las mujeres son el reflejo del papel social atribuido a estas durante 
generaciones” ( pág. 2).  Las sociedades occidentales predominantemente patriarcales reflejan en 
su lenguaje las estructuras de su pensamiento y organización social. Así, el androcentrismo 
lingüístico se presenta como una manifestación de “la jerarquía sexual que existe entre hombres 
y mujeres y que ha reservado para los varones los espacios públicos, de prestigio, poder y 
conocimiento” (Méndez, 2006, pág. 13). 
Según Méndez (2006), la perspectiva falocéntrica aplicada al lenguaje se encarga de 
asociar el concepto de universalidad con la figura del varón, generando en las expresiones el 
ocultamiento de la figura femenina que por lo general se evidencia en mayor medida en los 
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términos aplicados al campo laboral, en el que los términos relacionados con las posiciones de 
prestigio “han estado acuñados tradicionalmente en masculino" (pág. 14). 
Dentro de los usos sexistas del lenguaje descritos por Méndez se encuentran los usos 
duales aparentes y vocablos ocupados; y el abuso del masculino genérico. El primero se refiere 
a los términos que adquieren significado diferente según el sexo al que se apliquen, y que suelen 
ser comunes en las palabras que designan cargos y profesiones que por lo general tienen un 
significado inferior o negativo en la forma femenina, como en el caso de la palabra secretaría 
que hace alusión a “la mujer que realiza tareas subalternas”, mientras que secretario hace alusión 
a un varón que desempeña un alto cargo en el gobierno (pág. 14). 
El segundo término se refiere a la asunción y normativización de la forma masculina 
como incluyente de ambos sexos. Este uso de la lengua se encuentra por lo general en los 
documentos de orden público en los que a las personas destinatarias se les apela “como si 
únicamente fueran varones” (pág. 15). 
De acuerdo con lo anterior, al estudiar el uso de artículos, sustantivos, adjetivos y demás 
componentes de la lengua en un contexto social determinado, es posible conocer las 
concepciones de quienes utilizan la lengua respecto a los roles femeninos y masculinos. 
En una investigación realizada en 2008  por Guerrero y Lledó sobre los vestigios del sexismo 
lingüístico en la Constitución Española de 1978, se evidenció que en los artículos 14, 30, 32, 35 
y 57, entre otros, los usos del masculino en la redacción de la ley además ser predominantes, 
contradecían el concepto de igualdad proclamado en dicha Constitución, puesto que obviaban el 
derecho de las mujeres a ser nombradas (pág. 12); y transmitían la idea del hombre adulto como 
“presunto inclusor de todo el género humano” (pág. 14) y por ende de la ciudadanía española. 
Dicha invisibilización de la mujer en la Constitución española consiste en el uso de términos 
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como los españoles, los trabajadores, los sucesores, el Príncipe heredero, entre otros, los cuales, 
evidencian claramente la predominancia no solo lingüística sino ideológica del varón como 
figura social a partir de la cual se distribuyen los roles y se establecen los reglamentos que rigen 
la población. Un ejemplo más concreto se encuentra en los artículos 57 y 58 referentes a la 
sucesión de la Corona y la autoridad de la Reina, los cuales determinan lo siguiente: 
La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan 
Carlos I de Borbón, legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el 
trono seguirá el orden regular de primogenitura y representación, siendo preferida 
siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más 
próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo 
sexo, la persona de más edad a la de menos. (Constitución española, 1978, art. 57) 
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones 
constitucionales, salvo lo dispuesto para la Regencia. (Constitución española, 
1978, art. 58) 
En estos artículos se puede observar una discriminación directa por razón de sexo 
reflejada no solamente en el uso de la lengua, sino en la configuración real del poder en España, 
según la cual, el varón ocupa una posición superior a la mujer. Dicha configuración, en el marco 
de la lengua y la realidad social española, se repite, según las autoras, en gran parte del 
documento constitucional. 
 Por otra parte, la investigación también revisó el caso del sexismo en la promulgación de 
leyes referentes a los derechos y obligaciones de la ciudadanía española tales como la Ley 
40/1999 referente a los nombres y los apellidos; y la Ley orgánica 4/2000 sobre los derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social. Adicionalmente, el estudio 
analizó la presencia del sexismo en los nombramientos en las instituciones en la Resolución 24 
de febrero de 1982 de la Presidencia del Congreso de los Diputados, la cual ordena la 
publicación del Reglamento del Congreso; y la Ley Orgánica 6/2001 que aborda los estatutos 
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regentes para las universidades del país. Los resultados del análisis mostraron que al igual que la 
Constitución en estas normas la redacción del articulado apela de continuo al género masculino, 
invisibilizando de esta manera a la mujer y contribuyendo a la perpetuación de una visión 
sesgada de los procesos de inmigración y del uso del masculino como forma de nombrar 
omnicomprensiva y omnipresente. 
En el caso que aquí compete, alrededor de 10 artículos de la Ley General de Educación, 
dan cuenta de la invisibilización y negación del papel de la mujer en el ejercicio de las funciones 
relacionadas con los cargos ejecutivos en el sector educativo. De acuerdo con esto, a través de la 
lengua se relaciona la figura masculina con la posesión de los cargos de poder en el gobierno 
escolar y la conformación de las juntas y los foros. Esta diferenciación se realiza por medio del 
uso del artículo masculino “El” (en referencia al varón) y de las formas masculinas de las 
profesiones y los tratamientos relacionados con los cargos públicos. Así, por ejemplo, en 
artículos como el 159,  en relación con la conformación de las Juntas Departamentales de 
Educación, se emplean únicamente los tratamientos masculinos de los cargos públicos a través 
de términos como el gobernador, el secretario y el director:  
Las Juntas Departamentales de Educación estarán conformadas por: 1. El Gobernador del 
departamento o su delegado quien la presidirá. 2. El Secretario de Educación Departamental. 3. 
El Secretario de Hacienda Departamental o su delegado. 4. El Director de la Oficina de 
Planeación Departamental o del organismo que haga sus veces. 5. El Representante del Ministro 
de Educación Nacional… (Ley 115, art. 159) 
 
Como se puede apreciar en este artículo, todas las designaciones referentes a los cargos 
de poder administrativo en el interior de los Foros y la Juntas Departamentales hacen alusión 
única y exclusivamente a la figura del varón como portador de dicha autoridad. Pese a que en la 
ejecución de la ley la realidad pueda ser diferente y existan mujeres ocupando los cargos de 
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rectoras o directoras, la manera como se encuentra escrita la Ley 115 de 1994, además de 
reforzar la figura del hombre como encargado de la dirección del sistema educativo, en ningún 
momento menciona el rol de la mujer dentro del mismo. Por ende, podría afirmarse que el uso de 
la lengua en el interior de la Ley General de Educación es un reflejo de la manera como se 
concibe el ejercicio del poder y la autoridad en el que el papel de la mujer simplemente es 
obviado debido a su supeditación a las formas masculinas de los tratamientos en relación con los 
cargos públicos. Este mismo fenómeno se repite en los artículos 104, 120, 142, 143, 156, 159, 
160, 162, 166 y 167; los cuales refieren de continuo a la figura masculina mediante términos 
como: el educador, el delegado, el Ministro de Educación Nacional, el Director, el Jefe, el 
rector, el representante, el Presidente de la República, el Alcalde, el Secretario, el diputado, 
entre otros. 
Dichas menciones, al igual que el trasfondo patriarcalista que encierran estos artículos 





Artículo 104. El educador. El educador20 es el orientador en los 
establecimientos educativos (…) 
 
 
En estos cuatro artículos se evidencia la estructura falocéntrica 
del sistema educativo colombiano en la que no solo se señala al 
educador como el orientador (director) de los establecimientos 
educativos, sino que, además, se demuestra una estructura 
jerárquica dentro del sistema conformada por los varones 
encargados de tomar las decisiones concernientes a la 
administración educativa.  
 
De acuerdo con lo anterior, no es de extrañar que para el año 
2013 el porcentaje de mujeres ocupando cargos administrativos 
en las instituciones educativas del sector oficial sea inferior en 
comparación con los hombres en dichos cargos; mientras que el 
porcentaje de mujeres ejerciendo la docencia en los niveles de 
educación preescolar y básica primaria es superior al de los 
hombres en dichos niveles.  
 
Según el censo del DANE, C-600 de 2013, del total de docentes 
del sector oficial el 70% de los cargos lo ocupaban las mujeres, 
principalmente en el nivel de preescolar, en el que los hombres 
tenían una participación inferior al 20%. Este panorama es muy 
diciente respecto a los roles de género en el sector educativo, 
puesto que, al compararlo con el porcentaje de mujeres ocupando 
cargos directivos en este sector la diferencia es significativa. El 
censo del 2013 revela que para ese año las mujeres que ocupaban 
el cargo de rectoras o directoras era inferior al 40%.  
 
Artículo 120. Junta Nacional de Escalafón (…) tendrá la 
siguiente conformación: a) Un (1) delegado del Ministro de 
Educación Nacional; b) Dos (2) Directores Generales del 
Ministerio de Educación Nacional, designados por el Ministro 
c) El Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Educación 
Nacional (…) y e) Un (1) representante de las asociaciones de 
establecimientos educativos privados (…) 
 
 
Artículo 142. Conformación del gobierno escolar. Cada 
establecimiento educativo del Estado tendrá un gobierno escolar 




Artículo 143. (…) En cada establecimiento educativo del Estado 
existirá un Concejo Directivo integrado por: a) El rector del 
establecimiento educativo, quien lo convocará y presidirá; b) 
Dos representantes de los docentes de la institución (…) d) Un 
representante de los estudiantes e) Un representante de los ex 
alumnos de la institución, y f) Un representante de los sectores 
productivos del área de influencia del sector productivo. 
                                                 




Este hecho permite evidenciar la brecha significativa que existe 
entre hombres y mujeres respecto a los roles y los cargos de 
poder en la educación colombiana. Los datos citados reflejan que 
el estereotipo y el esquema falocéntrico que sitúa a la mujer 
como la encargada de las labores del cuidado y al hombre como 
la cabeza del poder político y administrativo, continúan vigentes 
aun en las primeras décadas del siglo XXI. Tal como lo afirma 
Barquín (1994), “en el discurso general existe una visión de la 
mujer como «cuidadora»”, lo cual explica “la dedicación 
femenina a los puestos docentes en preescolar y primaria y su 
ausencia, casi total, de los puestos directivos en los mismo 
niveles educativos” (p. 28). 
 
 De este modo, es posible afirmar que el patrón falocéntrico en la 
educación no se encuentra presente únicamente en el uso sexista 
del lenguaje, sino que es una realidad latente en el país, la cual se 
hace manifiesta a través de la palabra.  
 
Artículo 156. (…) La Junta Nacional de Educación, June, estará 
integrada así: a) El Ministro de Educación Nacional, quien la 
preside; b) Un delegado de entidad territorial departamental y 
distrital (…) c) Un delegado de las entidades territoriales 
municipales (…) d) Dos (2) investigadores en el campo 
educativo (…) que serán designados por el Presidente de la 
República (…) e) Un representante de las instituciones 
dedicadas a la investigación educativa, designado por el 
Presidente de la República (…). 
 
 
En estos artículos, además de la estructura jerárquica dentro del 
sistema educativo nacional anteriormente mencionado, es 
posible identificar la estructura patriarcal del Estado colombiano 
en general, puesto que es allí en donde se origina la organización 
administrativa e ideológica de la educación.  
 
Nótese que en cada uno de los artículos (156, 160, 166 y 167) se 




Artículo 160. (…) En cada uno de los distritos habrá una Junta 
Distrital de Educación conformada por: 1. El Alcalde del 
Distrito quien la presidirá. 2. El Secretario de Educación 
Distrital. 3. El Secretario de Hacienda Distrital o su delegado. 
4. El Director de la Oficina de Planeación Distrital o del 
organismo que haga sus veces. 5. El Representante del 
Ministerio de Educación Nacional (…). 
 
Distrito, al Ministro de Educación, al Secretario de Hacienda, al 
Ministro de salud, al gobernador y a los rectores y directores de 
las universidades, centros de investigación e instituciones más 
destacadas del país.   
 
Esta mención no es fortuita y se corresponde completamente con 
la configuración del poder estatal, el cual se ha mantenido en 
posesión de los hombres desde los inicios de la república. Así 
pues, desde la independencia de Colombia hasta el momento, el 
país nunca ha tenido una mujer ocupando la presidencia; y en la 
actualidad, tan sólo el 30% de las mujeres se encuentran 
ocupando cargos públicos.  
 
Según el informe de la Mesa de Género de la Cooperación 
Internacional en Colombia, publicado en 2011, el porcentaje de 
mujeres electas para ocupar cargos de elección popular durante 
el periodo 2012-2015 fue del 9.8% para gobernadoras, 9.81% 
para alcaldesas, 17.94% para diputadas, 16.08% para concejalas, 
12.6% para representantes a la Cámara y 16.6% para cargos en el 
Senado.  
 
Dichas cifras indican una subrepresentación y un bajo nivel de 
participación de la mujer en los escenarios del poder político, así 
como la falta de garantías para el acceso a los cargos de elección 




Artículo 162. (…) Las Juntas Municipales de Educación estarán 
conformadas por: 1. El Alcalde, quien la presidirá. 2. El 
Secretario de Educación Municipal o el funcionario que haga 
sus veces. 3. Un Director de Núcleo designado por la asociación 
regional de directores de núcleo o quien haga sus veces. 4. Un 
representante del Concejo Municipal o de las juntas 
administradoras locales (…). 
 
 
Artículo 166 (…) Los foros educativos departamentales serán 
convocados y presididos por los gobernadores y en ellos 
participarán además: - El Secretario de Educación 
Departamental o el funcionario que haga sus veces. - Un 
delegado de la Asamblea Departamental que no sea diputado. - 
El Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
en el departamento. - El Director Regional del Sena en el 
departamento. - Dos representantes de los municipios elegidos 
por la asociación de municipios. - Un representante de la iglesia. 
- Un rector de universidad estatal (…). - Un rector de 
universidad privada (…) - Un representante de las instituciones 
educativas privadas. - Un representante de los educadores (…) 
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Un representante de los directivos docentes (…) - Un 
representante de los gremios económicos. - Un representante de 
las filiales de cada una de las centrales obreras. - Un 
representante de las asociaciones de padres de familia (…) - Un 
representante de los supervisores de educación. - Un 
representante de los grupos étnicos (…) Un representante de los 
funcionarios administrativos (…) y - Un representante de los 
estudiantes (…) 
 
De igual forma, a pesar de que la Ley de Cuotas o Ley 581 de 
2002 establece que el 30% de los cargos públicos en Colombia 
deben ser ejercidos por mujeres; en el actual Congreso de la 
República, de 268 legisladores tan solo 54 son mujeres, lo cual 
equivale a un 20% de personajes femeninos ocupando este cargo, 
cifra evidentemente inferior a lo establecido por la ley.  
 
De hecho, la necesidad de la promulgación de una ley como la 
Ley de Cuotas para que las mujeres pudieran participar en los 
cargos públicos del país, demuestra la estructura rígida y 
ortodoxa del Estado colombiano, dentro de la cual las mujeres 
deben luchar por abrirse paso y revindicar sus derechos.  
 
En el caso de la educación los datos no son menos alarmantes, 
como se mencionó anteriormente la participación de la mujer en 
los cargos directivos de las instituciones educativas es 
significativamente inferior en relación con los hombres. 
Ejemplos significativos de este fenómeno son que de los 33 
Ministros de Educación que han sido nombrados en la historia de 
Colombia, tan solo 9 han sido mujeres; 5 de las cuales han 
ocupado el cargo durante los periodos comprendidos entre 2002 
y 2018. A esto se suma el hecho de que, sólo después de 150 
años desde la fundación de la Universidad Nacional de 
Colombia, una mujer, Dolly Montoya, por primera vez en la 




Artículo 167. Foro Educativo Nacional (…) En estos foros 
participarán: - El Ministro de Educación Nacional. - El 
Ministro de Salud, o su delegado. - Un gobernador, nombrado 
por la Conferencia de Gobernadores. - Un alcalde nombrado por 
la Federación Colombiana de Municipios. - Los Presidentes de 
las Comisiones Sexta Constitucionales de Senado y Cámara. - 
Un ex Ministro de educación nombrado por el Ministro de 
Educación. - El Director de Colciencias. - El Director del 
ICFES. - El Director del Sena. - El rector de la Universidad 
Nacional. - El rector de la Universidad Pedagógica Nacional. 
- El rector de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de 
Colombia. - Un rector representante de las demás universidades 
públicas. - Un rector representante de las universidades privadas. 
- Un rector de establecimiento educativo estatal. - Un rector 
de establecimiento educativo privado. - Un representante de la 
iglesia. - Un representante de los educadores (…) Un 
representante de los directivos docentes (…)- Un secretario de 
Educación Departamental o el funcionario que haga sus veces. - 
Un representante de los profesores universitarios. - Un 
representante de las centrales obreras. - Un representante de los 




padres de familia. - Un representante de las organizaciones 
nacionales de los grupos étnicos. - Un representante de los 
estudiantes (…) Un representante de los funcionarios 
administrativos del servicio educativo (…) y - Un representante 
del Comité de Lingüística Aborigen. 
 
Los datos anteriores comprueban la persistencia del 
falocentrismo a niveles más allá del sistema educativo, y 
demuestra que el patriarcalismo en la LGE de 1994 es 
simplemente un reflejo de una estructura mayor, presente en el 
Estado desde la época colonial y republicana. De allí la 
importancia de realizar estudios como este para evidenciar dicha 
problemática y empezar a trabajar en propuestas de equidad en 




En ese orden de ideas, los casos expuestos permiten comprobar dos hipótesis de Romaine 
en lo referente al falocentrismo en la LGE de 1994. La primera, “la práctica de nombrar es una 
práctica social y una actividad simbólica reflejo de un orden en el que los hombres van primero” 
(Romaine, 1996, pág. 127); y la segunda, “La idea preponderante de que todo el mundo es varón 
mientras no se demuestre lo contrario se manifiesta de varios modos en la lengua y en los 
modelos de análisis lingüístico” (Romaine, 1996, pág. 132). De acuerdo con esto, se podría 
concluir que en la LGE de 1994 la figura de la mujer se presenta como un sujeto indeterminado 
asentado dentro de una tradición falocentrica en la que “la construcción ideológica de género se 
presenta bajo el dominio de lo masculino” (Spivak, 1998, pág. 20). 
En este aspecto, cabe aclarar que el debate sobre el sexismo en lenguaje ha sido 
ampliamente discutido. A pesar de las evidencias que se han presentado de la presencia de una 
ideología patriarcalista y machista en las estructuras discursivas de la lengua, como en el caso 
aquí presentado, algunos autores como Bosque han criticado la defensa del uso no sexista del 
lenguaje llevando al extremo y a la ridiculización los ejemplos empleados por los manuales y 
guías que proponen la visibilización de la mujer en la lengua española. 
¿Será o no sexista el uso de la expresión el otro en la secuencia Juan y María se ayudan el uno al 
otro en lo que pueden? Como esta expresión tampoco visibiliza el femenino en la concordancia, 
cabe pensar que esta frase también es sexista. Si a un hombre o una mujer se le escapa la frase 
Ayer estuvimos comiendo en casa de mis padres, ¿estará siendo sexista? Seguramente sí […] 
¿Debería entonces pedirse a la RAE que expulsara estas voces de su diccionario (padre: pl. El 
padre y la madre, DRAE) y de su gramática (Nueva gramática, 2l). (Bosque, 2015, pág. 9) 
 
 
Con ejemplos como el anterior, se pone en manifiesto un modelo de dominación que 
consiste en el enaltecimiento y aceptación del uso patriarcal de la lengua, el cual ridiculiza los 
argumentos y los usos propuestos por el lenguaje inclusivo, llevando a pensar que las luchas 
contra la segregación del lenguaje hacen parte de un debate inútil, puesto que “la lengua se 
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propone como una entidad aislada que no tiene relación con las estructuras de poder” (Chaves-
O'Flynn, 2017, pág. 230).  
De la misma manera, la ridiculización de la forma de pensamiento de los defensores del 
lenguaje inclusivo se vincula con un tipo de violencia epistémica que caracteriza a los 
argumentos de estas personas como inválidos al carecer de un rigor científico: “tiene, pues, pleno 
sentido preguntarse qué autoridad (profesional, científica, social, política, administrativa) poseen 
las personas que tan escrupulosamente dictaminan la presencia de sexismo en tales expresiones, 
y con ello en quienes las emplean” (Bosque, 2015, pág. 7). 
En síntesis, las críticas de autores como Bosque en contra de la reivindicación y 
visibilización de la mujer en los usos de la lengua conlleva a la reafirmación de los discursos y 
formas de pensamiento androcéntricas por medio de la banalización de la “experiencia de 
exclusión de género de otros agentes reales” y la creación de un “imaginario clínico del terror 
hacia la variación y el contacto lingüísticos” (Chaves-O'Flynn, 2017, pág. 231 y 232).  
Cabe mencionar que la importancia de visibilizar a la mujer en el discurso político radica en 
la afirmación de la consciencia de género en las relaciones sociales y en la reivindicación del 
papel de la mujer en igualdad con el hombre en todos los ámbitos. Tal y como lo afirman 
Guerrero y Lledó (2008), es necesario nombrar claramente a la mujer en el lenguaje de las leyes, 
puesto que este tiene la función de identificar específicamente “a las personas con derechos y 
deberes, con obligaciones y con condiciones de existencia” (pág. 7).  En este sentido, el 
reconocimiento de la mujer debe verse reflejado en las normas jurídicas y “en todos los casos en 
los que los derechos y obligaciones les afecten directamente y siempre que afecten a las 




3.3.2 Colonialidad del Saber 
Junto con la invasión territorial, la esclavización de los habitantes primigenios de Abya 
Yala y los actos barbáricos de violencia y destrucción que protagonizaron los conquistadores del 
“Nuevo Mundo”, se desarrolló también un proceso de colonización epistémica fundamentada en 
la destrucción de los saberes propios de los pueblos colonizados (Santos, 2010, pág. 8) , la cual 
consistió en la invalidación y negación de las formas de conocer y del pensamiento autónomo de 
las poblaciones marginadas.  
Según Santos (2003), la historia de Latinoamérica se construyó sobre la base del 
espistemicidio, durante el proceso de conquista   muchos de los conocimientos originarios de la 
Abya Yala fueron quemados y destruidos, mientras que aquellos que lograron sobrevivir fueron 
silenciados, reprimidos y marginados. Como consecuencia de ello, muchos de los saberes 
ancestrales de los pueblos nativos se perdieron irreparablemente.  
Así, desde su llegada al continente, los europeos vieron a los indígenas como seres 
salvajes, sin alma, sin inteligencia, seres incivilizados carentes de educación alguna a quienes 
debían educar e impartir una doctrina religiosa. Bajo esta concepción, los colonizadores 
asociaron la idea de raza con la de nivel intelectual, los pueblos indígenas y africanos eran 
considerados como epistemológicamente inferiores, mientras que los conocimientos europeos 
ocuparon una posición de prestigio y superioridad sobre las demás formas de conocer. De esta 
forma,  “los pueblos conquistados y dominados fueron situados en una posición natural de 
inferioridad y, en consecuencia, también sus rasgos fenotípicos, así como sus descubrimientos 
mentales y culturales” (Quijano, 2000, pág. 203). 
De acuerdo con lo anterior, los conocimientos producidos en Europa se constituyeron 
como verdades “universales” en cuanto a las formas de ver el mundo, e instauraron la ciencia 
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como única manera de conocer la realidad. La producción de conocimiento se convirtió en 
privilegio exclusivo de los europeos, quienes se encargaron de imponer su cosmovisión y sus 
saberes, al mismo tiempo que se mitificaron y desvalorizaron las formas de conocimiento no 
europeo. 
En este aspecto, Quijano (1992) señala que dicha imposición inició con “una sistemática 
represión de creencias, ideas, imágenes, símbolos y conocimientos que no sirvieran para la 
dominación colonial global” y continuó con una “represión sobre los modos de conocer y 
producir conocimiento, perspectivas, sistemas de imágenes, modos de significación y recursos, 
patrones e instrumentos de expresión formalizada y objetivada intelectual o visual” (pág. 12).  
Posteriormente, los dominantes impusieron sus propios patrones de expresión, creencias e 
imágenes, “las cuales sirvieron no sólo para impedir la producción cultural de los dominados, 
sino también como medios muy eficaces de control social y cultural” (pág. 12). 
De la misma manera, Quijano afirma que el adoctrinamiento cultural convirtió a los 
patrones de producción de conocimiento europeo en una “imagen mistificada” la cual era 
anhelada por los dominados puesto que representaba un medio para acceder al poder (pág. 12). 
Es decir, una vez erradicadas las formas no europeas de conocer, la única alternativa para 
participar dentro de la estructura de poder colonial era adoptar el canon dominante del 
conocimiento, y dado que, en la mayoría de los casos los patrones de producción de 
conocimiento y significación europeos eran enseñados de modo parcial y selectivo (pág. 12)  “la 
europeización cultural se convirtió en una aspiración” y posteriormente en un “modelo cultural 
universal” (pág. 13).  
De este modo, “las previas culturas de América fueron convertidas en subculturas 
campesinas, iletradas, condenadas a la oralidad” cuyo único medio de expresión intelectual eran 
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los patrones culturales de los dominantes (pág. 13). Adicionalmente, desde la mirada de Quijano, 
dentro de la nueva configuración del conocimiento, el establecimiento de la racionalidad europea 
a través de su postulado principal “Cógito ergo sum”21 implicó también una diferenciación entre 
quienes son los “sujetos” del conocimiento y “lo o los objetos del conocimiento” (pág. 14). 
En otras palabras, el paradigma epistemológico europeo es de carácter individualista, es 
decir, “se constituye en sí y ante sí mismo, en su discurso y en su capacidad de reflexión” (pág. 
14), razón por la cual no puede concebir que existan “otros sujetos” racionales-cognoscentes 
fuera del contexto europeo. En este sentido el “Occidente” pensado desde Europa se constituye 
como una identidad diferente del resto del mundo, y desde esa construcción ontológica y 
epistémica percibe a los demás (no Europa) como «“objetos” de conocimiento y/o de prácticas 
de dominación» (pág. 16). A partir de esta diferenciación surgen, de un lado, la historia, la 
sociología, la economía y las ciencias políticas como las disciplinas fundamentales para el 
estudio de las sociedades “modernas” y “civilizadas” (Europa); y del otro lado, aparecen la 
antropología y la etnología para estudiar a las “tribus”, a los “primitivos” y a los “otros” en 
general (Wallerstein, Análisis de los sistemas-mundo: una introducción, 2005, pág. 8).   
 
3.3.2.1 Epistemocentrismo, logocentrismo y antropocentrismo 
Como se mencionó anteriormente, a partir de la conquista, los conocimientos de los 
pueblos indígenas y afrodescendientes fueron vistos por los colonizadores como carentes de 
valor y sentido. Para los europeos, las tradiciones ancestrales, las prácticas culturales y 
                                                 
21 Cogito ergo sum es la locución latina correspondiente al planteamiento filosófico de René Descartes cuyo 
significado en español es “pienso, por lo tanto soy”. 
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espirituales de los pueblos indígenas y africanos, comparadas con la cultura occidental; eran 
inferiores, acientíficos, retrasados e irracionales.  
Por ello, Europa, en su ego indómito, se adjudicó a sí misma el derecho a destruir aquello 
que consideraba inútil e inferior, al igual que considero que tenía el deber de “educar” a aquellos 
seres incivilizados, salvajes e incultos. De esta forma, Europa procedió a des-culturizar a las 
nuevas colonias, para re-culturizarlas de acuerdo con sus cánones.  Desde ese momento, fue 
trazado el rumbo que tomaría la educación y la producción de conocimiento en América: la 
ciencia europea. 
La ciencia fue el argumento de base del proyecto colonial, que inició la segregación de 
las formas “no científicas” de conocer el mundo. El método científico-europeo se rige bajo la 
concepción de que todo en el universo es observable, medible y cuantificable, incluso en las 
ciencias sociales y las humanidades se cosifica, cualifica y objetiva al ser humano.  Desde la 
perspectiva de la ciencia todo puede ser “objeto” de estudio. 
Castro-Gómez (2010) denomina a esta concepción universalista y objetivista del 
conocimiento la “hybris del punto cero”, un lugar de enunciación de conocimiento a partir del 
cual “el mundo puede ser nombrado en su esencialidad” por cuanto refleja “de forma más pura la 
estructura universal de la razón” (pág. 14). El razonamiento cartesiano según el cual el 
conocedor debe despojarse de su subjetividad para poder conocer verdaderamente algo, es una de 
las manifestaciones más claras de la hybris del punto cero.  
Así, para Castro-Gómez situarse en el punto cero de enunciación es la garantía de un 
“comienzo epistemológico absoluto” y del “control económico y social sobre el mundo” (pág. 
25). En otras palabras, estar en el punto cero de la producción epistemológica equivale a “tener 
el poder de instituir, de representar, de construir una visión sobre el mundo social y natural 
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reconocida como legítima y avalada por el Estado” (pág. 25). De esta manera se asume que todo 
conocimiento que no se adapte a los métodos racionales, experimentales y analíticos de las 
denominadas “ciencias” es poco objetivo, se encuentra contaminado, pertenece a concepciones 
mitológicas y arcaicas sobre el mundo que son poco probables y debe, por ende, ser rechazado. 
Dicha asunción es avalada por el mundo eurocentrado como la regla que permite al ser humano 
mirar a su objeto de estudio “tal como es y no como debiera ser” (pág. 27).  
De acuerdo con lo anterior, uno de los inconvenientes de la manera científica-occidental 
de conocer el mundo es su inflexibilidad, rigurosidad y criterios de veracidad que impiden el 
diálogo con las formas diferentes de acercarse al conocimiento. Europa se estableció como 
centro epistémico del mundo y desde allí genero leyes, discursos, métodos, prácticas y formas de 
pensar, actuar y vivir; a las que confirió el estatus de universales. Para Lander (2000) esta 
objetivación y universalización del conocimiento estableció las diferencias entre las “sociedades 
modernas occidentales y el resto del mundo. Se da, como señala Bruno Latour, una 
diferenciación básica entre una sociedad que posee la verdad -el control de la naturaleza- y otras 
que no lo tienen” (pág. 24). 
El establecimiento de lo europeo como centro hegemónico del conocimiento, implica el 
rechazo y la invisibilización de aquello que no se adecua a los parámetros de Europa. Lo 
diferente, lo incomprensible por el razonamiento y el logos europeo, es marginado, rechazado, 
ocultado. Por décadas Europa ha estado dominada por un egoísmo que ha cerrado las puertas a 
posibilidades diferentes de vivir, pensar, actuar, conocer, descubrir y transformar el mundo; 
muchas ideas y propuestas de gran valor, provenientes de personas y culturas asombrosas, cuyas 
voces han clamado una y mil veces por la oportunidad de ser oídas; han sido ahogadas por la 
soberbia de quienes creen que son poseedores de todo. Como señala Castro-Gómez (2010): 
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las muchas formas de conocer están ubicadas en una concepción de la historia que deslegitima su 
coexistencia espacial y las ordena de acuerdo a un esquema teleológico de progresión temporal 
Las diversas formas de conocimiento desplegadas por la humanidad conducirían paulatinamente 
hacia una única forma legítima de conocer el mundo: la desplegada por la racionalidad científico-
técnica de la modernidad. (pág. 45) 
 
En este sentido, desde la perspectiva de Castro el conocimiento ha sido construido bajo 
una concepción de linealidad y evolución según la cual las sociedades amerindias previas a la 
colonia representaban el pasado “primitivo” y “premoderno” de la humanidad, mientras que 
Europa era la culminación del desarrollo intelectual y “moderno” cuya imagen se erige como el 
modelo único al cual deben llegar todas las sociedades “atrasadas”, “infantiles” e “inmaduras” 
(pág. 37). Por tanto, desde la visión de Castro, la perspectiva ontológica y geocultural del 
conocimiento sobre la que se basan los estudios sociales y las ciencias humanas, parte de una 
concepción de temporalidad asimétrica del “desarrollo” cognitivo de las poblaciones no-europeas 
en contraposición con las “civilizaciones” europeas.  
 Por otro lado, uno de los ámbitos que en América se vio gravemente afectado a causa de 
la cientificidad europea, fue la espiritualidad. Lo espiritual y lo metafísico fue agraviado por 
Europa de dos maneras y dos momentos distintos. El primero corresponde a la aniquilación de 
las prácticas religiosas de los pueblos indígenas por medio de la evangelización en la época de la 
conquista; el segundo corresponde al surgimiento del humanismo. 
El humanismo nace hacia el siglo XV como una propuesta alternativa de ver el mundo. 
Con el Renacimiento, el arte, la filosofía y las ciencias tomaron gran fuerza y reconocimiento, de 
modo que rompieron con la estructura y los paradigmas religiosos que se habían establecido en 
Europa desde la Edad Media. La reforma producida por el Renacimiento, impactó de tal manera 
el mundo occidental que provocó el cambio total del sistema de gobierno y la estructura general 
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de la sociedad: la iglesia perdió poder e influencia política y fue separada del Estado, el Estado 
se estableció como la autoridad máxima de las naciones y el hombre (blanco, europeo)  se 
posicionó como el centro del universo, concediéndose a sí mismo las facultades para crear sus 
propias leyes, dominar la naturaleza y el universo,  e incluso a otros hombres. De esta manera, 
las creencias religiosas de los pueblos indígenas y afrodescendientes sufrieron una doble 
discriminación, primero por ser anticatólicas y segundo por ser fantasiosas, irreales y 
anticientíficas, según la visión eurocéntrica. 
Desde la teoría de Wallerstein (2005), la visión antropocentrista del conocimiento fue 
constituida desde dos premisas, la primera corresponde al modelo newtoniano en el que se 
propone una visión teológica de la posición del hombre en el mundo: “al igual que Dios, 
podemos alcanzar certezas, y por lo tanto no necesitamos distinguir entre el pasado y el futuro 
puesto que todo coexiste en un presente eterno”; y la segunda se remite al dualismo cartesiano 
según el cual “existe una división fundamental entre la naturaleza y los humanos, entre la materia 
y la mente, entre el mundo físico y el mundo social/ espiritual” (pág. 4). Así, pues, con base en 
estas dos premisas se consolidó la división entre los modos de conocer, por un lado, la ciencia se 
convirtió en “la búsqueda de las leyes naturales que se mantenían en todo tiempo y espacio”; y 
por el otro, lo divino y lo filosófico fueron remplazados por “las realizaciones materiales de la 
tecnología” (pág. 5). De acuerdo con esto, la división del conocimiento (ciencia/filosofía) 
adquirió un valor jerárquico en el que el conocimiento verdadero equivalía a la ciencia, mientras 
que la filosofía, la teología y las humanidades fueron concebidas como conocimientos 
imaginarios correspondiente a la no-ciencia (pág. 7).  
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Adicional a ello, la ciencia también se convirtió en el elemento nodal del capitalismo y la 
modernidad, como señala Quijano (2007) la ciencia es un modo formalizado y elaborado de 
producir conocimiento, el cual da cuenta de las necesidades cognitivas del capitalismo (pág. 94):  
la medición, la cuantificación, la externalización (objetivación) de lo cognoscible respecto del 
conocedor, para el control de las relaciones de las gentes con la naturaleza, y entre aquellas 
respecto de ésta, en especial de la propiedad de los recursos de producción. (pág. 94)  
 
De acuerdo con lo anterior, este modo de conocer y producir conocimiento en favor de 
las relaciones de producción capitalista recibe el nombre de racional y ha sido impuesto y 
aceptado como “la única racionalidad válida y como emblema de la modernidad” (pág. 94). De 
esta manera, la racionalidad europea como línea constitutiva del conocimiento se ha mantenido 
hasta la actualidad y hace parte de la colonialidad en el marco de lo que Quijano denomina 
“modernidad/racionalidad” (pág. 94). 
En este sentido, Quijano afirma que el cognitivismo eurocentrado no es sólo una 
construcción referente a los europeos ni a los dominantes del sistema capitalista, sino que 
también involucra a todos aquellos que son educados bajo esta perspectiva. De esta forma, la 
racionalidad se presenta como un hecho dado (natural) el cual no es susceptible de ser 
cuestionado (pág. 94). 
En el caso de la LGE de 1994 los patrones logocentrismo y epistemocentrismo se vinculan 
con los patrones capitalismo y desarrollismo a través del modelo de Solow, el cual propone que 
a través de la cualificación continua y ascendente del capital humano sustentada en la 
acumulación de conocimiento científico y el progreso tecnológico se logre el crecimiento del 
Producto Interno Bruto de cada país. De acuerdo con esto, Solow atribuye al sistema educativo la 
tera de cualificar al capital humano, brindar las condiciones para la adquisición del conocimiento 
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científico y tecnológico y generar nuevos conocimientos que retroalimenten de manera positiva 
el crecimiento de la economía. En la LGE de 1994 el artículo 5° refleja el vínculo entre estos 
patrones en la educación colombiana al señalar como objetivos los siguientes: 
La adquisición y generación de los conocimientos científicos y técnicos más avanzados, 
humanísticos, históricos, sociales, geográficos y estéticos, mediante la apropiación de hábitos 
intelectuales adecuados para el desarrollo del saber. El desarrollo de la capacidad crítica, reflexiva 
y analítica que fortalezca el avance científico y tecnológico nacional. (Ley 115, art. 5)  
 
En los artículos anteriores se evidencia la manera como el sistema educativo se articula al 
sistema económico tal y como lo planteó Solow, el Banco Mundial, el Fondo Monetario 
Internacional y el presidente Gaviria en su Plan de Apertura Educativa. Así, además de la 
supeditación de la educación al desarrollo económico, la configuración de este sistema suscita 
otro problema que es necesario mencionar: “los conocimientos científicos y técnicos más 
avanzados” son un rótulo proveniente de la cosmovisión eurooccidental que diferencia lo 
“avanzado” o “moderno” de lo “primitivo” o “tradicional”.  
De acuerdo con lo anterior, se entiende que lo “avanzado” corresponde a Europa o 
Norteamérica y que lo “primitivo” corresponde al resto del mundo. De esta manera, lo que se 
define en la Ley General de Educación como avanzado responde a una lógica eurocéntrica que se 
ha encargado de interiorizar la concepción de lo tradicional o “acientífico”, es decir, de lo no-
europeo (Colombia), como conocimientos de origen primitivo que hacen parte de un país 
“subdesarrollado” y “tercermundista” que necesita avanzar por medio de la importación de la 
ciencia y la tecnología europea o norteamericana.  
 En concordancia con lo anterior, en los artículos 20 y 22 correspondientes a los objetivos 
generales de la educación básica y secundaria se evidencia el establecimiento de lo científico 
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como una verdad axiomática que posiciona al razonamiento lógico como dogma generador de 
leyes universales e invisivilizador de formas diferentes de percibir la realidad: 
Propiciar una formación general mediante el acceso, de manera crítica y creativa, al 
conocimiento científico, tecnológico, artístico y humanístico y de sus relaciones con la vida 
social y con la naturaleza, de manera tal que prepare al educando para los niveles superiores del 
proceso educativo y para su vinculación con la sociedad y el trabajo; (…). Ampliar y profundizar 
en el razonamiento lógico y analítico para la interpretación y solución de los problemas de la 
ciencia, la tecnología y de la vida cotidiana. (Ley 115, art. 20)  
 
 El desarrollo de las capacidades para el razonamiento lógico, mediante el dominio de los 
sistemas numéricos, geométricos, métricos, lógicos, analíticos, de conjuntos de operaciones y 
relaciones, así como para su utilización en la interpretación y solución de los problemas de la 
ciencia, de la tecnología y los de la vida cotidiana. (Ley 115, art. 22)  
 
En estos artículos se demuestra de manera clara la adopción del Discurso del método 
formulado por Descartes, en donde el razonamiento lógico matemático y lógico científico son las 
únicas maneras de explicar, entender, conocer y validar la realidad histórica, las relaciones 
sociales, el arte, las humanidades, el universo y las situaciones de la vida cotidiana. Este mismo 
patrón se repite a lo largo del artículo 22 en los literales d, h e i:  
d) El avance en el conocimiento científico de los fenómenos físicos, químicos y biológicos, 
mediante la comprensión de las leyes, el planteamiento de problemas y la observación 
experimental 
 
h) El estudio científico de la historia nacional y mundial dirigido a comprender el desarrollo de la 
sociedad, y el estudio de las ciencias sociales, con miras al análisis de las condiciones actuales de 
la realidad social 
 
i) El estudio científico del universo, de la tierra, de su estructura física, de su división y 
organización política, del desarrollo económico de los países y de las diversas manifestaciones 
culturales de los pueblos. 
 
 De acuerdo con lo anterior,  los conocimientos ancestrales, las historias tradicionales, las 
costumbres de las poblaciones y las lenguas propias que no hacen parte la Europa o la 
Norteamérica cientificista-capitalista; la espiritualidad, la emocionalidad y los demás saberes que 
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no entran dentro del canon de lo científico, quedan desvinculados de la formación de los 
estudiantes o pierden valor al ser considerados como conocimientos míticos, religiosos y/o 
culturales, inferiores a la ciencia. En este sentido, el artículo 43 ilustra de una mejor manera 
dicha concepción de inferioridad frente a los saberes no científicos: “Se considera educación 
informal todo conocimiento libre y espontáneamente adquirido, proveniente de personas, 
entidades, medios masivos de comunicación, medios impresos, tradiciones, costumbres, 
comportamientos sociales y otros no estructurados” (Ley 115, art. 43). 
En el artículo se aprecia apreciar la clasificación jerárquica de los conocimientos 
instituida a partir de la ley, en donde los saberes adquiridos por medio de “tradiciones, 
costumbres, comportamientos sociales y otros no estructurados” son adscritos a la categoría de 
informales, entendiendo por informal aquellos saberes que por no hacer parte del canon 
establecido por el Estado, se encuentran en un nivel de inferioridad frente a los conocimientos 
científicos constituidos como áreas obligatorias y fundamentales de la educación formal (véase 
artículos 22 y 31). 
Por último, la definición de educación formal consagrada en el artículo 10 como la 
conducente al otorgamiento de grados y títulos (artículo 10. Ley 115 de 1994) proporciona otro 
elemento de análisis en la distinción entre educación formal e informal: el único conocimiento 
válido es aquel que se encuentra respaldado por las academias y los títulos que estas otorgan, por 
tanto, se entiende que bajo este sistema elitista el conocimiento por sí mismo no vale , sino que, 
lo que garantiza el valor de un saber son los reconocimientos otorgados a partir de los discursos 
de calidad, acreditación, estandarización y competitividad, definidos por Jaramillo (2015) como 
“léxicos de la deshumanización”.   
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3.3.3 Colonialismo Lingüístico 
La colonialidad del saber además de la erradicación de los conocimientos y saberes 
ancestrales también implicó un proceso de enjaenación de las lenguas vernáculas de los pueblos 
precoloniales y la posterior imposición del castellano como la lengua “compañera del imperio” 
(De Nebrija, 2011), los procesos de evangelización y alfabetización de la población indígena 
decretados a partir de las Leyes de Burgos (Gröll, Montes, & Pappenheim, 2009, pág. 43) fueron 
la principal causante de la erradicación de la diversidad lingüística en la actual Hispanoamérica. 
En 1770, la cédula Real decretada por Carlos III ordenó la extinción de las lenguas 
indígenas en los virreinatos de Perú, Nueva España y el Reino de Granada (Chaves-O'Flynn, 
2017, pág. 241) con el objetivo de “desterrar la idolatría y civilizar a los salvajes a través de la 
instrucción de las escrituras en lengua castellana” (Zimmermann, 1999, p. 115. Citado por 
O’Flynn, 2017, p. 241). De este modo, gran parte de las lenguas nativas fueron desplazadas o 
sustituidas por el español, y, aunque el bilingüismo y el multilingüismo lograron conservarse en 
las partes más aisladas de los territorios, las políticas que demandaban la erradicación de las 
lenguas indígenas y el establecimiento del castellano como lengua oficial, continuaron, en el 
caso de Colombia, hasta la época republicana (Chaves-O'Flynn, 2017, pág. 241). De esta manera, 
la evangelización de los indígenas se logró mediante un proceso de colonización lingüística en la 
que algunas veces los evangelizadores hicieron uso de las propias lenguas vernáculas para lograr 
sus propósitos a través de lo que se denominó lenguas generales (Garcés, 2009, pág. 22). 
Las lenguas generales eran lenguas caracterizadas por “hallarse extendidas en vastos 
territorios y ser de uso generalizado entre las élites gobernantes, aunque no fueran 
necesariamente habladas por el grueso de la población” (Garcés, 2009, pág. 22). Estas lenguas 
eran el quechua, el aimara, el puquina y el chibcha, y eran utilizadas por los misioneros como 
111 
 
recurso para evangelizar a los indígenas. De esta forma, “la Corona favoreció el paso directo 
desde las lenguas indígenas al castellano, mientras que la Iglesia favorecía el uso de aquellas en 
función de la evangelización” (Garcés, 2009, pág. 22).  
Por otra parte, la presencia de la escritura fue un elemento determinante para la 
inferiorización de las lenguas indígenas y la auto-sublimación del español y las lenguas 
coloniales alfabetizadas como símbolo de la “civilización”, del “desarrollo intelectual”, de la 
modernidad y del conocimiento. Así, los pueblos que no tenían una escritura alfabética 
simplemente “no tenían escritura” y sus sistemas de inscripción gráfica fueron considerados 
“protoescrituras” o “preescrituras” (Garcés, 2009, pág. 34). De esta manera, la escritura 
alfabética colonial asumió la “uni-versalidad en términos del significado mismo de escritura” 
(Garcés, 2009, pág. 34), por lo que “la lengua escrita pasó a recibir una valoración más positiva 
que la lengua hablada y las lenguas estandarizadas mayor apreciación que los dialectos o las 
lenguas ágrafas” (Chaves-O'Flynn, 2017, pág. 23). 
Adicional a ello, la implantación de la escritura alfabetizada significó no sólo la 
“civilización” de los “bárbaros analfabetos”, sino que también implicó la instauración de la 
palabra escrita como aquella que “informa, ordena, organiza la legibilidad y comprensión del 
mundo en términos maniqueos de inclusiones -si se adecúan al orden creado por el discurso- y de 
exclusiones -si su naturaleza se resiste a entrar en los límites de la escritura” (González-Stephan, 
1994, pág. 112) . En otras palabras, la escritura alfabética se convirtió en el único medio para 
organizar la sociedad civil. La escritura fue el medio de expresar las leyes y garantizar el acceso 
a la “cultura” por medio de la lectura, en donde el libro tenía la función de moldear los hábitos 
según los limites conductuales señalados por la escritura principalmente de manuales y 
gramáticas (González-Stephan, 1994, pág. 111). De esta forma, “la escritura se erige en el 
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espacio de la ley, de la autoridad, en el poder fundacional y creador de las nuevas entidades” 
(González-Stephan, 1994, pág. 111) , según el cual quienes no saben leer y escribir, o no lo 
hacen apropiadamente, quedan excluidos de la participación social o son discriminados por 
incultos.  
Asimismo, la publicación de la gramática de Nebrija en 1492 además de elevar “la 
categoría de la lengua española a un nivel equiparable al latín” y de situarla “entre las más 
completas y evolucionadas según la mentalidad de la época” (Garcés, 2009, pág. 26), relegó a las 
lenguas amerindias a la calidad de dialectos y se convirtió en el elemento justificador para la 
posterior construcción de los Estados-nación, bajo la concepción de una identidad nacional 
forjada a través de la unidad y homogeneidad lingüística (Garcés, 2009, pág. 29).  
En este sentido, a pesar de la conformación de Colombia como una nación independiente 
en el siglo XIX, España intentó mantener “en el plano idiomático un colonialismo que en plano 
de lo político ya no era posible” (Moreno, 2007, p. 366 Citado por Chaves-O'Flynn, 2017, pág. 
13). Para ello, aprobó desde la Real Academia de la Lengua Española (RAE) la creación de 
academias en América encargadas de la defensa y promoción del castellano. Andrés Bello fue 
uno de los primeros gramáticos que se interesó por la unificación del código español en el país y 
por la reproducción de las prácticas lingüísticas españolas, proponiendo el castellano como 
modelo a seguir. De esta manera, desde los procesos de independencia y desde la instauración en 
Colombia de la primera Academia de la Lengua en Latinoamérica (1871), en Colombia se 
empezó a relacionar la idea de identidad nacional con el monolingüismo radicado en la 
aceptación de un español normativo al modelo de España (Chaves-O'Flynn, 2017, pág. 14).  
De acuerdo con esto, la aparición de las gramáticas reforzó la idea de la necesidad de una 
lengua común que facilitara los procesos de comunicación, funcionando como una pieza clave 
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para la consolidación del Estado nacional. Tal como la afirma Bourdieu (1985): 
La lengua oficial se ha constituido vinculada al Estado. Y esto tanto en su génesis como en sus 
usos sociales. Es en el proceso de constitución del estado cuando se crean las condiciones de la 
creación de un mercado lingüístico unificado y dominado por la lengua oficial. (pág. 19) 
En el caso de Colombia, la Constitución de 1886 fue la principal promotora de la 
consolidación del país como Estado nacional por medio de la unificación lingüística y cultural a 
través de la reafirmación del español como lengua oficial y la reinstauración de las misiones que 
se encargaron de “integrar” a los indígenas a la “vida civilizada” a través del aprendizaje del 
español y la conversión a la fe católica (Gröll et al. 2009, pág. 55). 
De la misma manera, en los años 60 las figuras conservadoras Gilberto Alzate y Gustavo 
Rojas Pinilla hicieron un llamado a la hispanidad con el ánimo de fortalecer los lazos con la 
tradición española y oponerse a las propuestas modernizantes de los liberales y al 
panamericanismo anglosajón (Figueroa, 2007, pág. 201). 
A partir de estos sucesos se empiezan a crear leyes para la defensa del idioma español de 
la influencia norteamericana, la Ley 2 de 1960 dictaminó las “medidas para la defensa del idioma 
patrio” prohibiendo la utilización de extranjerismos en los documentos oficiales y avisos 
publicitarios, y autorizando su remoción en caso de que incumplieran la norma. Adicionalmente, 
esta ley declaró el 23 de abril (aniversario de la muerte de Cervantes) como la fecha para “rendir 
culto al idioma” y ordenó a todos los establecimientos docentes, públicos y privados 
conmemorar esta fecha (Ley 2 de 1960, art. 3). 
En la década de los 70 la Ley 14 de 1979 reafirmó las medidas para la “defensa del 
idioma español”, convirtiendo a Colombia en el país “más persistente en la promulgación y 
cumplimiento de las leyes de defensa del idioma” (Chaves-O'Flynn, 2017, pág. 52).  En este 
sentido, la relación entre identidad e idioma fue reforzada a través de las leyes y promovió, de la 
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mano de la iglesia católica, un puritanismo lingüístico que condenaba el uso tanto de las lenguas 
indígenas como de las extranjeras. Esta situación se transformaría más adelante con la 
Constitución de 1991 y las políticas de apertura económica que llevarían al país a establecer 
relaciones comerciales con países extranjeros y a implementar el inglés como parte de los 
programas de modernización.  
Por otra parte, respecto a lo dicho anteriormente sobre el establecimiento de las lenguas 
de los colonizadores como lenguas de la “civilización”, Mignolo (1999) destaca la manera como 
dichas lenguas instauraron una relación directa con la idea de literatura y conocimiento 
académico, de forma que conformaron un poder hegemónico en cuanto a la producción 
intelectual mediado por las lenguas coloniales en el ámbito de la modernidad. Dichas lenguas 
corresponden al inglés, el francés y el alemán (pág. 64); y el tipo de conocimiento que denotan es 
el de la “ciencia”. El español, a pesar de ser una de las lenguas coloniales y de haber tenido gran 
influencia principalmente en América, fue desplazado por las lenguas francesa, inglesa y 
alemana como resultado de la pérdida del poder económico y político de España frente a los 
procesos de industrialización ocurridos en Inglaterra. 
De acuerdo con lo anterior, el inglés, el francés y el alemán se convirtieron en las lenguas 
de la alta modernidad y situaron a Europa como el lugar de enunciación del conocimiento 
(Mignolo, 1999, pág. 56), después de 1945 la transnacionalización de la economía y el desarrollo 
del capital económico norteamericano dentro del marco de la globalización incluyeron a los 
Estados Unidos dentro de la lista de los países “productores del conocimiento científico”, y 
posicionaron el inglés como “lengua universal” del conocimiento académico. De esta manera, 
“quien quiera hacer ciencia, filosofía, conocimiento, tiene que apropiarse de tales lenguas para 
moverse en dicho espacio de poder”, las otras lenguas sirven para expresar cultura, folklore o 
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literatura, más no ciencia (Garcés, 2007, pág. 226). Este es el caso de las lenguas amerindias que 
luego de la imposición del español y a partir de 1850 pasaron a convertirse en objeto de estudio 
bajo la categoría de estudios precolombinos, del folklore y la etnohistoria, cuyos hallazgos e 
interpretaciones fueron ligados a la historia y los legados del colonialismo español (Mignolo, 
1999, pág. 72).  
En el caso colombiano, la concepción de las lenguas de las comunidades indígenas como 
parte del folklore, de la inferiorización y museización de la nación respecto a la “lengua 
nacional” (castellano) se refleja en discursos como el de la Ley 1381 de 2010 o Ley de Lenguas 
Nativas, la cual, en el artículo segundo las denomina “patrimonio cultural inmaterial de los 
pueblos que las hablan”. De esta manera, las lenguas de los pueblos indígenas y de los “grupos 
étnicos” en general, son consideradas como “patrimonio muerto e inactivo”, cuya preservación y 
fortalecimiento se encuentra a cargo de agentes externos (Guerrero, 2011, pág. 51). Esta 
situación conlleva a que lo indígena y lo étnico, es decir, lo “otro”, sea visto como “mercancía 
para ofrecer al turista, al televidente, al lector, al interlocutor”; y que a su vez las leyes se 
conviertan en un medio para legitimar los prejuicios y las percepciones de lo indígena y lo étnico 
como parte del “pasado histórico o remoto” del país (Guerrero, 2011, pág. 51).  
En cuanto a la LGE de 1994, es importante mencionar que la Constitución de 1991 
decreta en sus artículos primero, séptimo y octavo que Colombia es un Estado pluralista, en el 
que se reconoce la diversidad étnica y cultural de la nación y cuya obligación es proteger la 
riqueza cultural del país. De la misma manera, en el artículo décimo declara al español como el 
idioma oficial de Colombia y dispone que “las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son 
también oficiales en sus territorios” y que “la enseñanza que se imparta en las comunidades con 
tradiciones lingüísticas propias será bilingüe”. 
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Al analizar estos artículos, es posible observar que desde la misma Constitución se 
desprende una problemática de jerarquización e inequidad respecto a la relación entre la lengua 
oficial y las lenguas de los grupos étnicos colombianos.  De hecho, al fluctuar en la 
denominación de las lenguas de los grupos étnicos entre la categoría de lenguas y dialectos, la 
Constitución incurre en un prejuicio colonialista. Atribuir a las lenguas de los grupos étnicos la 
calidad de dialectos implica la caer en la misma asunción de los conquistadores españoles y las 
elites imperiales de que “solo los sistemas lingüísticos hablados por ellos, el imperio, son 
estimables de denominarse lenguas” (Guerrero J. , 2017, pág. 142). 
Además, la ideología que encierra el concepto de dialecto se encuentra asociada a la 
connotación negativa de inferioridad, subordinación, fealdad, incompletitud y corruptibilidad en 
relación con la lengua imperial (Guerrero J. , 2017, pág. 142). 
En adición, cuando la Constitución declara que el idioma oficial de Colombia es el 
castellano y que las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son oficiales en sus territorios, 
establece de inmediato una categorización del castellano como lengua mayoritaria-dominante de 
uso general en toda la nación, a la vez que categoriza a las lenguas de los grupos étnicos como 
lenguas minoritarias cuyo uso y reconocimiento se restringe a los territorios en los que dichas 
lenguas son habladas.  
Nótese que la constitución declara a Colombia como un país pluralista siendo esta una 
definición vaga, que en un sentido general refiere a la existencia de múltiples grupos dentro del 
sistema político y la sociedad, pero que no especifica la concepción de lo plural en cuanto a la 
diversidad lingüística. Así pues, al declarar al castellano como la lengua oficial, Colombia queda 
por fuera de la denominación de Estado plurilingüe a pesar de que en el país existen más de 65 
lenguas indígenas, además de las lenguas criollas y la Romanés (Instituto Caro y Cuervo, s.f.).  
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En este sentido,  
el hecho de que las políticas lingüísticas estén cimentadas en el concepto de 
territorialidad restringe el estatus cooficial de las lenguas minoritarias a ciertas regiones. 
Aunque esta medida garantiza a los hablantes su derecho al bilingüismo, no prevé una 
posición de igualdad absoluta entre varias lenguas. (Gröll et al. 2009, pág. 93) 
 
Adicionalmente, dicha situación de inequidad entre las lenguas posiciona a su vez a los 
hablantes de las lenguas “minoritarias” en situaciones de desigualdad, al asignar a los hablantes 
bilingües una responsabilidad que no aplica para los hablantes monolingües del español, la de 
usar una segunda lengua para poder expresarse en contextos ajenos a su territorio y lengua 
nativa, “mientras que el otro hablante “se puede hacer entender” en su lengua materna en 
cualquier parte” (Gröll et al., 2009, pág. 93). 
De la misma manera, la restricción de las lenguas a los territorios supone otro problema 
de igual relevancia. Al confinarse el uso de la lengua a un territorio determinado, la 
supervivencia de la lengua se convierte en un factor dependiente de la permanencia de los 
hablantes en dicho territorio y de la longevidad de los mismos. En este sentido, las lenguas de los 
grupos tienden a desaparecer no sólo con el fallecimiento de los hablantes, sino con los procesos 
migratorios ocasionados por la violencia o la búsqueda de mejores oportunidades en otras 
regiones del país. Así las cosas, la oficialización de las lenguas restringida al territorio no tiene 
ningún sentido.  
En el plano de la educación ocurre lo mismo, el artículo 57 de la LGE de 1994 dispone lo 
siguiente:  
Lengua materna. En sus respectivos territorios, la enseñanza de los grupos étnicos con tradición 
lingüística, propia será bilingüe, tomando como fundamento escolar la lengua materna del 
respectivo grupo, sin detrimento de lo dispuesto en el literal c) del artículo 21 de la presente Ley. 




Este artículo reproduce lo establecido en el artículo décimo de la Constitución planteando 
de nuevo el mismo problema y dejando en evidencia otra falencia de la norma. La enseñanza de 
las lenguas de los grupos étnicos además de restringirse a los territorios e imponer el aprendizaje 
del español como segunda lengua a estas comunidades, también refleja que el bilingüismo, tal y 
como lo plantea la ley, es una iniciativa de una sola vía, es decir, los miembros de los grupos 
étnicos tienen la obligación de aprender la lengua oficial (castellano), pero los hablantes 
monolingües del castellano no tienen (no necesitan) que aprender las lenguas de dichos grupos. 
Esto implica que cuando un hispanohablante visita los territorios de las comunidades y grupos 
étnicos la interacción entre ellos se plantea automáticamente en castellano, aun cuando la lengua 
oficial del territorio sea otra, y cuando dentro del contexto comunicativo de ese caso particular, 
la mayoría la constituyan los hablantes de la lengua no hispana. 
Si se analiza con atención este tipo de casos, es posible observar que la inequidad se 
produce no sólo en el número de hablantes de la lengua o la distribución diatópica de las lenguas 
en el territorio, sino en la valoración que dichas lenguas adquieren en el contexto sociopolítico 
del país. El castellano adquiere una valoración superior respecto a las demás lenguas, puesto que 
se constituye como una lengua plenifuncional, es decir, aquella que puede cumplir todas las 
funciones comunicativas que se producen en el contexto social. 
De la misma manera, el artículo 21 al que hace referencia el texto citado, es una 
reiteración de lo dicho anteriormente. Al referirse a los objetivos de la educación básica, este 
artículo menciona como objetivo lo siguiente:  
El desarrollo de las habilidades comunicativas básicas para leer, comprender, escribir, escuchar, 
hablar y expresarse correctamente en lengua castellana y también en la lengua materna, en el caso 
de los grupos étnicos con tradición lingüística propia, así como el fomento de la afición por la 




Además de lo mencionado hasta el momento, el artículo 21 conduce a otro aspecto que es 
importante analizar. El bilingüismo promulgado por la LGE de 1994 debe generarse sin 
detrimento de las disposiciones para el aprendizaje del castellano en cuanto a las habilidades 
comunicativas, las cuales deben guiar a los estudiantes a “expresarse correctamente en lengua 
castellana”. Esto supone que a los estudiantes bilingües, cuya lengua materna no es el castellano, 
se les demanda la misma habilidad y capacidad de desenvolvimiento en el uso de la lengua que a 
los estudiantes cuya lengua materna es el castellano. De modo que lo estudiantes pertenecientes a 
los grupos étnicos que presentan dificultades para leer, escribir, escuchar o hablar 
“correctamente” en castellano son expuestos a situaciones de discriminación por sus “falencias” 
en el dominio de dicha lengua. 
Por otra parte, el artículo 21 también suscita la reflexión sobre la implicación que tiene 
para las lenguas ajenas al castellano el requisito de la lectoescritura como parte de los objetivos 
de la educación. Los artículos 20 y 22 hacen énfasis en este aspecto al considerar como objetivos 
tanto de la educación básica como secundaria, lo siguiente:  
Desarrollar las habilidades comunicativas para leer, comprender, escribir, escuchar, hablar y 
expresarse correctamente. (Ley 115, art. 20) 
 
El desarrollo de la capacidad para apreciar y utilizar la lengua como medio de expresión 
estética. (Ley 115, art. 20) 
 
El desarrollo de la capacidad para comprender textos y expresar correctamente mensajes 
complejos, orales y escritos en lengua castellana, así como para entender, mediante un estudio 
sistemático, los diferentes elementos constitutivos de la lengua. (Ley 115, art. 22) 
 
En los artículos anteriores se puede observar que la lengua que se privilegia en el sistema 
educativo, como ya se ha mencionado, es el castellano. El artículo 20 pone en manifiesto el 
trasfondo higienista y discriminatorio respecto al uso del lenguaje.  
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Por una parte, en el artículo 20 es posible observar que el primer objetivo que se plantea 
es de “leer y escribir”. Retomando lo dicho anteriormente sobre el colonialismo lingüístico, es 
importante recordar que los procesos de conquista implicaron la alfabetización y la instauración 
de la lengua escrita como el instrumento válido y de mayor estatus para la expresión del 
pensamiento; y que la lengua que se impuso como portadora del código escrito fue la del 
colonizador, es decir, el español. En este orden, al establecer la lectura y la escritura como 
objetivos de la educación básica, se hace alusión directamente a que esa lectura y escritura se 
enseñan en relación con una lengua que maneja el código escrito, cuyo referente directo 
corresponde al castellano. 
En el caso de las lenguas de los grupos étnicos que han adoptado la escritura alfabética se 
ha producido una normativización que se lleva a cabo por parte de “lingüistas expertos que no 
pertenecen a la comunidad de hablantes”, lo cual conlleva a que se produzca una estandarización 
de la lengua, que en la mayoría de los casos desconoce sus variantes (Gröll et al., 2009, pág. 94).  
Adicionalmente, la introducción de la escritura en las comunidades con tradición oral 
implica, como lo señala Gröll,(2009) una transformación en las relaciones sociales y de poder en 
el interior de las comunidades (pág. 94). Esta transformación se produce porque en las 
comunidades de tradición oral, la transmisión generacional de los conocimientos se encuentra a 
cargo de los ancianos y ancianas cuya figura representa autoridad y respeto. Por ende, al 
introducir la escritura se transgrede esta autoridad y se modifican las relaciones entre los 
miembros de la comunidad, ya que el conocimiento se convierte en un elemento de acceso 




Si bien la escritura no es del todo un aspecto negativo, puesto que permite el 
fortalecimiento y conservación de la lengua, así como la posibilidad de llevar un registro de la 
historia de las comunidades, la escritura significa, como se mencionó anteriormente, el 
debilitamiento de las tradiciones y la devaluación de la oralidad frente a la escritura; sin 
mencionar que la adopción del código escrito es en la mayoría de los casos una asimilación de 
las convenciones existentes (Gröll y cols., 2009, pág. 94) y no una creación autónoma de los 
pueblos. 
Por otra parte, el artículo 22 también pone en manifiesto otro rasgo de la colonialidad 
lingüística frente al conocimiento al designar como objetivo de la educación secundaria lo 
siguiente: 
La valoración y utilización de la lengua castellana como medio de expresión literaria y el estudio 
de la creación literaria en el país y en el mundo (Ley 115, art. 22) 
 
En este artículo, la LGE establece a la lengua castellana como la portadora de la literatura 
y la designa como único sistema para la expresión de la misma, por cuanto no hace referencia a 
las demás lenguas. A pesar de que la intencionalidad del artículo sea buena respecto a la 
apreciación del castellano como medio de expresión literaria, la exclusión de las demás lenguas 
en la enunciación del artículo implica que la enseñanza de la literatura en las instituciones del 
país se enfoca únicamente en la literatura castellana tanto en su producción como en su lectura. 
De hecho, en Colombia, la literatura que por lo general se asocia con los grupos étnicos 
corresponde únicamente a la mitología, la cual no sólo se estudia en español en el caso de los 




Lo anterior se debe, en primera medida, a que la concepción de linealidad histórica que se 
estableció con la conquista, además de señalar el año de 1492 como el “inicio” de la historia 
colombiana, también asoció lo indígena con lo premoderno, es decir, con lo atrasado o lo anterior 
al progreso representado por Europa. Trasladado al campo literario, la literatura indígena y la de 
los pueblos africanos no sólo fue destruida, silenciada y contaminada por la influencia 
española22, sino que a su vez quedó confinada a ser vista como previa a la literatura castellana 
que se impondría con la escritura de la mano de los cronistas españoles y los criollos 
escolarizados. 
De igual manera, la concepción de literatura como “lo que esta escrito”, ha sido uno de 
los factores que ha contribuido a que la literatura de los pueblos étnicos sea invisibilizada. Así, al 
posicionar a la escritura como el criterio definitorio de lo literario, los relatos de los grupos 
étnicos de tradición oral, e incluso, los de las comunidades campesinas, quedan excluidos del 
canon literario estudiado en las escuelas del país. 
Adicionalmente, el monolingüismo literario que supone el artículo 21 también implica 
una inequidad en cuanto a la valoración de las lenguas desde la perspectiva de lo literario. Así, 
valorar al castellano como medio de expresión literaria significa que lo escrito en lenguas 
diferentes al castellano, es decir, las de los grupos étnicos, no son consideradas dentro del marco 
de la literatura o adquieren una valoración inferior a la escrita en castellano. 
                                                 
22 Algunos de los relatos de los pueblos indígenas como el Yuruparí reflejan la influencia del catolicismo español.  
La transcripción de los relatos al español también implicó un proceso de adaptación, resignificación y 
transformación de las palabras y los sucesos bajo el influjo español. Para más información sobre este tema véase 
GÓMEZ, Darío. Literaturas precolombinas: entre lo ancestral y lo colonial. Revista Co-herencia Vol. 14, No 27 
Julio - Diciembre de 2017, pp. 41-64. 
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Del mismo modo, en una sociedad donde la lengua dominante es el castellano, la difusión 
de la literatura de los grupos étnicos presupone su traducción al castellano, lo cual reitera la 
posición de dominancia del castellano sobre las demás lenguas. 
Por otro lado, la LGE también presenta una situación de inequidad de las lenguas de los 
grupos étnicos respecto a la lengua extranjera. Los artículos 21 y 22 señalan como objetivos de la 
educación básica y secundaria “la adquisición de elementos de conversación y de lectura al 
menos en una lengua extranjera” y “la comprensión y capacidad de expresarse en una lengua 
extranjera”.  Asimismo, el artículo 23 establece como área fundamental y obligatoria “las 
humanidades, lengua castellana e idiomas extranjeros”. 
Como se puede observar, los artículos 21, 22 y 23 otorgan un estatus superior y una 
mayor importancia al aprendizaje de una lengua extranjera que al aprendizaje de las lenguas 
nacionales. Desde la LGE se considera fundamental aprender una lengua extranjera cuyo uso se 
encuentra por fuera del contexto lingüístico y social del país, pero no considera fundamental 
aprender las lenguas de los pueblos que conforman el territorio nacional con quienes la 
interacción es más cercana y necesaria. 
La explicación del porqué de la preferencia de las lenguas extranjeras en la educación 
colombiana se reduce a la economía. No es coincidencia que en la actualidad, entre la gran 
variedad de lenguas extranjeras que existen, la lengua cuyo aprendizaje se privilegia sea el 
inglés. Tal como se mencionó anteriormente, los procesos de transnacionalización de la 
economía y la denominada globalización interfirieron en las políticas y planes de desarrollo de 
los países incluyendo la educación. El Plan de apertura económica anteriormente citado y su 
vinculación con el Plan de Apertura Educativa creaba la necesidad de la inclusión de las lenguas 
extranjeras como parte de la estructura curricular de las instituciones en pro del desarrollo 
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económico. De esta forma, al ser los Estados Unidos la actual potencia económica mundial, el 
aprendizaje del inglés se convierte en un requisito.  
De la misma manera, la construcción que vincula el aprendizaje del inglés a mejores 
oportunidades en el campo laboral también ha propiciado que la lengua inglesa en sí misma se 
convierta en un elemento de consumo dentro del mundo de la producción de bienes y servicios, 
en el que aprender el idioma extranjero es sinónimo de ascenso y estatus a nivel profesional y 
social. Así lo expresa la revista Dinero en uno de sus encabezados: 
Los institutos de inglés se hacen su agosto. En el mundo globalizado ser bilingüe no es ni un lujo, 
ni una cualidad, sino una necesidad. Los bajos niveles de inglés de Colombia y las exigencias del 
mercado laboral han pintado un panorama prometedor para las empresas que se dedican a enseñar 
el idioma (Revista Dinero, 2014). 
 
De acuerdo con lo anterior, al no representar un beneficio de tipo económico para el país, 
las lenguas de los grupos étnicos quedan excluidas del panorama educativo nacional y sólo se 
recurre a ellas como parte del atractivo turístico para llamar la atención de los viajeros. 
¿Quieres conocer de cerca las tradiciones de los indígenas en Colombia? Conoce algunos   de los 
lugares en donde podrás tener una experiencia única compartiendo con diferentes comunidades. 
Colombia es un país en el que las raíces indígenas han permanecido por siglos. Con una 
población estimada por encima de un millón trescientos mil habitantes, existen lugares en 
diferentes regiones en donde los indígenas colombianos aún conservan sus tradiciones, 
normatividad y dialectos o lenguajes, integrándose de manera sana con el llamado mundo 
occidental sin perder la esencia. […] Reencontrarse con el pasado o conocer una cultura diferente 
a la que vemos en el día a día es el objetivo de cientos de turistas que buscan vivir una 
experiencia inolvidable de la mano de los indígenas en Colombia (Colombia Co, 2018) 
 
 
En síntesis, “la valoración de las lenguas a partir de su potencial económico conlleva a 
que en Colombia se entienda por bilingüismo el uso del español y otra lengua mayoritaria como 
inglés […] y no al uso de español y una lengua indígena” (Chaves-O'Flynn, 2017, pág. 250). El 
bilingüismo respecto a las lenguas de los grupos étnicos queda confinado al marco de la 




Así pues, lo expuesto hasta el momento es un ejemplo de la manera como la lengua ha 
sido uno de los instrumentos y manifestaciones de la colonialidad. Desde la época de la 
conquista hasta la actualidad la imposición de las lenguas coloniales ha sido el vehículo para 
adoctrinar, “civilizar” e implantar una representación de la realidad en los términos (conceptos, 
palabras) del colonizador. Esta imposición lingüística implica la adaptación de los saberes y el 
pensamiento a expresiones ajenas a las nativas y el establecimiento de categorías de prestigio y 
validez entre las lenguas, es decir, una jerarquización de las lenguas donde unas son centrales y 
otras periféricas, lo cual provoca que lenguas vernáculas entren en desuso (glotofagia) o que las 
producciones que no hacen parte de las lenguas hegemónicas sean invisibilizadas o devaluadas.  
 
3.3.4 Colonialidad del Ser 
Al igual que la economía y la educación, la condición del “ser” ha sido colonizada. Las 
expresiones culturales, la idea de raza anteriormente mencionada, la diferencia de género y los 
roles que a estas diferencias se adjudican, son las expresiones de un patrón de colonialidad 
centrado en el ideal de hombre europeo. Para Maldonado Torres (2007) la colonialidad del ser se 
encuentra ligada intrínsecamente con la colonialidad del poder y la racialización de los 
dominados descrita por Quijano, pero esta vez no como parte de una estructura organizadora de 
la sociedad en términos de jerarquías de poder sino como identidades construidas y legitimadas 
desde la propia experiencia de los cuerpos/mentes colonizados. 
En este sentido, el cuestionamiento fundante de la colonialidad del ser radica en la 
discusión sobre la humanidad de los sujetos colonizados bajo el condicionante del alma. La idea 
de raza fue fundamental para la asignación de “grados de humanidad” dentro de las nuevas 
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identidades producto de la colonización puesto que el color de la piel como el principal distintivo 
de la raza determinaba en términos de “blancura” la cercanía o lejanía respecto al “ideal de una 
humanidad completa” (pág. 132). De acuerdo con esto, lo indígena, lo negro y lo no europeo se 
establecen “como categorías preferenciales de la deshumanización racial en la modernidad” (pág. 
133). 
Esta incertidumbre sobre la humanidad de los colonizados se traduce en lo que 
Maldonado-Torres denomina un “escepticismo” que no sólo es “central para la modernidad 
europea” sino que a su vez “sirve como fondo a las certidumbres cartesianas y su método de 
duda hiperbólica” (pág. 134). De esta manera, los postulados de Descartes añaden al interrogante 
sobre la humanidad de los no europeos un nuevo cuestionamiento sobre su capacidad de razonar, 
el cual pone en discusión no sólo su humanidad sino su condición de existencia.  
Desde esta perspectiva, la teoría de Descartes vincula la actividad de pensar con la de 
existir, pero a su vez define la cualidad de pensar como una característica distintiva del hombre 
europeo, convirtiendo a la “racionalidad” europea en un foco de discriminación: « debajo del “yo 
pienso” podríamos leer “otros no piensan”, y en el interior de “soy” podemos ubicar la 
justificación filosófica para la idea de que “otros no son” o están desprovistos de ser» 
(Maldonado-Torres, 2007, pág. 142).  
Dicha condición de “no ser” fue el argumento que le dio potestad a los conquistadores 
europeos para matar, inferiorizar y racializar a los conquistados, pero además les otorgó la 
“autoridad” para colocar a los colonizados bajo una “observación asesina y violadora de un ego 
vigilante” (pág. 138). Para Maldonado-Torres, la colonización también implicó “un trato 
particular a la sexualidad femenina” (pág. 138)  consistente no sólo en la violación de las mujeres 
sino en la feminización de los varones convirtiendo a los conquistados en “entes sexuales 
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racializados”  cuyos cuerpos pasaron a formar parte de “una economía de abuso sexual, 
explotación y control” (pág. 139).  
De acuerdo con esto, los sujetos racializados y por ende inferiorizados desde la época 
colonial se convirtieron en elementos que sumados a la teoría de Descartes constituyeron la base 
para: 
1) convertir la naturaleza y el cuerpo en objetos de conocimiento y control; 2) concebir la 
búsqueda del conocimiento como una tarea ascética que busca distanciarse de lo 
subjetivo/corporal; y 3) elevar el escepticismo misantrópico y las evidencias racistas, 
justificadas por cierto sentido común, al nivel de filosofía primera y de fundamento 
mismo de las ciencias. (Maldonado-Torres, 2007, pág. 145)  
 
En este sentido, el silogismo pensar-existir constituyó la base para la negación de la 
existencia del otro, debido a que la acción de pensar se suscribe a la noción europea de razón, 
ciencia y conocimiento que condiciona el hecho de existir. Es por ello que aquellos que “no 
piensan” de acuerdo con el esquema europeo tampoco existen, es decir, son invisibilizados o 
negados ontológicamente. Es así como a partir de Europa se atribuye a los europeos la 
exclusividad del razonamiento y la superioridad epistémica frente a los demás pueblos a los que 
cataloga de “salvajes”, “incivilizados” e “irracionales” (colonialidad del saber), al igual que los 
niega o inferioriza en su calidad de personas, pueblos, culturas e identidades. 
 
3.3.4.1 Colonialidad del ser: lo mono y lo pluri 
Desde la época conocida como la antigüedad, los filósofos occidentales en su mayoría 
griegos como Tales de Mileto, Heráclito y Anaximandro, y posteriormente del resto de Europa, 
dieron inicio a una corriente filosófica conocida en la actualidad como el monismo.  Esta teoría 
era utilizada para explicar lo que ellos consideraban era la unicidad del ser humano, una 
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perspectiva desde la cual se construyó la concepción del hombre como una realidad única e 
indivisible constituida por una sola sustancia: “La sustancia es el ser en su exigencia de norma o 
ley, en su unidad e inmutabilidad, único objeto del pensamiento, único término de la 
investigación filosófica” (Maestre, 2010, pág. 11). Para algunos de estos pensadores, dicha 
sustancia era la materia, por tanto, se negaba la existencia del alma; para otros (los idealistas) la 
sustancia única era el espíritu, lo demás era simplemente abstracciones del ser.  
A partir de dichas consideraciones, se consolida entre los pensadores occidentales y en 
los entornos sociales, políticos y culturales con los cuales se vinculaban, la noción del hombre 
como un ser único caracterizado por la razón y la unidad mente-cuerpo. Desde los 
planteamientos de Parménides y la escuela eleática, se explicaba la unidad absoluta del ser, un 
hombre idealizado, ligado al mundo físico y por tanto materializado, el cual niega la existencia 
de la diversidad, de lo plural y de lo metafísico. De esta manera, se establece desde la antigüedad 
y desde occidente, una diferenciación de carácter ontológico entre lo que “es” (unidad-materia-
mente-razón) y lo que no es (diverso-plural-irracional).  
Así, pues, se configuró desde los inicios de la historia moderna, un paradigma filosófico 
y de orden social fundamentado en el Todo como unidad indivisible del hombre y del universo. 
Evidentemente, esta imagen de hombre es pensada desde el ideal griego y posteriormente desde 
el europeo, en el que se considera a Europa y su cultura como la totalidad global que debe ser 
unificada mediante la conquista y la civilización.  
De acuerdo con lo anterior, el principio del monismo se centra en la negación de la 
existencia del otro y la oposición a la diversidad. Así mismo, los criterios de unicidad y totalidad 
se encuentran estrechamente relacionados con la colonialidad del ser, al limitar las condiciones 
de la existencia a una sola forma de ser, estructurada, idealizada y totalizada; y a la colonialidad 
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del saber, al ser el conocimiento y la razón los condicionantes de la facultad del ser.  
Walter Mignolo (2013) explica este fenómeno de una manera más amplia y profunda, al 
analizar el monismo cultural o etnocentrismo desde una revisión crítica a la filosofía de 
Heidegger del “Dasein”. De acuerdo con esto, Mignolo pone en evidencia la diferenciación que 
hace el filósofo alemán entre “El Ser” y “los seres” a través de lo que denominó “la diferencia 
ontológica” (pág. 104). En este sentido, el “Dasein” es una clasificación ontológica supeditada 
por el espacio “ahí” y en contraposición con el “allá”. Dicha clasificación también involucra una 
relación con el tiempo y su referente histórico en función de las relaciones sociales en el mundo 
a partir de la cual se establece el “yo” y el “ellos” como expresión de lo individual (pág. 104). 
Adicional a ello, Mignolo afirma que el “yo” es también “nosotros” como expresión de una 
colectividad individualista (colonizadores) en confrontación con “ellos” (colonizados).  
Considerando lo anterior, el monismo se expresa desde la individualidad y la concepción 
única de hombre que se ha difundido a través de los filósofos a lo largo de occidente. Al 
considerar al hombre como un ser único y unitario se invisibiliza lo diverso y se abre paso a las 
prácticas etnocéntricas- discriminatorias que conforman el punto de partida para la colonización, 
lo “mono” (uno) rechaza lo “pluri” (varios), haciendo que el mundo sea reducido a una sola 
cultura, un solo hombre y un solo uni-verso. 
En lo concerniente a la LGE de 1994 es importante dirigir la mirada hacia la 
denominación y la concepción de la pluralidad. En este aspecto, a pesar de que la constitución de 
1991 en su artículo 1° declara a Colombia como un país pluralista, las implicaciones de este 
concepto en el marco legal y real de la educación en el país apuntan hacia una forma de 
colonialidad del ser relacionada con la asimilación cultural.  
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En este sentido, tal como lo menciona Walsh (2005) el termino pluriculturalismo en el 
contexto latinoamericano alude a la convivencia histórica entre los pueblos indígenas y afro con 
la población blanco-mestiza, en la cual, pese a existir un reconocimiento de la diversidad, dicho 
reconocimiento parte de una visión etnocéntrica. Es decir, desde la perspectiva pluricultural “las 
culturas indígenas y negras enriquecen al país, sin implicar o proponer un repensamiento de este 
o de sus instituciones y estructuras” (pág. 45), en otras palabas, la “inclusión” referida por el 
pluriculturalismo significa que la cultura que antes había   sido excluida, ahora se integra a la 
cultura dominante como un aditivo que no representa modificación alguna del sistema imperante.  
En el caso de la LGE de 1994 la situación anterior se refleja en el artículo 5° sobre los 
Fines de la Educación:  
la educación se desarrollará atendiendo a los siguientes fines: […] El estudio y la comprensión 
crítica de la cultura nacional y de la diversidad étnica y cultural del país, como fundamento 
de la unidad nacional y de su identidad. 
 
En este artículo se puede observar una visión monista y etnocéntrica de la educación en lo 
referente a la cultura y la identidad nacional. En primer lugar, el uso del término “la cultura 
nacional” hace referencia a la existencia de una sola cultura configurada dentro de una estructura 
única y unificada, lo cual supone la “inexistencia” de otras culturas dentro del marco de “lo 
nacional”. En segundo lugar, pese a que la segunda parte del artículo menciona la diversidad 
étnica y cultural del país, la organización del enunciado permite identificar dos elementos que 
dan cuenta, por un lado, del sesgo respecto a lo que se reconoce como cultura nacional; y, por el 





En este sentido, al mencionar “la cultura nacional y la diversidad étnica y cultural del 
país” como elementos aislados el artículo establece una diferenciación entre la cultura nacional 
y la diversidad cultural relacionada de manera directa con la diversidad étnica. La interpretación 
del artículo podría realizarse desde dos perspectivas: la primera, que el estudio de la cultura 
nacional se realiza de manera aislada de la diversidad cultural representada por los grupos 
étnicos puesto que no hacen parte de “lo nacional”23; y la segunda, que las culturas de los grupos 
étnicos son un “elemento más”, una “subcategoría” derivada de la categoría macro representada 
por la cultura nacional.  
De la misma manera, en el artículo 55 se puede observar este mismo patrón colonial en 
relación con la “integración” de los grupos étnicos a la cultura dominante y la concepción 
monolítica del sistema educativo:  
Artículo 55. Definición de etnoeducación. Se entiende por educación para grupos étnicos la que 
se ofrece a grupos o comunidades que integran la nacionalidad y que poseen una cultura, una 
lengua, unas tradiciones y unos fueros propios y autóctonos. Esta educación debe estar ligada al 
ambiente, al proceso productivo, al proceso social y cultural, con el debido respeto de sus 
creencias y tradiciones. 
 
En este artículo es evidente la concepción de la cultura y la nacionalidad desde la 
perspectiva pluralista mencionada por Walsh en la que los grupos étnicos y sus culturas 
simplemente “se integran a la nacionalidad” y por ende deben someterse y acogerse al sistema 
educativo y a la configuración de sus estructuras. Esto se refleja en el hecho señalado por el 
mismo artículo, según el cual la educación de los grupos étnicos debe “estar ligada al ambiente, 
al proceso productivo, social y cultural” del país, es decir, se habla de la diversidad cultural 
como un “elemento más” de la riqueza nacional y a su vez se mantiene la estructura dominante. 
                                                 
23 Una justificación a este fenómeno podría encontrarse en una de las acepciones del término étnico, la cual 
hace referencia no sólo a la diferencia racial, sino también, al extranjero.   
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En este sentido, “la pluriculturalidad funciona como un proceso de una vía, donde es más fácil 
aplicar el modelo predominante en la mayoría de reformas educativas, sumando la diversidad 
cultural a lo establecido” (Walsh, 2005, pág. 45) 
Este mismo fenómeno se repite en el artículo 56, el cual señala lo siguiente: 
Artículo 56. Principios y fines. La educación en los grupos étnicos estará orientada por los 
principios y fines generales de la educación establecidos en la integralidad, interculturalidad, 
diversidad lingüística, participación comunitaria, flexibilidad y progresividad 
 
En este artículo de nuevo se observa que la educación de los grupos étnicos continúa 
estableciéndose sobre los principios y parámetros provenientes de la legislación y la cultura 
nacional dominante, en la cual no se contempla una modificación de los objetivos de la 
educación en la que se tenga en cuenta la participación, las opiniones y los aportes de estas 
comunidades. Simplemente deben acogerse a la norma tal y como fue creada.  
En ese orden de ideas, la interculturalidad a la que refiere este artículo es en realidad una    
concepción pluriculturalista, puesto que se sustenta sobre el principio de inmutabilidad de la 
estructura hegemónica en la que no hay un replanteamiento de la educación desde las 
perspectivas de los grupos étnicos.  
De esta manera, cuando desde la LGE de 1994 se plantea como objetivo “la formación de 
los valores fundamentales para la convivencia en una sociedad democrática, participativa y 
pluralista” (art. 21),  en realidad está perpetuando y reproduciendo un patrón colonial en el que 
los niños que no pertenecen a los  grupos étnicos ven a los miembros de estas comunidades como 
extranjeros, ajenos a su cultura; y a su vez, obliga a quienes hacen parte de la etnicidad a asumir 




De igual forma, otros ejemplos de la colonialidad del ser se encuentran en los artículos 
anteriormente citados sobre el colonialismo lingüístico en el que el español se impone como 
lengua dominante sobre las demás lenguas del país; y en el articulado relacionado con el 
capitalismo y el desarrollismo a través del cual se concibe al estudiante como “recurso”, “mano 
de obra”, “capital humano”, condicionando su forma de ser, actuar y pensar a los requerimientos 
del sector productivo.  
Desde esta perspectiva, la colonialidad del ser también se encuentra vinculada a las 
prácticas que promueven el racismo, el sexismo y la jerarquización del poder. Como se ha 
podido observar hasta el momento, la colonialidad del ser envuelve las categorías de colonialidad 
del poder y colonialidad del saber en confluencia con las expresiones falocéntricas, 
epistemocéntricas, antropocéntricas y logocéntricas, en el sentido en el que establece diferencias 
de carácter racial, cultural y epistémico bajo las cuales se establecen los prototipos y los 
estereotipos de hombre y sociedad dentro del contexto social actual. Es decir, la colonialidad del 
ser implica las concepciones de superioridad/ inferioridad vinculadas a las diferencias raciales, a 
la distribución de la fuerza de trabajo, a la validación de los conocimientos bajo los términos de 
cientificidad y acientificidad; y a los roles sociales en relación con el sexo (masculino/femenino). 
Todos ellos establecidos en torno a una sola posición geográfica y un solo tipo de hombre: 
Europa y el hombre europeo, o en su defecto Norte América y el hombre norteamericano. 
En conclusión, desde la llegada de los conquistadores a América la influencia de las 
corrientes europeas y sus modelos sociales, económicos, políticos y educativos ha sido una 
constante a lo largo de la historia colombiana. A partir de esta influencia las leyes se han 
encargado de promover y adoptar modelos de vida provenientes de las culturas dominantes, las 
cuales a través de sus ideologías sesgan los “conocimientos otros” y establecen sistemas 
134 
 
excluyentes, jerárquicos y etnocéntricos que limitan la concepción de mundo a un solo punto de 
vista, negando la diversidad y sometiendo a la población a asumir sin cuestionamiento alguno 
roles de dominación y subordinación.  
En el caso de la educación, los patrones coloniales analizados anteriormente, no son 
simplemente la evidencia de un sistema educativo configurado bajo la influencia de estructuras 
de poder y cosmovisiones eurocéntricas o norteamericocéntricas, sino que además, son un reflejo 
de la manera como la sociedad colombiana en general se percibe a sí misma como un país 
subdesarrollado, inferior, dependiente, etc,  a partir de lo cual ejecuta planes de acción que 
además de reforzar dichas percepciones estimulan la reproducción de modos de vivir supeditados 
al servicio de la hegemonía.  
Adicional a ello, la concepción del sistema educativo como elemento nodal del 
capitalismo y del desarrollo económico, desdibuja por completo el papel de la educación al 
reducirla a la categoría de mercancía, a la vez que la deshumaniza al convertirla en una simple 
fábrica de lo que los economistas han denominado “capital humano”.  Esta apreciación es una 
invitación a repensar la educación y a cuestionarse sobre la manera como se educa a las nuevas 
generaciones. 
Actualmente, alrededor del mundo han surgido muchas críticas respecto al consumismo, 
los efectos de la industrialización en el medio ambiente y el efecto de la intervención de 
compañías multinacionales en los territorios pertenecientes a los sectores menos favorecidos de 
la sociedad en los países “subdesarrollados”. Sin embargo, no se ha considerado que dichas 
situaciones son el producto de una configuración ideológica que parte de concepciones 
heterogéneas en la estructuración del poder y que usa el sistema educativo como recurso para 
legitimar dichas estructuras. 
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Lo que se ha podido observar en la Ley General de Educación de 1994  es una educación 
pensada para ratificar las concepciones de Colombia como país tercermundista y para 
incrementar la “vergüenza” que históricamente le ha sido asignada a colombianos al tratar de 
compararlos con los países “desarrollados” y pretender ser iguales a ellos como el máximo logro 
de superación; aun cuando se nieguen las costumbres, las tradiciones, las emociones y los 
saberes que simplemente no encajan dentro de los estándares “civilización”, “ciencia” y 
“desarrollo”.  
Teniendo en cuenta lo anterior, en respuesta a la problemática de la colonialidad en la 
LGE de 1994 a continuación se presentan algunas alternativas para su decolonización, las cuales 
parten de las miradas y los conocimientos de personas y grupos quienes a partir de su experiencia 
y prácticas de vida generan espacios y proponen formas diferentes de ser, estar y actuar en el 
mundo. 
 
3.4 El Giro Decolonial: Alternativas para Decolonización de la Ley General de 
Educación de 1994 desde Miradas Pluriversas 
Mucho se ha hablado sobre la búsqueda de alternativas para reformar la educación 
colombiana, pero la mayoría de las propuestas surgen de miradas eurocéntricas y 
epistemocéntricas. Infortunadamente, la educación colombiana ha sido por años un intento poco 
exitoso de aplicar los métodos europeos en las escuelas, desconociendo el contexto social y 
cultural del país y reafirmando los patrones coloniales, en un afán ciego por convertir a 
Colombia en un país desarrollado semejante a las potencias euronorteamericanas. Skinner, 
Piaget, Vygotsky, Montessori, Frankfurt; conductismo, teoría social del aprendizaje, escuela 
nueva, etapas del desarrollo, constructivismo, etc.; han sido por décadas los autores y paradigmas 
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que han regido la educación colombiana. 
De una manera casi irreflexiva Colombia se ha dedicado a “seguir” el modelo educativo 
europeo y norteamericano, sin tener en consideración la pluriversalidad y los conocimientos 
otros, que por mucho tiempo han quedado ocultos bajo la hybris de la ciencia y su rigor 
metodológico. 
Como se ha podido observar, la educación planteada desde estás posturas conlleva a la 
reproducción de ideologías y modos de vida centrados en el capitalismo, la unicidad, la 
subalternidad y la negación del otro, entre muchos otros patrones que debido a su amplitud ha 
sido imposible abordar en este estudio. La educación que concibe al ser humano como un simple 
recurso económico, cualificable y reemplazable; y que se piensa a sí misma como una mera 
estrategia al servicio del sistema económico o de las naciones históricamente dominantes, 
imponiendo su cosmovisión; es una educación sin identidad, sin humanidad y sin una proyección 
estable de nación y sociedad, puesto que los continuos cambios de la economía internacional y 
las pérdidas culturales producto de la hegemonización social, llevarán de continuo al país de un 
lado para el otro, en una fluctuación  continua y una incertidumbre infinita, que al final del 
camino, y como siempre ha sucedido, termina sometiendo, explotando y rechazando al 
campesino, al indígena, al afrodescendiente, al pobre, al niño, a la mujer, etc.; y entregando al 
país al mejor postor, que por lo general corresponde a un dominio extranjero. 
Paradójicamente, las respuestas o las miradas “otras” a las problemáticas anteriormente 
expuestas en esta investigación surgen desde los mismos pueblos rechazados e inferiorizados y 
de sus conocimientos y modos de vivir que por tanto tiempo han sido negados e invisibilizados. 
Para esta investigación en particular, tres son las miradas a presentar: El buen vivir, el 
posdesarrollo y el sentipensar o corazonar el saber. 
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3.4.1 Buen Vivir 
Los pueblos indígenas reconocen que el eurocentrismo ha sido una imposición cuyo  
pensamiento ha sido “individualista, militarista, racista, vertical, acumulador y depredador” y 
que los Estados latinoamericanos se han encargado de reproducir esta visión constituyéndose 
como Estados coloniales, monoculturales, excluyentes, que no les han permitido participar en las 
decisiones nacionales y cuyos gobiernos neoliberales han contribuido, sin brindar soluciones 
eficaces, a la crisis ambiental, económica, alimentaria y social (Hunacuni, 2010, págs. 7-8). 
A partir de este reconocimiento, reclaman su participación en las decisiones de los países, 
la conversión de los mismos en Estados plurinacionales, la no exclusión de sus conocimientos, la 
afirmación de la naturaleza como sujeto de derecho y no como mercancía, entre muchos otros 
aspectos. De acuerdo con esto, el buen vivir es “la propuesta para el mundo” que estos pueblos 
han desarrollado, la cual se sustenta en “una forma de vivir reflejada en una práctica cotidiana de 
respeto, armonía y equilibrio con todo lo que existe, comprendiendo que en la vida todo está 
interconectado, es interdependiente y está interrelacionado” (Hunacuni, 2010, pág. 10 y 11). 
El buen vivir surge de los términos aymara y quechua suma qamaña y sumak kawsay. 
Desde la perspectiva aymara y quechua estos términos más que un “vivir bien” significan “vida 
en plenitud” (Hunacuni, 2010, pág. 13). Este vivir en plenitud se diferencia de la mirada 
occidental del “vivir mejor” cuyo propósito es la acumulación de la riqueza y cuyos resultados se 
miden en función del crecimiento económico. Vivir bien, para los pueblos aymara y quechua 
significa “estar en armonía con todos y todo” (Hunacuni, 2010, pág. 34), en donde la vida, la 
naturaleza, la comunidad y los valores éticos y morales son el fundamento para una vida plena. 
Desde esta perspectiva, el Buen Vivir o Vivir Bien propone relaciones armónicas en 
todos los campos, la economía, la educación, el sistema judicial, el Estado, el territorio, la 
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comunidad y las relaciones hombre-mujer. Para efectos de esta investigación se hará referencia a 
los aspectos relacionados con la economía, la educación y las relaciones hombre-mujer desde la 
cosmovisión indígena del Buen Vivir. 
En el campo de la economía, el Buen Vivir se opone a la visión antropocéntrica de la 
naturaleza como recurso al servicio del ser humano cuyas relaciones se reducen a la explotación 
desaforada y la ruptura del equilibrio natural de los ecosistemas, generando la extinción de las 
especies, la contaminación de las fuentes hídricas y la destrucción de los bosques.  Para las 
comunidades indígenas tanto el capitalismo como el socialismo han organizado la economía en 
función del bienestar únicamente del ser humano, en el que la visión lineal del desarrollo ha 
generado «una lógica acumulativa promovida desde la educación primaria, secundaria y 
superior, que empuja a los seres humanos a migrar hacia las ciudades en busca de progreso en la 
perspectiva de "vivir mejor"» (Hunacuni, 2010, pág. 56). 
Desde esta mirada, la noción de desarrollo propuesta por occidente además de causar el 
desequilibrio ambiental ha provocado multitudinarias migraciones hacia los centros urbanos en 
los que la sobrepoblación es causante de problemas en la prestación de los servicios de salud, 
educación, vivienda.; generando pobreza marginalidad y desigualdad económico-social y 
discriminación racial. 
Por este motivo, los pueblos indígenas proponen una economía comunitaria desde el 
ayllu, es decir, desde la comprensión de la comunidad como “la unidad y estructura de la vida”  
en la que el ser humano es sólo una parte de la estructura social conformada por todos los seres 
vivos (Hunacuni, 2010, pág. 54). 
De acuerdo con esto, a diferencia de la mirada occidental, la naturaleza no es vista como 
un “recurso” sino como un ser vivo, por tanto, no es objeto de dominio sino sujeto de relaciones 
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recíprocas y complementarias, en las que se reconoce la importancia, el valor y la necesidad de 
respetar todo lo vivo, como uno de los pilares del vivir bien. En este sentido, el Summa qamaña, 
desde la perspectiva económica, es una economía fundamentada en la complementariedad, la 
reciprocidad y la vida en comunidad, en la que las relaciones económicas no están dirigidas a la 
acumulación del capital, sino a la preservación de la vida. En otras palabras, «el principio es: 
"que todos vayamos juntos, que nadie se quede atrás, que todos tengan todo y que a nadie le falte 
nada"» (Hunacuni, 2010, pág. 57). 
De acuerdo con lo anterior, la economía complementaria del Ayllu además de la 
complementariedad y la reciprocidad se fundamenta en los principios de equilibrio, distribución 
y redistribución, según los cuales los miembros de la comunidad no sólo tienen el derecho a 
recibir los beneficios de la Madre Tierra conforme a sus necesidades y el número de miembros 
de cada familia; sino que además, tienen el deber y la responsabilidad de aportar a la comunidad 
y cuidar de la naturaleza. 
Otros principios que rigen la economía comunitaria consisten en el Ayni, Tampu, Tumpa, 
Muyta, Khuskha y el Wat’ja, cuyos significados son los siguientes:  
• Ayni, que es la complementariedad o ayuda mutua y permanente dentro la comunidad, 
Reciprocidad en el mismo tiempo o en otros tiempos. 
• Tampu, que es la generación de espacios comunes donde se pone a disposición productos 
o alimentos que van a favor de quienes los necesitan en la comunidad, para que a nadie la 
falte nada. 
• Tumpa, que es asumir responsabilidades conjuntas y según los ritmos para cuidar la 
comunidad permanentemente; alude también a la transparencia como el río cristalino, 
"permitir ver las piedras del fondo". 
• Muyt'a el proceso circular cíclico, es decir asumir responsabilidades por turno. 
• Khuskha equilibrio dinámico, la distribución y la redistribución según la necesidad. 
• Wajt'a. Las ceremonias son muy importantes porque nos reconectan con la fuerza 
ancestral para realizar cualquier actividad productiva, económica, social, etc. (Hunacuni, 




Estos principios, rompen con la estructura individualista y competitiva de la economía 
capitalista y la ideología desarrollista occidental. La economía del Buen Vivir está dirigida a la 
solidaridad, a la armonía con los ecosistemas, con la vida, a la construcción de relaciones 
económicas ligadas a la colectividad, a la noción de comunidad y la preservación de la 
naturaleza. 
Desde esta perspectiva, economía no es sinónimo de utilitarismo, explotación y 
antropocentrismo, sino de reciprocidad, complementariedad y equilibrio. El papel de la 
educación en relación con la economía complementaria es el de transmitir estos principios en 
favor de la solidaridad, la concepción de comunidad y el reconocimiento de la naturaleza como 
sujeto, compañero y complemento. La economía no debe concebir la educación como un recurso 
para “vivir mejor” sino como el fundamento de una sociedad que busca “vivir bien”. 
En este sentido, la educación del Buen Vivir consiste en una pedagogía comunitaria, es 
decir, en la concepción de la educación no sólo como una función de las escuelas y los maestros, 
sino también de las familias y los miembros de la comunidad, lo cual incluye a la naturaleza y a 
los ancestros. Por tanto, la educación no debe promover la individualidad y la competitividad. 
De acuerdo con esto, la educación comunitaria se basa en principios de “enseñanza y 
valoración comunitarios” que promueven una “conciencia integrada con la naturaleza” , una 
“enseñanza práctica para comprender con sabiduría” y una “enseñanza-aprendizaje 
complementaria para que todos vivan bien y en plenitud” (Hunacuni, 2010, pág. 65). 
La Educación Comunitaria además de su noción de colectividad en la que todos pueden 
intervenir y tomar decisiones. También se caracteriza por la concepción de la educación como un 




Adicionalmente, en el marco de la colectividad, la Educación Comunitaria reconoce y 
aplica dos principios fundamentales: la circularidad y la ciclicidad. Circularidad por cuanto el 
niño o la niña son también maestros, es decir, enseñan al docente; y ciclicidad por cuanto los 
roles dentro de la educación son rotativos en el interior de la comunidad, de manera que todos 
asumen en determinado momento un rol diferente, permitiéndoles mostrar sus capacidades y 
valorar la labor de los demás (Hunacuni, 2010, pág. 66). 
A partir de esta noción de comunidad e integralidad de la educación, los estudiantes no 
son vistos como entes aislados de la sociedad, sino como parte esencial de esta. Así, los procesos 
de evaluación también son comunitarios, “toda la comunidad asume la responsabilidad de educar 
directa e indirectamente y el equilibrio de esta comunidad para vivir bien será también 
responsabilidad de cada educando” (Hunacuni, 2010, pág. 67). Por tanto, si un estudiante se 
equivoca o esta mal, toda la comunidad lo está, y debe trabajar para corregirse y mejorar en 
conjunto. 
Por otra parte, la Educación Comunitaria desde la cosmovisión indígena concibe una 
metodología contraria al razonamiento lógico-materialista de occidente. La educación no se 
limita al conocimiento del mundo físico-visible, sino que además comprende el mundo de lo 
invisible, de lo intangible que determina la existencia. Es decir, la educación no sólo trabaja en 
función de la razón, “también considerará a ese otro mundo no lógico para sensibilizarnos e 
involucrarnos en él”. El afecto, la percepción fuera de lo humano, la relación sujeto-sujeto con la 
naturaleza y la energía de la vida son parte fundamental del equilibrio de la comunidad 
(Hunacuni, 2010, pág. 67). 
Así pues, en la Educación Comunitaria “lo objetivo carece de valor, porque lo objetivo 
sólo permite una simple aproximación y no una interacción con el conjunto” (Hunacuni, 2010, 
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pág. 67). Por ello, se privilegian las relaciones y la interacción con el otro, que no es únicamente 
un ser humano, sino que también puede ser una planta, un río u otro ser, cuya aproximación 
altera y modifica la realidad de toda la comunidad.  
En este sentido, la educación más que la generación de fuerza de trabajo es una educación 
para la vida, la vida en comunidad y la vida cotidiana.  La productividad es parte de la educación 
en el sentido en el que no se limita “a la enseñanza teórica racional del ser humano” sino que, a 
la vez, “aporta a la comunidad de manera práctica”. La productividad vista de esta manera es 
producto de la acción comunitaria, es decir, ligada a los ciclos de la vida, al multiverso, al 
equilibrio y a la armonía con la naturaleza y el Cosmos (Hunacuni, 2010, pág. 69). Es allí donde 
los principios del Ayni, Tampu, Tumpa, Muyta, Khuskha y el Wat’ja cobran sentido. 
Por otro lado, en las relaciones comunitarias los pueblos indígenas reconocen la paridad 
del universo, es decir, “todo lo que existe es par” (Hunacuni, 2010, pág. 76)   y complementario, 
razón por la cual la comunidad debe preservar y cuidar las relaciones hombre-mujer de modo 
que sean perdurables. Aunque principalmente esta paridad se refiere a las relaciones de pareja, la 
cosmovisión indígena constituye una mirada diferente de la sociedad, la naturaleza y el universo, 
en la que no existen las visiones androcéntricas, sino la complementariedad entre lo femenino y 
lo masculino y su continua presencia e importancia en todo lo que existe. 
En síntesis, el Buen Vivir plantea una visión diferente a la occidental en la que la 
educación se piensa y se construye en relación con el otro. Desde el Buen Vivir la escuela no es 
una institución aislada ni una empresa; no ve a los estudiantes como “capital humano”, a la 
naturaleza como “recurso”, ni al hombre como “centro”, sino que es colectiva, comunitaria, 
solidaria, reciproca. 
Vivir Bien desde la educación significa reconocerse como miembro de una comunidad, 
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aprender para relacionarse con el entorno en condiciones de equidad y respeto, donde el otro-
sujeto no es siempre un ser humano, donde el conocimiento no es solamente lógico-racional sino 
también espiritual-emocional y donde la mujer y el hombre son un complemento indivisible. 
Dicho de otro modo, educación en el marco del Suma quamaña y el Sumak Kawsay no es 
“vivir mejor” en términos de acumulación del capital, producción y distribución de bienes y 
servicios a escalas exorbitantes y ambientalmente insostenibles, de relaciones humanas 
competitivas e individuales; sino “vivir en plenitud”, es decir, en armonía con el universo, con la 
vida, con todo y con todos. 
 
3.4.2 Corazonar el Saber 
Como se ha mencionado a lo largo de esta investigación, la colonialidad del poder del 
saber y del ser se fundamentó sobre la base de la dominación y subalternación de la vida de los 
pueblos colonizados en todos los ámbitos sociales, culturales, económicos, políticos y 
epistémicos. Dentro de estos ámbitos, la sensibilidad, la subjetividad, la afectividad y la 
espiritualidad también son aspectos que han quedado bajo el yugo del razonamiento lógico 
occidental y su metodismo cientificista. En este sentido, la colonialidad se ha encargado de negar 
la condición de humanidad de las personas, su parte sensible, su relación con el cosmos y la 
fuerza de la vida; atribuyendo a la existencia una función mecanicista e inhumana, desarticulada 
del espíritu, la naturaleza y lo “irracional”. 
A partir de estas consideraciones, surge desde la alteridad una propuesta decolonial 
consistente en el corazonar y las sabidurías insurgentes (Guerrero , 2016). Corazonar significa 
pensar y construir sabiduría desde el corazón, por tanto, las sabidurías insurgentes desde el 
corazonar son “sabidurías otras que rebasan los marcos epistemológicos dominantes y sus 
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límites y abre posibilidades para que las sabidurías que se habían mantenido clandestinas 
empiecen a visibilizarse” (Guerrero, 2016, pág. 45).  
Patricio Guerrero (2016) habla de un “corazonar de las epistemologías hegemónicas”, 
consistente en la ruptura de las fronteras disciplinarias y los cánones endógenos del saber 
científico, para aceptar las sabidurías que “emergen desde el corazón de los actores colonizados” 
(pág. 47) y que, a diferencia de la mentalidad eurocéntrica, sustentan sus conocimientos en 
principios de interrelacionalidad, reciprocidad y complementariedad.  En este sentido, el 
conocimiento y las sabidurías otras no pretenden vincularse al paradigma académico existente 
para “enriquecerlo”, sino mostrarse desde la diferencia en un marco de equidad y dialogicidad 
con Europa y sus saberes. 
De la misma manera, las sabidurías insurgentes tampoco buscan ser reconocidas en el 
ámbito educativo como conocimientos de tipo académico solamente, sino como conocimientos 
para la vida, es decir, cosmocimientos y sentipensamientos (pág. 50) más allá de las aulas de 
clase, y más acá de lo sensible, lo afectivo y lo espiritual. Así, las sabidurías insurgentes, a 
diferencia de las epistemologías occidentales no buscan objetivar, medir, dominar, sino 
comprender, desde la experiencia, los sentires y las prácticas de vida, no el mundo que nos rodea, 
porque esa mirada significa ser ajeno, estar fuera; sino el mundo que nos complementa, del cual 
somos parte y con el que compartimos y vivimos a diario. De ahí, que también se les llame 
sabidurías de la existencia (pág. 60).  
De acuerdo con lo anterior, las sabidurías de la existencia implican una diferenciación 
con las epistemologías hegemónicas y por ende con las nociones de conocimiento, sabiduría, 
saber y conocer. Desde la perspectiva de Guerrero, la sabiduría es anterior a la razón, al logos y a 
la ciencia, pues antes de Descartes y del método, el pensamiento de la humanidad se sustentaba 
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sobre lo simbólico, lo metafórico, lo espiritual. La ciencia es simplemente una vertiente de la 
sabiduría sobre la que se erigen las disciplinas, las religiones y los sistemas teóricos, cuya 
instrumentalización significó la virtualización, desacralización y desmitificación de la realidad 
(pág. 70-71). 
Desde esta óptica, conocer es sinónimo de “aprendizajes parciales y fragmentados, sobre 
la realidad y la vida” mientras que saber va más allá del conocimiento y los procesos cognitivos, 
se trata de una visión holística e integradora ligada a “las experiencias cósmicas vitales”, es 
decir, al “cosmocimiento” y al “cosmoser, que significan “ser en la totalidad del cosmos” (pág. 
73). 
El Cosmoser aplicado a la educación, tal y como lo expresa Guerrero, tiene un objetivo 
diferente al del conocer de la mirada epistémica occidental, mientras el logos proporciona un 
conocimiento encaminado hacia el “vivir mejor”, o en su defecto al “tener con qué vivir”; el 
saber tiene por objetivo ayudar al estudiante a encontrar una razón para vivir, “tener por qué 
vivir” (pág. 75). De este modo, la existencia no se encuentra condicionada ni a la consecución y 
acumulación de riquezas bajo las ideologías capitalistas o simplemente económicas, ni al pensar-
razonar de Descartes, sino que, por el contrario, la existencia se encuentra vinculada al 
sentipensar, es decir, a la realidad vista no sólo desde la razón, sino también desde el corazón y 
la experiencia. 
Así pues, la educación planteada desde esta perspectiva ubica al estudiante no como 
sujeto que “conoce” o estudia un “objeto” desde la hybris del punto cero descrita por Castro-
Gómez; sino que el o la estudiante es considerado como sujeto que “sabe” a partir de la 
interacción con otros sujetos, humanos o no; y que a diferencia de la hybris no es un sujeto 
descorporeizado que habla desde fuera “sobre” la vida, sino que es un sujeto situado geográfica, 
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corpórea y ontológicamente que habla «“desde” la vida» (pág. 78). 
Dicho hablar desde la vida implica el reconocimiento de la alteridad, de lo diverso y el 
establecimiento de relaciones basadas en la sensibilidad, la afectividad y las emociones. Es 
identificarse y situarse dentro de la “unicidad indisoluble del saber y el ser” (pág. 78), siendo 
consciente de que cuando se sabe también se es, porque el saber se convierte en parte de uno 
mismo y lo transforma. 
En este sentido, el saber expresado desde el corazonar no es, como se ha visto, semejante 
al modelo logocéntrico y epistemocéntrico y, por ende, tampoco se encuentra condensado en 
libros ni limitado por los paradigmas positivistas e instrumentalistas de las ciencias. El 
cosmocimiento trasciende las dimensiones de la realidad dictaminadas por la percepción de los 
sentidos y la materia, abarca el plano de lo invisible, lo intuitivo, lo simbólico, lo ritual, lo 
sagrado, lo místico, lo incomprensible por la razón. Desde esta perspectiva saber no es 
conceptualizar, aprender, fragmentar; saber es vivir, integrar, comprender desde la experiencia. 
En esa medida, la sabiduría se expresa mediante la poesía, la metáfora, la música, la 
alegría, el llanto. La ciencia y la razón atribuyeron al conocimiento un ascetismo que lo privó de 
las emociones y lo confinó a una serie de discursos formalizados, inteligibles para la mente, pero 
no interiorizables para el alma. Guerrero se refiere a esto como una omisión del sentido estético 
en el discurso académico, en el que la sensibilidad fue censurada bajo los criterios del 
racionalismo y la domesticación-civilización del cuerpo, los cuales fragmentaron al ser humano 
en el dualismo cartesiano mente/cuerpo y negaron a la razón las facultades sintientes propias de 
este, del corazón, de los sentidos. De ahí que el discurso científico se haya convertido en una 
sistematización frívola del conocimiento, que considera a los sentimientos como una amenaza a 
la rigurosidad, objetividad y asertividad de la ciencia. 
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 La sabiduría por su parte, es una poetización del saber en la que la dimensión estética 
alcanza una profundidad que permite explicar el mundo desde el mito, la retórica, “la palabra 
guiadora” (pág. 96); más que una estética se trata de una estesia, de “la capacidad de sentir que 
va tejiendo el entramado de la intersubjetividad que hace posible la alteridad” (pág. 140) y que 
ve al cuerpo no como máquina, sino como expresión sintiente de la humanidad, como territorio y 
como templo de la sabiduría. 
De acuerdo con esto, corazonar las epistemologías hegemónicas consiste en la 
recuperación de la dimensión estética del saber en sus diferentes manifestaciones, reconstruir la 
humanidad desde la afectividad, la espiritualidad y la sensibilidad, de modo que al poetizar al 
sujeto se construya “un sentido otro de la existencia” (pág. 98). No se trata de negar la razón sino 
de establecer un diálogo con ella, de reunificar aquello que las dicotomías cartesianas se 
encargaron de separar, se trata de “pensar desde el corazón y sentir desde la razón” (pág. 158). 
 
3.4.3 Posdesarrollo 
El desarrollo como discurso e ideología colonial/moderna marcó los senderos por los 
cuales trazarían sus proyectos nacionales los países latinoamericanos, configurando sus políticas 
e identidades en dirección a una “economía de la producción” que se erigió sobre regímenes de 
representación dentro de las fronteras de la diferencia y la violencia (Escobar, 2007, pág. 359). 
Estas representaciones, como se ha visto, corresponden a identidades de inferioridad, atraso y 
subdesarrollo, nacidas a partir de la invención del Tercer Mundo y de las diferenciaciones 
raciales, culturales, epistémicas y principalmente económicas que desde 1945 dieron paso a 
muchas de las prácticas violentas en pro de la industrialización y el progreso (Escobar, 2007, 
pág. 359).  
148 
 
Dicha representación identitaria del Tercer Mundo ha sido la base de la inequidad y la 
fragmentación social de los países latinoamericanos, ha sido la marca que los diferencia de las 
potencias industrializadas, tecnológicamente avanzadas y económicamente estables. No obstante, 
esta identidad desdibujada del subdesarrollo y la tercerización, es a la vez un referente para que 
los grupos y movimientos sociales de las regiones “tercermundistas” propongan, no alternativas 
de desarrollo, sino alternativas al desarrollo que rechazan por completo el paradigma 
desarrollista y sientan sus bases sobre la cultura, los conocimientos locales, el pluralismo y la 
recuperación y reconstrucción de las identidades (Escobar, 2007, pág. 361)  . 
De acuerdo con lo anterior, Arturo Escobar propone una modificación del orden 
discursivo del desarrollo fundamentada en la participación de los actores sociales, la 
reestructuración de las economías políticas y la separación de las “ciencias del desarrollo” 
mediante una crítica a los saberes occidentales que dé paso a otros conocimientos. Esta 
transformación parte, según Escobar (2007) de una “reinterpretación crítica de la modernidad 
latinoamericana” (pág. 365)  en la que se reconoce que Latinoamérica es producto de una 
“hibridación cultural” que abarca múltiples identidades. 
Las culturas hibridas para Escobar, son aquellas culturas “premodernas” que han logrado 
coexistir de manera atemporal y heterogénea con las formas modernas de vida; consisten en una 
mezcla sociocultural entre lo tradicional y lo moderno, lo rural y lo urbano, el arte culto, el 
masivo y popular” (pág. 365)   cuyas diferencias son cada vez más difíciles de identificar.  Estas 
culturas, no son pues, una sustitución de lo moderno por lo tradicional, o viceversa, sino una 
reconstrucción de la cultura a partir de los intercambios entre ambos.  De esta manera, las 
“culturas tradicionales” no son eliminadas por el desarrollo, sino que se transforman mediante su 
relación con la modernidad logrando mantenerse vigentes (pág. 368). 
149 
 
En esta medida, a pesar de que los procesos de hibridación no son el ideal de solución a 
la problemática de la dominación porque unos elementos tienden a prevalecer sobre los otros 
mediante relaciones de eliminación o subyugación, o porque las nuevas construcciones generan 
situaciones más opresivas y menos favorables; las prácticas no modernas que han logrado 
persistir en el tiempo a través de la hibridación constituyen la base de una fuerza 
contrahegemónica que se opone a la instrumentalización de la ciencia moderna y las 
instituciones coloniales (pág. 368).  
En este sentido, las alternativas al desarrollo se encuentran en las prácticas de resistencia 
implementadas por los grupos sociales frente a la dominación, en el reconocimiento de las 
diferencias culturales, en la implementación de proyectos económicos autónomos por parte de 
dichas culturas (pág. 374), así como en la desestructuración de los marcos constitutivos de la 
colonialidad del saber. De acuerdo con esto, al ser las culturas diferentes, también las formas de 
resistencia, y las construcciones económicas y sociales alternativas son diferentes. Por este 
motivo, no es posible hablar de una estrategia de deconstrucción del desarrollo única y universal, 
sino de propuestas múltiples y variadas que surgen desde las necesidades, los contextos y las 
percepciones sobre modernidad y capitalismo de cada una de las culturas y grupos sociales.  
Sin embargo, el arraigo cultural de cada uno de los grupos sociales a determinados 
territorios, constituye para Escobar (2000) una luz orientadora hacia lo que pueden ser las 
alternativas al desarrollo, puesto que, el “lugar”, como lo denomina Escobar, se encuentra ligado 
a al ser, al conocer y, por supuesto, a la economía (pág. 113). En este sentido, el reconocimiento 
del lugar y el desarrollo de prácticas económicas basadas en la ecología y las relaciones 
socioculturales a él arraigadas representan una ruta viable para el posdesarrollo. En palabras de 
Escobar el posdesarrollo visto de esta manera consiste en una reafirmación del lugar a partir de 
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las culturas locales que se oponen al dominio del espacio, el capital y la modernidad (pág. 115). 
Dicha oposición a los modelos económicos modernos y capitalistas se encuentra 
relacionada de manera directa con la naturaleza y los constructos no eurocéntricos que alrededor 
de ella han sido configurados por las culturas locales. Estas construcciones no obedecen al 
esquema occidental que separa la naturaleza de la sociedad, y lo humano de lo sobrenatural, sino 
que, por el contrario, las construcciones de las culturas locales sobre la naturaleza manejan una 
concepción integradora e interrelacionada entre “el mundo biofísico, el humano y el 
supernatural” (pág. 119). De esta forma, las prácticas culturales, los ritos, los símbolos y las 
relaciones sociales y económicas se conciben como una unidad indivisible cuyos desarrollos se 
presentan de manera continua y recíproca. 
De acuerdo con lo anterior, los grupos sociales y las culturas locales que se rigen bajo 
dichas concepciones representan una integración del mundo natural con el social, en la que los 
territorios son entidades multidimensionales dentro de los que se desarrollan actividades 
productivas altamente complejas (pág. 120). 
En este sentido, tanto las actividades productivas como las representaciones del lugar de 
estas culturas se encuentran vinculadas a conocimientos locales diferentes a los modelos 
modernos, los cuales surgen de la experiencia y la práctica social, en las que la corporeidad tiene 
una relevancia significativa en tanto “estructura experimental vivida y contexto de la cognición” 
(pág. 123). Es decir, el cuerpo se convierte en el elemento conector entre lo intelectual y lo 
físico, haciendo que el conocimiento no sea una abstracción descorporeizada, sino una 
experiencia situada y articulada con el mundo.  Es allí donde el conocimiento local juega un 
papel importante en la desarticulación de las dicotomías occidentales que separan la naturaleza 
de la cultura y, por ende, el conocimiento de la experiencia y la corporalidad. El conocimiento 
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visto desde la perspectiva de la unidad mente-cuerpo se convierte en un ejercicio transformador 
que tiene repercusiones en la manera como se establecen los vínculos entre la naturaleza y la 
experiencia (pág. 124). 
De acuerdo con lo anterior, el cuerpo como parte de la experiencia cognoscitiva es el 
elemento que permite al sujeto situarse en un lugar concreto, para que a partir de allí se 
construyan los conocimientos locales. En esta medida, el lugar cobra una relevancia 
trascendental en la construcción y revitalización de prácticas no capitalistas y en la reafirmación 
de las identidades. 
A modo de ejemplo, Escobar hace alusión a los activistas afrodescendientes del Pacífico 
colombiano quienes han articulado conceptos sobre el territorio y la biodiversidad en su 
interacción con las comunidades locales, las ONG y los sectores académicos. Ellos han logrado 
que su territorio sea considerado “un espacio fundamental y multidimensional para la creación y 
recreación de los valores sociales, económicos y culturales de las comunidades” y han 
introducido una nueva concepción de la biodiversidad como “un territorio más cultura” y del 
Pacífico como un “territorio-región” (págs. 130-131).  
Estas concepciones se caracterizan por dinámicas eco-culturales construidas en la 
cotidianidad de los grupos étnicos que lo habitan, y se encuentran dirigidas hacia la construcción 
de “modelos alternativos de vida y sociedad” (pág. 131)  en los que la defensa del territorio y las 
relaciones socio-culturales entorno a la naturaleza hacen parte de un proyecto político 
fundamentado en el fortalecimiento de la economía local y los sistemas tradicionales de 
producción, el cual permite una “construcción colectiva de la identidad” (pág. 132)  en favor de 
prácticas económicas, sociales, culturales y ecológicas sustentables que van más allá del 
capitalismo y los modelos económicos dominantes. 
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De esta manera, la construcción de alternativas al desarrollo se encuentra articulada a 
estrategias políticas, proyectos de sustentabilidad, movimientos sociales y comunidades que 
trabajan en pro de la defensa de sus “modos de naturaleza/cultura” (pág. 133)  fortaleciendo el 
surgimiento de una conciencia basada en el lugar y en los modelos socioculturales locales. 
En síntesis, el posdesarrollo no puede concebirse como un proyecto separado de los 
movimientos sociales y las comunidades locales. Es claro que los proyectos alternativos al 
desarrollo surgen desde una visión no capitalista de la economía y de una concepción de cultura 
ligada a la naturaleza y el territorio, en la que los conocimientos locales, la corporalidad, el 
reconocimiento de la diversidad y la reafirmación de la identidad juegan un papel importante 
para la transformación de los sistemas de producción y el desprendimiento del modelo 
económico dominante.  
El papel de la educación en la construcción de alternativas al desarrollo consiste en la 
desestructuración de los paradigmas educativos que orientan la formación hacia las prácticas 
capitalistas y en la apertura de espacios para la promoción y el reconocimiento de los 
conocimientos y las culturas locales en las instituciones educativas. La escuela también debe 
articular a sus procesos de enseñanza las nociones de territorio, identidad, naturaleza y cultura 
desde una perspectiva no eurocéntrica que reconozca el papel de la corporeidad en la 
construcción del conocimiento y las relaciones con el entorno.  
La educación debe propender por modelos de enseñanza que logren articular las prácticas 
y los contenidos con perspectivas económicas alternativas fundamentadas en sistemas de 
producción sostenibles, autónomos, pluralistas, solidarios, complementarios, ecológicos y de 
identidad colectiva, que se encuentren   arraigados al territorio y a la defensa de las comunidades 
y la naturaleza. 
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Por otra parte, es importante considerar que ni la Constitución de 1991, ni la LGE de 
1994 podrían tildarse como completamente economicistas o neoliberales. De hecho, estas 
mismas leyes contienen aspectos valiosos desde los cuales se puede plantear un giro decolonial. 
El primero de ellos se encuentra precisamente en el artículo primero de la Constitución, el cual 
define a Colombia como un Estado social de derecho:  
Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho24, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa 
y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general. (Constitución Política de 
Colombia, 1991, art. 1°) 
 
A pesar de que esta definición se encuentra ligada desde sus orígenes al ámbito 
económico respecto al fortalecimiento del mercado y el acceso a los denominados “servicios”, 
dentro de los que se incluyen la educación y la salud. La Constitución también establece la 
posibilidad de transformación del país a través del reconocimiento y la protección de los 
derechos humanos, sociales y culturales; en pro de la equidad y la libertad.  
Así pues, la invocación, protección y promoción de los derechos consagrada en la 
Constitución de 1991 abre paso a la participación de los diferentes pueblos y comunidades en la 
toma de decisiones y el desarrollo de propuestas autónomas y democráticas sobre la forma y el 
funcionamiento del sistema educativo, dentro del cual se atiendan sus necesidades e intereses.  
Lo anterior se evidencia en el preámbulo de la LGE de 1994 en cual se plantean las 
siguientes disposiciones:  
ARTICULO 1o. Objeto de la ley. La educación es un proceso de formación permanente, 
personal, cultural y social que se fundamenta en una concepción integral de la persona 
humana, de su dignidad, de sus derechos y de sus deberes. La presente Ley señala las normas 
generales para regular el Servicio Público de la Educación que cumple una función social acorde 
                                                 




con las necesidades e intereses de las personas, de la familia y de la sociedad. Se fundamenta 
en los principios de la Constitución Política sobre el derecho a la educación que tiene toda 
persona, en las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra y en su carácter 
de servicio público. (Ley 115, 1994, art. 1°) 
 
El artículo anterior es fundamental para la consolidación de puntos de quiebre a partir de los 
cuales proponer y ejecutar acciones decoloniales, puesto que realiza una invitación y establece 
un compromiso de la sociedad y la familia en la “formación integral de la persona humana”; al 
mismo tiempo que otorga “libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra”. Estos 
elementos permiten que, a partir de la concepción de integralidad y libertad en la formación del 
pueblo colombiano, las políticas y prácticas educativas en el país integren contenidos, valores y 
fundamentos orientados hacia los ámbitos intercultural, espiritual, emocional y corpóreo; así 
como hacia los enfoques y visones contemplados en el Buen Vivir, el Postdesarrollo, el Senti-
pensar y todas las demás concepciones de pueblos, culturas y comunidades en el contexto 
multiversal de la educación y del país.  
En la misma medida, la libertad de enseñanza, aprendizaje y cátedra habilita a los 
docentes y estudiantes para incluir y desarrollar en el aula estrategias de formación a nivel 
pedagógico, didáctico e investigativo, que vayan más allá de las estructuras y los modelos que 
establece el sistema colonial y estatal. En este punto, el empoderamiento de los educadores y los 
educandos, al igual que de todas las personas involucradas directa o indirectamente en la 
educación, es primordial para sentar las bases de una legislación y un ejercicio pedagógico en 
clave decolonial. Es necesario el reconocimiento y la generación de conciencia sobre los 
derechos y los deberes de la ciudadanía respecto a la educación, de manera que puedan conocer y 
ejercer adecuadamente dichas responsabilidades en pro de la integralidad y la ruptura de los 
esquemas capitalistas, falocéntricos, logocéntricos, epistemocéntricos, desarrollistas y demás 
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estructuras coloniales.  
En ese orden de ideas, el artículo 5° de la LGE de 1994, atendiendo a la mención anterior 
sobre la autonomía, la interculturalidad y la conciencia social; fija algunos parámetros desde los 
cuales estudiar y proponer alternativas decoloniales. Dichos parámetros corresponden a lo 
siguiente: 
6. El estudio y la comprensión crítica de la cultura nacional y de la diversidad étnica y 
cultural del país, como fundamento de la unidad nacional y de su identidad. 
 
9. El desarrollo de la capacidad crítica, reflexiva y analítica (…) orientado con prioridad al 
mejoramiento cultural y de la calidad de la vida de la población, a la participación en la 
búsqueda de alternativas de solución a los problemas y al progreso social. (Ley 115, 1994, 
art. 5) 
 
Sin lugar a dudas, los artículos anteriores brindan dos bases fundamentales para pensar en 
una educación decolonial: el pensamiento crítico y la construcción colectiva de alternativas para 
la solución de los problemas. A partir de estos elementos se puede concebir una educación que 
no sólo critique las problemáticas, sino que construya desde la reflexión, la reciprocidad, la 
solidaridad y la complementariedad; futuros y realidades opuestas a la mirada hegemónica, 
individualista y competitiva del modelo colonial. La reflexión y comprensión crítica de la 
realidad nacional en términos de diversidad cultural como objetivo de la educación, es un gran 
avance para eliminación de la discriminación y la apertura de espacios dialógicos para la 
transformación social.   
De igual forma, cabe resaltar la importancia de que la LGE de 1994 haya contemplado 
dentro de sus estatutos las modalidades de atención a poblaciones, en las que se incluyen las 
personas con limitaciones físicas, sensoriales, psíquicas, cognoscitivas, emocionales o con 
capacidades intelectuales excepcionales; la población adulta, campesina y rural; y los “grupos 
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étnicos”, en referencia a las comunidades indígenas, afrocolombianas y romaníes. Este 
reconocimiento, a pesar de necesitar varios ajustes, marca un panorama esperanzador en el que la 
heterogeneidad cultural, lingüística, social e ideológica, deja de estar oculta y ocupar espacios de 
marginación, para empezar a hacerse visible en el contexto educativo. La legislación y las 
prácticas educativas deben continuar trabajando en la visibilización y el establecimiento de 
relaciones dialógicas y cooperativas con dichas comunidades, desde pilares flexibles, dinámicos 
y abiertos, los cuales conduzcan al fortalecimiento, enriquecimiento y co-construcción del 
sistema educativo colombiano.  
En resumen, la convergencia de diversas posibilidades de cambio inmersas en el 
articulado de la LGE de 1994 proporciona una fuente de esperanza para la legislación educativa. 
Los aspectos señalados anteriormente demuestran que se han realizado esfuerzos significativos 
por pensar la educación nacional desde una perspectiva holista y democrática, lo cual indica que 
la LGE no es una norma rígida y conclusa, sino un estatuto inacabado que puede fortalecerse, 
adaptarse y complementarse de acuerdo con las necesidades, los principios y la realidad 






En conclusión, como se ha podido observar a lo largo del análisis la colonialidad en sus 
diferentes manifestaciones (poder, saber y ser) se encuentra presente en gran parte del articulado 
de la LGE de 1994, dicha colonialidad enmarca las esferas de lo económico, lo epistémico, lo 
lingüístico y lo cultural. A pesar de que tanto la Cosntitución Política de 1991 y la Ley 115 de 
1994 han realizado grandes avances en la búsqueda por la inclusión, la pluralización y la 
democratización tanto del Estado como del sistema educativo; y han impulsado iniciativas que 
propenden por el fortalecimiento, reconocimiento y recuperación de las lenguas, la diversidad y 
los bienes culturales de los diferentes pueblos que hacen parte de la nación; aún persisten sesgos 
coloniales relacionados con la discriminación, la segregación y la invisibilización de lo “otro”, es 
decir, de aquello que no proviene de Europa o de la Norteamérica capitalista.  
En este sentido, la concepción de la educación desde la mirada euronorteamericocéntrica 
no solo le ha negado los espacios de participación a los conocimientos y a las formas “otras” de 
ser, pensar, actuar y decir, sino que ha convertido a la educación en una empresa y a los 
estudiantes en mercancía calificada destinada a “venderse” al mejor postor en el “mercado 
laboral”, incentivando la competencia y la individualidad;  y homogeneizando a los estudiantes, 
quienes para el sistema capitalista solo constituyen “capital humano”, cuyo objetivo es “ser 
útiles” a los sectores de producción de bienes y servicios.  
Esta visión utilitarista de la educación le resta importancia a las demás dimensiones del 
ser humano o las convierte en parte de la mercantilización de los estudiantes, ya sea como 
“valores agregados” o como “productos” de la industria cultural que abarca las áreas del deporte, 
las artes y la espiritualidad, e incluso, como en el caso del colonialismo lingüístico, exotiza a las 
comunidades indígenas y a los grupos étnicos, sus costumbres, sus lenguas y sus conocimientos, 
158 
 
y los convierte en parte del “atractivo” turístico de la nación. 
Por otra parte, respecto a la visibilización de la mujer en el discurso legal es importante 
señalar que las oposiciones que se han presentado respecto a la inclusión del femenino en los 
nombramientos de las profesiones y otros usos discursivos dan cuenta de la presencia de un 
esquema falocéntrico arraigado en la cultura y los imaginarios sociales respecto al rol de la mujer 
en la esfera laboral, educativa, cultural y social. Para muchas personas, incluyendo mujeres, es 
ridículo pensar y exigir el uso de un lenguaje no sexista y la inclusión del femenino en los 
diferentes discursos, puesto que falocentrismo se ha establecido como algo natural y correcto, 
como el “deber ser” del lenguaje, cuyo cuestionamiento “no es”, “ni debe ser aceptado”.  
Sin embargo, la lengua es el medio por el cual las personas representan la realidad y 
expresan sus opiniones, pensamientos y concepciones sobre el mundo; por tanto, la omisión de 
algo o de alguien en el uso de la lengua es un reflejo de la omisión u ocultamiento de ese algo o 
alguien en el mundo real. “Huelga casi decir que si la mujer carece de identidad y de nombre, 
carece así mismo de voz. El uso del lenguaje sólo puede darse cuando existe una conciencia 
crítica y un conocimiento de la realidad circundante” (Fiscal, 1985, pág. 28). 
 Si bien no se pretende exacerbar el uso del femenino en el español, sí se busca otorgarle 
a la mujer la visibilidad que le ha sido negada. Hace poco más de 100 años era inconcebible 
pensar que la mujer pudiera votar, acceder a la educación o trabajar, hoy en día esto es posible 
gracias a movimientos y manifestaciones de mujeres que han alzado su voz en defensa de sus 
derechos y se han hecho visibles en medio de la sociedad patriarcal y sexista que ha querido 
opacarlas. El caso de la lucha por un uso inclusivo y no sexista del lenguaje es uno más de los 
esfuerzos por revindicar el papel de la mujer en la sociedad, y el éxito en la consecución de este 
objetivo provocará una transformación social que significará para la mujer “la adquisición de un 
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lenguaje propio y la conquista de una verdadera identidad” (Fiscal, 1985, pág. 35). 
Respecto al colonialismo lingüístico, los resultados de la investigación ponen en 
evidencia la subyugación, la invisibilización y el problema de la glotofagia en el contexto tanto 
educativo como social del país. La política de bilingüismo respecto a los grupos étnicos es 
inequitativa desde todas las perspectivas, puesto que se erige como una norma unidireccional que 
no beneficia a las comunidades, en el sentido en que restringe el uso de sus lenguas maternas a 
sus límites territoriales y los obliga a usar el castellano en los demás contextos, sin que exista una 
reciprocidad en el aprendizaje de sus lenguas por parte de los hablantes monolingües del español. 
Este hecho contribuye a la desaparición y la inferiorización de la diversidad lingüística del país.  
De igual forma, la concepción y configuración monista y etnocéntrica de la educación y 
la cultura colombiana dentro de los parámetros del pluralismo, según el cual la cultura nacional 
se establece como única y dominante, implica una forma de colonialidad del ser en la que no solo 
los miembros de los grupos étnicos se ven obligados a adoptar una educación y forma de ser y 
ver el mundo ajena a sus principios; sino que además invisibiliza sus saberes, prácticas y 
creencias; las devalúa o las folcloriza.  
De acuerdo con lo anterior, el primer paso para la decolonización de la educación 
consiste en el reconocimiento del pasado histórico de los países colonizados; comprender que las 
problemáticas actuales en el ámbito educativo y social son el reflejo de las situaciones de 
dominación y aceptación de modelos coloniales, es el punto de partida para la construcción de 
alternativas a la colonialidad y para la reconstrucción de las identidades, la visibilización de lo 




Las alternativas presentadas en esta investigación constituyen una de las múltiples 
respuestas a la problemática de la colonialidad en la educación colombiana. El Buen Vivir 
proporciona elementos que van más allá de las concepciones del ser humano como centro del 
universo, proponiendo un diálogo con la naturaleza y el cosmos y propendiendo por el equilibrio 
y la sostenibilidad ecológica, ambiental, social, emocional y espiritual. Una educación desde esta 
perspectiva promueve los principios de reciprocidad, complementariedad, solidaridad, entre 
otros; además de atribuirle a esta labor un objetivo relacionado con la búsqueda y consecución de 
la vida en plenitud, el cual se aleja de la concepción de la educación como servicio, y de los 
estudiantes como “capital humano”. 
Otras alternativas como Corazonar el Saber, permiten ampliar las dimensiones y el 
acercamiento al conocimiento más allá de los cánones occidentales y restrictivos del 
razonamiento cartesiano. Educar desde las sabidurías de la existencia, aprender desde la 
espiritualidad y la emocionalidad; y establecer diálogos entre la razón, el corazón y la 
corporalidad son perspectivas y prácticas que hacen de la educación una experiencia más 
humana, diversa y menos rígida, sin que por ello pierda validez o credibilidad.  
De la misma manera, la aplicación del Posdesarrollo al ámbito educativo contribuye a la 
ruptura de los esquemas totalizadores de producción y la participación del estudiantado en el 
reconocimiento de su papel como sujeto dentro de la comunidad y el territorio, así como la 
vinculación de su identidad con la naturaleza y la cultura en el la elaboración de estrategias y el 
desarrollo de prácticas económicas sustentadas en la sostenibilidad, la ecología, la 
complementariedad, la solidaridad y la autonomía.  
En la misma dirección, las investigaciones realizadas en el interior del semillero IDEUL 
son alternativas para la construcción de una educación en perspectiva decolonial. Los resultados 
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y los aportes de dichas investigaciones permiten repensar la educación desde miradas sustentadas 
en la alteridad, la dialogicidad y la interculturalidad, con miras hacia la transformación social y 
la equidad. La revitalización de la oralidad y las lenguas, la lucha contra la discriminación y el 
racismo, el desarrollo de propuestas y concepciones diferentes sobre el deporte y la educación 
física, la reintegración de los grupos armados, la decolonización de emociones y los roles de 
género; son algunos de los esfuerzos y contribuciones del semillero IDEUL a la decolonización 
educativa que vale la pena tener en cuenta.  
Por otra parte, es importante mencionar que la existencia de factores divergentes que 
permiten que dentro de la LGE de 1994 existan espacios de reflexión y transformación social, 
cultural y educativa del país, indica que la legislación educativa en Colombia no es del todo 
ortodoxa y monolítica. La coexistencia de patrones coloniales y posturas antihegemónicas en la 
Constitución y la LGE genera la posibilidad de realizar múltiples interpretaciones de los 
fenómenos y concepciones políticas, económicas y educativas presentes en dichas normas; y por 
tanto, abre paso a indagaciones y concepciones no exploradas en este campo.  
De acuerdo con lo anterior, las posturas y las críticas aquí presentadas no pretenden 
constituirse como verdades axiomáticas ni posturas radicales, los argumentos y las miradas 
entorno a esta investigación son simplemente una mirada otra de la educación colombiana 
surgida a partir de un ejercicio retrospectivo y un interés profundo por analizar y pensar la 
educación de una manera diferente. 
Seguramente, muchos aspectos y consideraciones quedaron por fuera de esta 
investigación y tal vez ahora hay más preguntas que respuestas. Otros patrones tales como la 
colonialidad de la naturaleza, de las emociones, de la tecnología y el colonialismo interno, entre 
muchos más patrones coloniales quedaron por fuera de este estudio. Estos patrones podrían ser 
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elementos claves para el análisis tanto de la LGE de 1994 como para otros estudios en el ámbito 
educativo, social, cultural, político y social, que podrían dar origen a futuras investigaciones.  
De acuerdo con lo anterior, el reto en adelante consiste en la revisión y reflexión continua 
sobre las prácticas y concepciones educativas, en la valoración crítica de los sistemas educativos 
y su relación con las demás esferas sociales, en  la búsqueda constante de soluciones y respuestas 
a las problemáticas y los retos que el desprendimiento de la colonialidad plantea frente al 
ejercicio educativo, y en la puesta en práctica de propuestas reales y de fondo que contribuyan a 
la transformación de la educación colombiana desde una perspectiva decolonial, intercultural y 
abierta a la infinidad de posibilidades para el cambio. 
Finalmente, cabe aclarar que las pretensiones de este estudio al poner en evidencia  la 
existencia de  patrones coloniales en el marco de la Ley 115 de 1994, no buscan de  ninguna 
manera en desmeritar o invalidar la ley, sino que, por el contrario, se busca invitar a la reflexión 
sobre la manera como se concibe y regula la educación en Colombia, con el objetivo de que se 
generen propuestas legislativas y pedagógicas conducentes al mejoramiento de la educación 
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